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CC. MINISTROS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN.
(NOMBRE DEL SECRETARIO GENERAL O DEL APODERADO RECONOCIDO) en mi carácter de Secretario General (o apoderado) del (NOMBRE DEL SINDICATO QUE CORRESPONDA), personalidad que tengo debidamente acreditada en el juicio de garantías al rubro indicado, señalando como domicilio, para toda clase de notificaciones el ubicado en el (SEÑALAR EL DOMICILIO PARA RECIBIR NOTIFICACIONES QUE MAS CONVENGA A SUS INTERES), y autorizando para recibirlas en términos amplios de la primera parte del segundo párrafo del artículo 27 de la Ley de Amparo vigente hasta el 2 de abril de 2013, a los Licenciados en Derecho: HÉCTOR BARBA GARCÍA, MAURO CASAS BORJA, HUMBERTO OSEGUERA BARAJAS, ROBERTO JULIO CHÁVEZ DELGADO, CLAUDIA PATRICIA JUAN PINEDA, MEDARDO BAÑUELOS LAGUNES, JESÚS LUNA, JOSÉ JORGE CARBAJAL SMITH, AMALIA VARGAS RÍOS, MANUEL DE LA ROSA, MARIA LUISA CAMPOS ARAGÓN, OSCAR ALZAGA SÁNCHEZ, JOSÉ SALVADOR RODRÍGUEZ FLORES, HÉCTOR SOLANO CID, CARLOS ROBERTO MENDOZA MENDOZA, FERNANDO SOLANO CID, MARÍA DE JESÚS NIEVES GARCÍA, LUIS FERNANDO AMAYA ROJAS, PEDRO ARAGÓN RAMÍREZ, Y PASANTES EN DERECHO CARLA BARBA SÁNCHEZ, TAMARA TAHELI CUADROS VILCHIS, JORGE ANDRÉS GARCÍA ARANDA y ESTHER CORTÉS AYALA, y Doctores en Derecho MANUEL EDUARDO FUENTES MUÑÍZ y JESÚS TRÁPAGA REYES, de manera conjunta o separada e indistintamente; ante Ustedes, comparezco y expongo:

Que por este medio y con fundamento en los artículos 83 fracción IV, 84 fracción I inciso a), 86, 88 y 89 de la aludida Ley de Amparo, vengo a interponer RECURSO DE REVISIÓN, en contra de la sentencia de fecha 28 de junio de 2013, notificada personalmente a mi representado el día 1º de julio de 2013 en el juicio de amparo (NUMERO DE EXPEDIENTE DE SU JUICIO QUE CORRESPONDA), dictada por el Juez (Primero o el Segundo de Distrito del Centro Auxiliar de la Primera Región QUE CORRESPONDA), con residencia en el Distrito Federal, en cuyo punto resolutivo primero, el Juzgador sobresee el juicio respecto de la reforma de 30 de noviembre de 2012, por lo que versa a los artículos 2, 3, tercer párrafo, 3 BIS, 15-A, 15-B, 15-C, 15-D, 22 BIS, 25, 28, 28-A, 28-B, 35, 39-A, 39-B, 39-C, 39-D, 39-E, 47, fracción II, párrafos antepenúltimo, penúltimo último, 48, segundo párrafo, 50, fracción III, 83, segundo párrafo, 153-B, 153-C, 173, 174, 175 BIS, 176, 279, 279 BIS, 279 TER, 280, 311, 333, 336, 343, 343-A, 343-B, 343-C, 343-D, 343-E, 692, 873, 875, 878, 527, fracción I, puntos 20, 21 y 22, fracción II, punto 2, 1004-B y 1004-C, tercer párrafo, de la Ley Federal del Trabajo; y en el punto resolutivo segundo, el Juez A quo determina negar a mi representado el amparo y protección de la justicia de la Unión por lo que a los artículos 56 bis, 101, párrafo segundo, 153-D, 153-E, 153-I, 153-U, 153-V, primer párrafo, 154, 159 y 371, fracción IX, de la referida Ley Federal del Trabajo; sentencia que por considerar que no se encuentra pronunciada dentro del marco constitucional y legal establecido al respecto, en representación del Sindicato quejoso, vengo a impugnarla mediante el presente recurso, exponiendo para tal efecto los razonamientos lógico jurídicos que se contienen en los siguientes:

PROCEDENCIA DEL RECURSO DE REVISIÓN ANTE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN.

La violación de Derechos Humanos por parte del Estado – entendido al Estado como un todo y formando parte de ese todo el Poder Judicial de la Federación del cual forma parte el C. Juez de Distrito Recurrido -  se da por acción y/o por omisión, en el caso que nos ocupa dicha violación se da por ambas situaciones, por acción al emitir el C. Juez Recurrido la ejecutoria de fecha (LA QUE CORRESPONDA), mediante la cual realiza un análisis incorrecto, contradictorio e incongruente del interés legítimo colectivo conforme al que el hoy recurrente solicito el amparo y protección de la justicia de la unión contraviniendo con dicha acción las obligaciones que le imponen los artículos 1, 14, 16, 17, 107 fracción I, 133 Constitucionales, y los dispositivos de los Tratados Internacionales citados; por omisión porque  como consecuencia de ello omite pronunciarse respecto de la constitucionalidad e in-convencionalidad que le fue planteado al A Quo en la demanda inicial de amparo como conceptos de violación, y por ello omite observar que los artículos impugnados de la Ley Federal del Trabajo, se contrapone a los derechos humanos que derivan de la Constitución y de los Tratados Internaciones de los cuales es parte México- siendo aplicable al caso que nos ocupa la siguiente tesis de jurisprudencia siguiente:

[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 2; Pág. 1732

CONTROL DE CONVENCIONALIDAD. HIPÓTESIS QUE PUEDEN SUSCITARSE EN SU APLICACIÓN EX OFFICIO POR LAS AUTORIDADES JURISDICCIONALES Y FORMA EN QUE EL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEBE PROCEDER EN CADA UNA DE ELLAS.

Atento a la reforma al artículo 1o. constitucional de diez de junio de dos mil once, y a los criterios de la Suprema Corte de Justicia de la Nación al resolver el expediente varios 912/2010 con relación a la ejecución de la sentencia dictada por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el "Caso Radilla Pacheco contra los Estados Unidos Mexicanos", puede colegirse que el control de convencionalidad ex officio obliga a todas las autoridades nacionales; sin embargo, tratándose de autoridades jurisdiccionales es preciso acotar diversas hipótesis que en el ejercicio de sus atribuciones se pueden suscitar: a) Que las partes en el juicio planteen argumentos por los que consideren que se debe declarar la inconvencionalidad de una norma interna (verbigracia como planteamiento en la demanda, o como excepción en su contestación); en este supuesto, la autoridad de instancia, ante quien se proponga el ejercicio de control de convencionalidad, está no sólo facultada, sino obligada indefectiblemente -de conformidad con el artículo 1o. de la Constitución Federal- a analizar y pronunciarse expresamente sobre el tópico planteado, b) Que la autoridad jurisdiccional se pronuncie oficiosamente durante el procedimiento o al dictar sentencia, sobre el control de convencionalidad de una norma de derecho interno; y c) Que no exista planteamiento por las partes y la responsable no se pronuncie al dictar resolución; en este caso, debe suponerse que implícitamente el Juez realizó el estudio de convencionalidad, por lo cual, no existe obligación de pronunciamiento expreso por él, pues la falta de éste hace presumir que el Juez de instancia consideró que las normas internas aplicadas al caso son acordes a los derechos humanos contenidos en la Constitución Federal y en los tratados internacionales en los que el Estado Mexicano es parte, así como a los criterios vinculantes y orientadores de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. En consecuencia, ante tales supuestos, el proceder del Tribunal Colegiado de Circuito al instarse el juicio de amparo directo y proponer conceptos de violación que pretendan un control de convencionalidad, variarán y así, en el primer caso (inciso a) el Tribunal Colegiado, de advertir que las partes hicieron patente una presunta violación a un derecho humano contenido en un tratado internacional o en criterios orientadores o vinculantes de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, y que la responsable fue omisa en su pronunciamiento o, aun haciéndolo, alega infundadamente incompetencia de su parte para hacer un análisis de convencionalidad, o bien, esquiva el estudio con cualquier otra consideración que no implique un análisis de lo efectivamente planteado; conlleva a que el tribunal constitucional conceda el amparo y la protección de la Justicia Federal para el efecto de que la responsable se pronuncie sobre ello, porque de resultar fundado el argumento sometido a consideración del órgano jurisdiccional de instancia, el justiciable lograría la inaplicación de esa norma en el caso concreto, otorgándosele así, la posibilidad de obtener una solución a su reclamo ante la autoridad del orden común, que es uno de los propósitos de la reforma al artículo 1o. constitucional. En caso de que no le fuera favorable el pronunciamiento emitido por el correspondiente órgano del conocimiento, el demandante está en aptitud de promover juicio de amparo y plantear conceptos de violación tendentes a evidenciar tanto la in-convencionalidad de la norma como su inconstitucionalidad; de ahí que se otorgue a la parte inconforme una posibilidad más de obtener la inaplicación de la norma que estima viola sus derechos fundamentales. En lo tocante a la segunda hipótesis (inciso b), si la responsable realiza el estudio oficioso de control de convencionalidad en la sentencia definitiva, su pronunciamiento constituirá, en su caso, la causa de los conceptos de violación que, en vía de amparo directo, puedan realizar las partes en el juicio, respecto de los cuales debe evidentemente pronunciarse el Tribunal Colegiado de Circuito y analizar, por tanto, si la resolución del Juez de instancia, respecto del control ejercido fue correcta o no. Finalmente, el proceder del órgano colegiado federal, en el tercer supuesto (inciso c) y que sea hasta esa instancia de amparo en la cual se proponga el análisis de convencionalidad, implicará que dicho tribunal federal se pronuncie sobre lo fundado o no de las violaciones a los derechos fundamentales presumiblemente violados, sin posibilidad, en este caso, de que se conceda el amparo para que la autoridad responsable emprenda un estudio primigenio, pues no debe perderse de vista que esa consideración se hace patente por alguna de las partes en el juicio hasta la promoción del amparo y, en ese orden de ideas, no puede atribuirse una falta u omisión en el estudio por parte del Juez natural porque -como se dijo- ante la imprevisión de planteamiento por las partes, debe suponerse que implícitamente el Juez realizó el estudio de convencionalidad.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL TRIGESIMO CIRCUITO

Amparo directo 193/2012. 12 de abril de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Silverio Rodríguez Carrillo. Secretaria: Adriana Vázquez Godínez.

Nota: La ejecutoria dictada en el expediente varios 912/2010 citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro I, Tomo 1, octubre de 2011, página 313.”

La parte conducente que contiene la materia de Constitucionalidad del presente Recurso de Revisión es la siguiente:

“51. En efecto, no debe perderse de vista, que la reforma constitucional de 6 de junio de 2011 no puede traducirse en una apertura absoluta para que por cualquier motivo se acuda al juicio de amparo, en tanto que la modificación constitucional de que se trata, introdujo un concepto jurídico (interés legítimo), que exige al quejoso que acredite algo más que un interés simple o jurídicamente relevante.

52. En la doctrina el Ministro Arturo Zaldivar Lelo de Larrea en su obra intitulada Hacia una Nueva Ley de Amparo, señala:

“El presupuesto del interés legítimo, es la existencia de normas que imponen una conducta obligatoria de la administración pública, para tal obligación no se corresponde con el derecho subjetivo de que sean titulares determinados particulares, a pesar de que sí se afecta la esfera jurídica de dichos particulares. En efecto, puede haber gobernados para los que la observancia o no de este tipo de normas de la administración pública resulta una ventaja o desventaja de modo particular (especial, diferente) respecto de los demás. Esto puede ocurrir por dos rezones, en primer lugar, puede ser el resultado de la particular posición de hecho en que alguna persona se encuentre, que la hace más sensible que otras frente a un determinado acto administrativo; en segundo lugar, puede ser el resultado de que ciertos particulares sean los destinatarios del acto administrativo que se discute. Esta es la noción del interés legítimo. Es decir, que ciertos gobernados puedan tener un interés cualificado respecto de la legalidad de determinados actos administrativos. La posibilidad de acudir al amparo mediante el interés legítimo abre enormes oportunidades de control de actos de la administración pública que, hasta ahora, en algunos casos es factible proteger.

El interés legítimo no requiere, como ya se dijo, de la afectación a un derecho subjetivo, aunque sí a la esfera jurídica entendida en sentido amplio. Esta ofensa a los derechos de los gobernados puede ser directa [Como ya se explicó con anterioridad, la afectación necesaria para el acreditamiento del interés jurídico siempre debe ser directa; el interés legítimo, en este primer supuesto, contempla violaciones directas a derechos subjetivos (interés jurídico) o a otro tipo de derechos.] o puede comprender el agravio derivado de una situación particular que tenga el quejoso en el orden jurídico. En este segundo supuesto la afectación es indirecta o mediata.) A esta última posibilidad es a la que alude el artículo 4º, fracción I, del proyecto, cuando hace referencia a “su especial situación frente al orden jurídico", ya que, en estos casos, la afectación no es directa o inmediata sino que deriva de la situación especial (particular, distinta, personal; diferenciada de la de otros gobernados.] en el orden jurídico en la que se encuentra el quejoso. El proyecto establece la procedencia del juicio de amparo en ambos supuestos, ante la afectación directa o frente al perjuicio derivado de la particular posición del quejoso.

En atención a lo expuesto, en el proyecto se prevé que podrá promover el juicio de amparo quien aduce ser titular de un derecho o de un interés legítimo, siempre que el acto reclamado viole las garantías o los derechos previstos en el artículo 1º -que son las garantías y los derechos humanos estudiados en capítulos precedentes- y con ello se afecte su esfera jurídica de manera directa, o en virtud de su especial situación frente al orden jurídico.

A través de la incorporación del concepto de interés legítimo, en los términos arriba indicados, se protege a los gobernados de afectaciones a sus derechos subjetivos, pero además frente a violaciones a su esfera jurídica que no lesionan intereses jurídicos, ya sea de manera directa o indirecta, debido, en este último caso. A su peculiar situación en el orden jurídico; así también se tutelan los llamados intereses difusos o colectivos. Es obvia la enorme amplitud proteccionista que adquiriría el juicio de amparo a partir de un nuevo criterio de Iegitimación,"7

[...]

"Es importante puntualizar algunos aspectos que dibujen los elementos del concepto en cuestión:

No es un mero interés por la legalidad de la actuación de la autoridad; requiere la existencia de un interés personal, individual o colectivo que, de prosperar la acción, se traduce en un beneficio jurídico en favor del accionante.

Está garantizado por el derecho objetivo, pero no da lugar a un derecho subjetivo, no hay potestad frente a otro.

Debe haber una afectación a la esfera jurídica en sentido amplio, ya sea económica, profesional o de otra índole. Lo contrario es la acción popular, en la cual no se requiere afectación alguna a la esfera jurídica.

Los titulares tienen un interés propio distinto del de cualquier otro gobernado, consistente en que los poderes públicos actúen de acuerdo con el ordenamiento cuando con motivo de la persecución de fines de carácter general incidan en el ámbito de ese interés propio.

Se trata de un interés cualificado, actual y real, no potencial o hipotético; en suma, es un interés jurídicamente relevante.

La anulación produce efectos positivos o negativos en la esfera jurídica del gobernado."

53. Sobre el problema jurídico tratado, es menester acudir a la definición que da la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en lo que hace al interés legítimo; Es aquel interés personal, individual o colectivo, actual y jurídicamente relevante que puede traducirse, en caso de concederse el amparo en un beneficio jurídico a favor del quejoso derivado de una afectación a su esfera jurídica en sentido amplio, que puede ser de índole profesional, económico, de salud pública y de cualquier otra.

54. Para mayor ilustración, conviene reproducir la parte que interesa de la ejecutoria pronunciada en el amparo en revisión 366/2012:

"El interés legítimo se traduce en una legitimación intermedia entre el interés jurídico y el interés simple. El primero de ellos ha sido desarrollado de manera abundante por la jurisprudencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación. Como muestra representativa, se cita a continuación un pasaje del Amparo en Revisión 315/2010, resuelto por el Tribunal Pleno el 28 de marzo de 2011, en donde se recupera el concepto de interés jurídico a partir de su evolución desde la Quinta Época del Semanario Judicial de la Federación (se añade énfasis):

Finalmente, en la Novena Época tenemos un criterio que -siguiendo un precedente de la Octava- destaca, por ejemplo, que la tutela de un derecho que puede obtenerse en el amparo sólo cubre la protección de bienes jurídicos reales y objetivos: las afectaciones del interés jurídico deben ser susceptibles de apreciarse en forma objetiva para que puedan constituir un perjuicio; el interés jurídico, ha dicho la Primera Sala, debe acreditarse de forma fehaciente, no puede inferirse con base en presunciones: “la naturaleza intrínseca del acto o la ley reclamados es la que determina el perjuicio o afectación en la esfera jurídica del particular, sin que pueda hablarse entonces de agravio cuando los daños o perjuicios que una persona puede sufrir no afecten real y efectivamente sus bienes jurídicamente amparados” La Segunda Sala ha destacado, por su parte, que para acreditar el interés jurídico, el promovente debe ser titular del derecho que se aduce violado con el acto reclamado y que éste produzca una afectación a su esfera jurídica. Haciéndose eco de los precedentes históricos ha subrayado que el interés jurídico es considerado por la doctrina como un derecho subjetivo, el cual supone una facultad de exigir y una obligación correlativa que se traduce en el deber jurídico de cumplir dicha exigencia -la tesis lo ejemplifica con una apelación al caso concreto: "los alumnos del curso para ingresar a la institución del Ministerio Público de la Federación cuentan con interés jurídico para impugnar en amparo la declaratoria de baja o separación del citado curso, en cuanto ello trae como consecuencia la pérdida de su calidad de alumnos, pues el derecho a la permanencia en aquél deriva del cumplimiento de los requisitos exigidos para su aceptación y los relativos a su desarrollo".

Del recorrido anterior se desprende que el entendimiento del concepto de interés jurídico no ha sufrido una gran variación en su interpretación. Lo que ciertamente ha cambiado en lo que se entiende que está detrás de los conceptos jurídicos a los que hacen referencia las tesis sobre interés jurídico y, en particular, el entendimiento de la situación en la cual podemos hablar de la existencia de un derecho “objetivo” conferido por las normas del ordenamiento jurídico, en contraposición a una situación de la que simplemente los individuos derivan lo que las tesis denominan “un beneficio”, una ventaja "fáctica" o “material" (como hemos visto hay referencias reiteradas a los beneficios económicos). Ese es el primer gran criterio definicional, estimamos, que recorre la noción clásica de interés jurídico". El segundo consideramos que puede sintetizarse en la apelación a la necesidad de que exista un daño individualizado susceptible de ser remediado mediante la adaptación de una medida individualizada por parte de las autoridades responsables (…)".

Luego de la reforma del artículo 107 constitucional, del 6 de junio de 2011, el concepto de interés jurídico fue sustituido por el de interés legítimo, para quedar de la siguiente manera:

“Artículo 107. Las controversias de que habla el artículo 103 de esta Constitución, con excepción de aquellas en materia electoral, se sujetarán a los procedimientos que determine la ley reglamentaria, de acuerdo con las bases siguientes:

I. El juicio de amparo se seguirá siempre a instancia de parte agraviada, teniendo tal carácter quien aduce ser titular de un derecho o de un interés legítimo individual o colectivo, siempre que alegue que el acto reclamado viola los derechos reconocidos por esta Constitución y con ello se afecte su esfera jurídica, ya sea de manera directa o en virtud de su especial situación frente al orden jurídico.

(…)”

Naturalmente, este cambio cualitativo abre el abanico de posibilidades para acudir al juicio de amparo, pues han quedado proscritas exigencias tales como la acreditación, a cargo del quejoso, de la existencia de un derecho objetivo conferido por las normas del ordenamiento jurídico, o la necesidad de probar un daño individualizado susceptible de ser remediado mediante la concesión del amparo.

No obstante lo anterior, la reforma constitucional señalada no puede ser traducida en una apertura absoluta para que cualquier persona por cualquier motivo acuda al juicio de amparo. Dicho en otras palabras, al constituyente permanente introdujo un concepto jurídico mediante el cual se exige al quejoso que demuestre algo más que un interés simple o, si se quiere, mantuvo la prohibición de que tan solo con este tipo de interés pueda acudirse al juicio de amparo.

El interés legítimo puede definirse, pues, como aquél interés personal -individual o colectivo-cualificado, actual, real y jurídicamente relevante, que pueda traducirse, si llegara a concederse el amparo, en un beneficio jurídico en favor del quejoso. Dicho interés deberá estar garantizado por un derecho objetivo, sin que dé lugar a un derecho subjetivo; debe haber una afectación a la esfera jurídica del quejoso en sentido amplio, que puede ser de índole económica, profesional, de salud pública, o de cualquier otra índole.

Por su parte, el interés simple o jurídicamente irrelevante, es aquél que puede tener cualquier persona por alguna acción u omisión del Estado pero que, en caso de satisfacerse, no se traduce en ningún tipo de beneficio personal para el interesado. Por la misma razón, el interés simple no supone afectación alguna a la esfera jurídica del quejoso en ningún sentido.”

55. Sobre el tema, la Segunda Sala del máximo tribunal de la República ha establecido que en virtud de la reforma constitucional, por parte quejosa debe entenderse, quien cumpla, con las siguientes condiciones:

56. Aduzca ser titular de un derecho subjetivo o de un interés legítimo individual o colectivo;

57. Que el acto u omisión reclamados viole los derechos humanos reconocidos y las garantías otorgadas para su protección por la Carta Magna, así como por los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte;

58. Demuestre una afectación a su esfera jurídica de manera directa o en virtud de su especial situación frente al orden jurídico; y,

59. Tratándose de actos o resoluciones provenientes de tribunales Judiciales, administrativos, agrarios o del trabajo, aduzca la titularidad de un derecho subjetivo que se afecte de manera personal y directa.

60. La Segunda Sala para explicar el alcance del concepto "interés legítimo individual o colectivo", señaló que tanto e/ jurídico como el legítimo suponen que existe una tutela jurídica del interés en que se apoya la pretensión del promovente, a diferencia del interés simple que no cuenta con esa tutela, porque el acto u omisión reclamados no le causa un agravio jurídico. Aunque le cause alguno de diversa naturaleza como puede ser, por ejemplo, uno meramente económico.

61. Y concluyó: "el igual  que  el  interés  jurídico el  interés legítimo  debe quedar   plenamente  acreditado para  que la  acción  de  amparo  resulte procedente." (amparo  en  revisión  553/2012,  resuelto el 14 de noviembre de 2012).

Argumentos que aparecen recogidos en la tesis de la Segunda Sala publicada en la Décima   Época, del Semanario Judicial de la Federación,  Libro  XVIII,  Marzo de 2013, Tomo 2, páginas 1736, que dice:

“INTERES LEGÍTIMO.  ALCANCE  DE ESTE CONCEPTO EN EL JUICIO DE AMPARO…” (TRANSCRIBE)

Y en la Tesis de la Primera Sala publicada en la Décima Época, del Semanario Judicial de la Federación, Libro XVII, Febrero de 2013, Tomo 1, página 822, que dice:

“INTERÉS LEGÍTIMO EN EL AMPARO. SU DIFERENCIA CON EL INTERES SIMPLE…” (TRANSCRIBE)

62. Por tanto, si el sindicato quejoso no acreditó plenamente que dentro de su agremiados haya quienes laboren en regímenes atinentes a la relación de trabajo para obra o tiempo determinado, por temporada, de capacitación inicial o por tiempo indeterminado, o con sujeción a período de prueba; que tenga agremiados con nacionalidad mexicana contratados en territorio nacional para prestar su servicios fuera de la República; trabajadores con una edad que oscile entre los catorce y dieciséis años; que haya entre sus afiliados trabajadores de campo, trabajadores eventuales del campo, trabajadores estacionales del campo o jornaleros; trabajadores a domicilio; o que desarrollen trabajo doméstico; que laboren para desarrollos mineros; que cuente con agremiados que hayan recibido indemnización por salarios vencidos hasta por un período máximo de doce meses; que se le negó ser patrocinado por persona que no tenga el título de abogado o licenciado en derecho; y que ha comparecido a juicio laboral en  el que se haya señalado solo audiencia bifásica y no trifásica; todo ello redunda en que la acción de amparo resulta improcedente por los artículos en cuestión.

63. Con fundamento en la parte final del artículo 73 de la Ley de Amparo, se advierte oficiosamente la actualización de una causal de improcedencia, como se evidenciará en el parágrafo 69.

64. En el concepto de violación octavo el sindicato quejoso sostiene: (TRANSCRIBE)

65. Mientras que en el concepto de violación noveno se aduce: (TRANSCRIBE)

66. Como se ve, la impugnación de inconstitucionalidad vertida en el motivo de disentimiento octavo versa en que, a criterio de la quejosa, los artículos 2 y 3-bis reformados de la Ley Federal del Trabajo carecen de mecanismos y acciones afirmativas para alcanzar la igualdad sustantiva, así como el derecho al acceso a la justicia, seguridad y certeza jurídica a favor de las mujeres, tan es así, que la inconstitucionalidad alegada radica en que los artículos mencionados "son  declarativos de derechos y no efectivos mientras adolezcan de éste defecto".

67. En tanto que en el concepto noveno se alega que el artículo 153-C es inconvencional, porque el  mismo no contempla los mecanismos de prevención para los riesgos de trabajo a que está expuesta la parte obrera, así, el combate de inconstitucionalidad es porque en opinión del quejoso, "el Estado Mexicano omite garantizar una política nacional coherente en materia de seguridad y salud de los trabajadores y medio ambiente adecuado".

68. Por tanto, resulta palmario que lo que subyace en la demanda de amparo es una acción por omisión legislativa y respecto de este tipo de actos, es improcedente el amparo, como se evidencia en el amparo en revisión 663/2012 de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que en la parte que interesa establece:

"Ahora bien, a partir de las reformas constitucionales publicadas en el Diario Oficial de la  Federación el seis de junio de dos mil once, el artículo 103, establece en su fracción I, la atribución para los Tribunales jurisdiccionales de la Federación de resolver por la vía del amparo toda controversia que se suscite no sólo por normas generales y actos de autoridad, sino también respecto de omisiones en que ésta incurra, ya que esta reforma permite al gobernado combatir a través de la vía del amparo las omisiones de la autoridad.

El numeral 103 constitucional vigente, establece:

"Artículo. 103.- Los Tribunales de la Federación resolverán toda controversia que se suscite:

I. Por normas generales, actos u omisiones de la autoridad que violen los derechos humanos reconocidos y las garantías otorgadas para su protección por esta Constitución, así como por los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte;

II. Por normas generales o actos de la autoridad federal que vulneren o restrinjan la soberanía de los estados o la esfera de competencia del Distrito Federal, y

III. Por normas generales o actos de las autoridades de los Estados o del Distrito Federal que, invadan la esfera de competencia de la autoridad federal."

De la fracción I del artículo 103 transcrito, se advierte que, si bien, el legislador estableció la posibilidad de impugnar actos u omisiones de la autoridad, esto no puede entenderse en el sentido de que es procedente el juicio de amparo respecto de omisiones legislativas, toda vez que dicha fracción determina, en primer lugar, la procedencia del juicio de amparo "por normas generales"; separa esta expresión con una coma, lo cual indica que este supuesto de procedencia está referido a normas generales emitidas, a actos de carácter positivo.

El siguiente supuesto de procedencia, refiere a "actos u omisiones de la autoridad que violen los derechos humanos reconocidos y las garantías otorgadas para su protección por la Constitución Federal, así como por los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte".

Las omisiones aludidas en esta hipótesis de procedencia, solamente pueden entenderse referidas a actos de autoridades administrativas o jurisdiccionales, pero no legislativas, pues el primer supuesto relacionado con las normas generales no contempla las omisiones legislativas. De ahí que resulte improcedente la demanda de garantías por reclamarse en ella una omisión legislativa, concretamente la omisión de expedir las reformas a la Ley de Amparo."

69. Por tanto, es improcedente el amparo al tenor del artículo 73, fracción XVIII, de la Ley de la Materia, en relación con el artículo 107, fracción II, párrafo primero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Consideración que se apoya en la tesis de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Décima Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XVII, Febrero de 2013, Tomo 2, página 1164, que tiene por epígrafe y texto:

“OMISIÓN LEGISLATIVA. ES IMPROCEDENTE EL JUICIO DE AMPARO EN SU CONTRA, CONFORME AL ARTÍCULO 73, FRACCIÓN XVIII, DE LA LEY DE LA MATERIA, EN RELACIÓN CON EL ARTÍCULO 107, FRACCIÓN II, PÁRRAFO PRIMERO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS…” (TRASCRIBE)

Por lo que a nombre y representación del quejoso (NOMBRE DEL SINDICATO QUE CORRESPONDA), vengo a promover el presente RECURSO DE REVISIÓN en contra de la ejecutoria arriba referida en donde el A Quo sobreseyó y negó el amparo, el cual se promueve con fundamento en los dispuesto por los artículos 103 fracción I, en la fracción VIII, inciso a) del artículo 107, 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y los artículos 1°, frac. I, 2°, 3°, 4°, 5°, 8°, 11, 12, 14, 21, 23, 24, 83 fracción IV, 84 fracción I inciso a), 86, 88, 89 y demás relativos y aplicables de la Ley de Amparo en vigor, ya que el Recurrente resulta agraviado por el acto que se recurre, por ser titular del Interés Legítimo Colectivo que se afecta con la reforma misma a los artículos impugnados de la Ley Federal del Trabajo, esto en virtud de que este derecho objetivo que fue reformado es parte integrante de su esfera de derechos, en virtud de la especial situación en que está colocado el Recurrente frente al orden jurídico, por formar parte de la clase trabajadora como Sindicato y por tanto ser sujeto activo a quien le es aplicable la misma como organización sindical y a sus agremiados como parte integrante de esta, reforma que viola los derechos humanos reconocidos por la Carta Fundamental así como por los Tratados Internacionales adoptados por el Estado Mexicano y por tanto el mayor benefició en caso de obtener una sentencia favorable nada más y nada menos es el respeto de los derechos humanos intemporales del recurrente, por lo que, la materia del presente Recurso de Revisión versa en el sentido de aplicar lo dispuesto por el propio artículo 1º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en cuanto a que el Juzgador se encontraba indefectiblemente obligado a observar el principio pro personae, en virtud del cual debe siempre aplicar la interpretación más extensiva de una norma cuando se trata de reconocer derechos humanos, es decir, ante la existencia de varias posibilidades de solución a un mismo problema, estaba obligado a optar por la que protege en términos más amplios a la persona humana y por el contrarió el A Quo realizó una interpretación incorrecta de la fracción I del artículo 107 Constitucional,  analizando y resolviendo el amparo solicitado, conforme al interés legítimo colectivo como si se tratara de un interés jurídico tradicional, sobreseyendo el amparo solicitado y negándolo en su parte conducente, omitiendo así el análisis de las violaciones a los derechos humanos contenidas tanto en el citado artículo 1º Constitucional como en los artículos 1, 8 numeral 1, 24, 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y demás tratados internacionales invocados en el amparo indirecto, ello con fundamento en los artículos 1, 14, 16, 17, 107 fracción I, 133 Constitucionales, en virtud de que las reformas impugnadas se contraponen a los dispositivos Constitucionales y de los Tratados Internacionales mencionados y que el A Quo, omitió pronunciarse al respecto en virtud de que como se ha indicado en forma ilegal sobreseyó el juicio de amparo indirecto y en su parte conducente negó el amparo y protección de la justicia de la unión, lo cual en sí mismo tiene relevante importancia y es un tema de trascendencia, además de que el propio artículo 1º Constitucional y los artículos 8 numeral 1 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos establecen el derecho fundamental de acceso a la impartición de justicia, y el control de constitucionalidad y convencionalidad difuso directo que están obligadas a ejercer los Juzgados de Distrito en materia de amparo indirecto y en materia de Revisión de Amparo Indirecto la Suprema Corte de Justicia de la Nación, máxime que en el presente asunto el tema central es la violacion a los derechos humanos consagrados en la Constitución Federal y en los Convenios Internacionales suscritos por el Estado Mexicano con motivo de la reforma a diversos artículos de la Ley Federal del Trabajo, lo anterior se traduce en el deber de analizar la compatibilidad entre las disposiciones y actos internos que deben aplicarse a un caso concreto y los derechos humanos que establece la Carta Magna y los Tratados Internacionales, lo cual genera la consecuencia de determinar si alguna disposición se contrapone  o no a la Constitución o a algún Tratado Internacional en un caso en concreto, es decir, en virtud del control constitucional y convencional difusos directos, esta H. Suprema Corte de Justicia es la competente y facultada para poder hacer una declaración general sobre la inconstitucionalidad e in-convencionalidad de los mismos o expulsar del orden jurídico las normas que consideren contrarias a los derechos humanos contenidos en la Constitución y en los Tratados, dando preferencia a las contenidas en la Constitución y en los Tratados Internacionales en la materia, de acuerdo a los principios pro personae y erga omnes.

Por último el A Quo sobresee el juicio de amparo en forma incongruente y contradictoria, incongruente porque con independencia de lo anteriormente señalado, interpreta incorrectamente la fracción I del artículo 103 Constitucional en relación con la causa de pedir del hoy recurrente, en virtud de que el A Quo aduce que dicho reclamo consiste en la omisión de dictar una ley, es decir, omisión legislativa motivo por el cual respalda su resolución en la tesis que cita cuyo rubro es “OMISIÓN LEGISLATIVA. ES IMPROCEDENTE EL JUICIO DE AMPARO EN SU CONTRA, CONFORME AL ARTÍCULO 73, FRACCIÓN XVIII, DE LA LEY DE LA MATERIA, EN RELACIÓN CON EL ARTÍCULO 107, FRACCIÓN II, PÁRRAFO PRIMERO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, tema el cual no es materia del amparo solicitado; sino que dichas reformas omiten apegarse al contenido de los derechos humanos constitucionales y convencionales materia del amparo que nos ocupa, ya que de la simple lectura de la demanda se puede apreciar que el hoy recurrente solicita el Amparo y Protección de la Justicia de la Unión alegando una violación a sus derechos humanos en virtud de las reformas al derecho objetivo del cual forma parte de su esfera de derechos  por  la simple y sencilla razón de que dichas reformas a los artículos impugnados de la Ley Federal del Trabajo se contraponen a los derechos humanos Constitucionales y Convencionales derechos que se omitió tomarlos en cuenta para emitir dicha ley.

MOTIVOS POR LOS CUALES ESTA H. SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN ES NOTORIAMENTE COMPETENTE Y LA ÚNICA FACULTADA PARA CONOCER Y RESOLVER DEL PRESENTE RECURSO DE REVISIÓN TANTO EN EL TEMA DEL SOBRESEIMIENTO COMO POR LO QUE HACER AL DESECHAMIENTO PARCIAL DE LA DEMANDA DE AMPARO DIRECTO.
A G R A V I O S

PRIMERO.- La fuente de este agravio es el sobreseimiento indebido que determinó el Juzgador en punto resolutivo primero, respecto de la reforma de 30 de noviembre de 2012, por lo que versa a los artículos 2, 3, tercer párrafo, 3 BIS, 15-A, 15-B, 15-C, 15-D, 22 BIS, 25, 28, 28-A, 28-B, 35, 39-A, 39-B, 39-C, 39-D, 39-E, 47, fracción II, párrafos antepenúltimo, penúltimo último, 48, segundo párrafo, 50, fracción III, 83, segundo párrafo, 153-B, 153-C, 173, 174, 175 BIS, 176, 279, 279 BIS, 279 TER, 280, 311, 333, 336, 343, 343-A, 343-B, 343-C, 343-D, 343-E, 692, 873, 875, 878, 527, fracción I, puntos 20, 21 y 22, fracción II, punto 2, 1004-B y 1004-C, tercer párrafo, de la Ley Federal del Trabajo; lo anterior, con motivo de los razonamientos que realiza en el considerando quinto de la sentencia que se combate, que a la letra se transcribe en la parte que nos interesa:
“25. QUINTO. Cuestiones de procedencia. Las autoridades responsables, Presidente de la República y Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, al rendir sus respectivos informes justificados invocan en términos similares, la causal de improcedencia contenida en la fracción V del artículo 73 de la Ley de Amparo, pues a su consideración, el sindicato quejoso carece de interés jurídico para instar el presente juicio.

26. Dicha causal de improcedencia es parcialmente correcta, como se demostrará a continuación:

27. En primer orden, de acuerdo al artículo séptimo de los estatutos del sindicato quejoso, debe ponerse de relieve que los afiliados a dicha organización son los trabajadores que laboran en la industria alimenticia en general de consumo humano mediato o inmediato.

28.   De esta guisa, conforme a la defensa planteada por la peticionarla en función de sus asociados (véase la hoja 2 del expediente correspondiente a la demanda de amparo, referida en el párrafo 21 de esta sentencia), queda descartado que el sindicato tenga una especial situación frente al orden jurídico, respecto de las siguientes artículos:

29. 15-A, 15-B, 15-C y 15-D, 1004-B y 1004-C, que son del tenor siguiente: (TRANSCRIBE)
30. Como se ve, los normativos en cuestión regulan el régimen de la subcontratación, conforme al cual un patrón denominado contratista ejecuta una obra o presta servicios con los trabajadores que dependan de él, a favor de un contratante.
31.  Ahora, el sindicato no evidenció probatoriamente que sus agremiados estén sujetos a ese régimen, es decir, que las empresas para las cuales laboran sus agremiados, presten servicios en virtud de una subcontratación a favor de diversa persona física o moral, con apoyo en los trabajadores a su servicio. 

32. Por el contrario, lo que se aprecia en los estatutos en cuestión, es que los trabajadores de referencia tienen un vínculo laboral exclusive al pertenecer todos a la industria alimenticia en general de consumo humano mediato o inmediato, como se desprende del propio artículo séptimo de los estatutos, requisito para formar parte del sindicato quejoso.
33.  Bajo el mismo tenor el sindicato carece de interés para reclamar los artículos 30, tercer párrafo, 25, 35, 39B, 39-C, 39-D, 39-E, 83, segundo párrafo, 153-B, que establecen: (TRANSCRIBE)

34. Normativos que regulan lo relativo a los regímenes laborales atinentes a la relación de trabajo para obra o tiempo determinado, por temporada, de capacitación inicial o por tiempo indeterminado, así como la relación con sujeción a período de prueba; al igual que el salario por unidad de tiempo.

35. Respecto de esos normativos, el sindicato no demostró que tenga agremiados en alguna de las hipótesis mencionadas en el párrafo anterior.

36. Por lo que respecta a los artículos 28, 28-A y 28-B, los mismos son del siguiente tenor: (TRANSCRIBE)
37. Respecto de esos normativos, el sindicato tampoco demostró que tenga agremiados con nacionalidad mexicana contratados en territorio nacional para prestar su servicios fuera de la República; asimismo, el sindicato no probó que las empresas para las cuales laboran sus agremiados se dediquen a la colocación de trabajadores, que reclute y seleccione en México, para que éstos laboren en el exterior de la República por una duración determinada.
38.  En lo que hace a los artículos 22 bis, 173, 174, 175 bis y 176, los mismos tienen por contenido: (TRANSCRIBE)
39.   En este tenor, la quejosa no evidenció que entre sus afiliados haya menores de catorce años que trabajen fuera del círculo familiar; no comprobó que dentro de su agremiados haya menores laborando; y que cuente con trabajadores afiliados cuya edad oscile entre los catorce y los dieciséis años.      

40.  Igualmente se reclaman, los artículos 279, 279-bis, 279-ter, 280, 311, 333, 336, 343, 333-A, 343-B, 343-C, 343-D y 343-E, que establecen: (TRANSCRIBE)
41.  En este apartado, el sindicato tampoco demostró que sus afiliados sean trabajadores de campo, trabajadores eventuales del campo, trabajadores estacionales del campo o jornaleros; no probó que sus agremiados ejecuten trabajo a domicilio, o trabajo doméstico; y tampoco evidenció que los trabajadores quo defiende laboren para desarrollos mineros. Lo que resulta natural porque, valga la insistencia, los trabajadores agremiados al sindicato quejoso, laboran en la industria alimenticia en general de consumo humano mediato o inmediato.
42. El artículo 47, fracción Il, párrafos antepenúltimo, penúltimo y último, dispone:

(TRANSCRIBE)
43.  Empero, el sindicato quejoso no acreditó que alguno de sus afiliados haya, sufrido la rescisión de la relación laboral, sin responsabilidad para el patrón, al haber incurrido el trabajador en actos de violencia, amagos, injurias o malos tratamientos en contra de clientes y proveedores del patrón; asimismo, no probó que para ese caso, la parte patronal haya entregado el aviso de rescisión a la Junta de Conciliación y Arbitraje competente, sin comunicarlo primero al trabajador, y que ante esa omisión se consideró la nulidad del despido, mas no que el despido fue injustificado (como establecía el último párrafo del artículo 
47, antes de la reforma legal impugnada).
44. Los artículos 48, segundo párrafo, y 50, fracción III, dicen: (TRANSCRIBE)
45. Aquí el sindicato no comprobó plenamente que alguno de sus agremiados haya recibido indemnización por salarios vencidos hasta por un período máximo de doce meses.
46. Los artículos 692, fracciones II y IV, 873, 875 y 878 disponen: (TRANSCRIBE)
47. En el mismo orden, el sindicato no probó que compareció a juicio laboral y que se le negó ser patrocinado por persona que no tenga el título de abogado o licenciado en derecho; y no acreditó que ha comparecido a juicio laboral en el que se haya señalado sólo audiencia bifásica y no trifásica.

48. En lo que hace al artículo 527, en la porción reclamada (la que fue objeto de las reformas de treinta de noviembre de dos mil doce), se establece: (TRANSCRIBE)
49. En lo que hace a ese dispositivo, es válido asumir que el sindicato no se encuentra en las hipótesis normativas objeto de la reforma legislativa, pues sus agremiados prestan sus servicios a la industria alimenticia en general, mas no a favor de alguna rama industrial o de servicio (vidriera, tabacalera o de servidos de banca y crédito); así como tampoco laboran para una empresa que actúe en virtud de un contrato o concesión federal y las industrias qua les sean conexas.
50. De esta guisa, el sindicato impetrador del amparo respecto de los artículos que se ha ocupado este considerando (2, 3, tercer párrafo, 3 Bis, 15-A, 15.B, 15-C, 15-D, 22 Bis, 25, 28, 28-A, 28-B, 35, 39-A, 39-B, 39-C, 39-D, 39-E, 47, fracción II, párrafos antepenúltimo, penúltimo último, 48, segundo párrafo, 50, fracción III, 83, segundo párrafo, 153.B, 153-C, 173, 174, 175 BIS, 176, 279, 279 BIS, 279 TER, 280, 311, 333, 336, 343, 343-A, 343-B, 343-C, 343-D, 343-E, 692, 873, 875, 878, 527, fracción I, puntos 20, 21 y 22, fracción II, punto 2, 1004-B y 1004 C, tercer párrafo, de la Ley Federal del Trabajo), únicamente tiene un interés simple, pues insta la acción sin que ésta se traduzca en un beneficio personal para los agremiados, porque los artículos en cuestión no suponen afectación a la esfera jurídica de los al servicio de la industria alimenticia.

51. En efecto, no debe perderse de vista, que la reforma constitucional de 6 de junio de 2011 no puede traducirse en una apertura absoluta para que por cualquier motivo se acuda al juicio de amparo, en tanto que la modificación constitucional de que se trata, introdujo un concepto jurídico (interés legítimo), que exige al quejoso que acredite algo más que un interés simple o jurídicamente relevante.

52. En la doctrina el Ministro Arturo Zaldivar Lelo de Larrea en su obra intitulada Hacia una Nueva Ley de Amparo, señala:

“El presupuesto del interés legítimo, es la existencia de normas que imponen una conducta obligatoria de la administración pública, para tal obligación no se corresponde con el derecho subjetivo de que sean titulares determinados particulares, a pesar de que sí se afecta la esfera jurídica de dichos particulares. En efecto, puede haber gobernados para los que la observancia o no de este tipo de normas de la administración pública resulta una ventaja o desventaja de modo particular (especial, diferente) respecto de los demás. Esto puede ocurrir por dos rezones, en primer lugar, puede ser el resultado de la particular posición de hecho en que alguna persona se encuentre, que la hace más sensible que otras frente a un determinado acto administrativo; en segundo lugar, puede ser el resultado de que ciertos particulares sean los destinatarios del acto administrativo que se discute. Esta es la noción del interés legítimo. Es decir, que ciertos gobernados puedan tener un interés cualificado respecto de la legalidad de determinados actos administrativos. La posibilidad de acudir al amparo mediante el interés legítimo abre enormes oportunidades de control de actos de la administración pública que, hasta ahora, en algunos casos es factible proteger.

El interés legítimo no requiere, como ya se dijo, de la afectación a un derecho subjetivo, aunque sí a la esfera jurídica entendida en sentido amplio. Esta ofensa a los derechos de los gobernados puede ser directa [Como ya se explicó con anterioridad, la afectación necesaria para el acreditamiento del interés jurídico siempre debe ser directa; el interés legítimo, en este primer supuesto, contempla violaciones directas a derechos subjetivos (interés jurídico) o a otro tipo de derechos.] o puede comprender el agravio derivado de una situación particular que tenga el quejoso en el orden jurídico. En este segundo supuesto la afectación es indirecta o mediata.) A esta última posibilidad es a la que alude el artículo 4º, fracción I, del proyecto, cuando hace referencia a “su especial situación frente al orden jurídico", ya que, en estos casos, la afectación no es directa o inmediata sino que deriva de la situación especial (particular, distinta, personal; diferenciada de la de otros gobernados.] en el orden jurídico en la que se encuentra el quejoso. El proyecto establece la procedencia del juicio de amparo en ambos supuestos, ante la afectación directa o frente al perjuicio derivado de la particular posición del quejoso.

En atención a lo expuesto, en el proyecto se prevé que podrá promover el juicio de amparo quien aduce ser titular de un derecho o de un interés legítimo, siempre que el acto reclamado viole las garantías o los derechos previstos en el artículo 1º -que son las garantías y los derechos humanos estudiados en capítulos precedentes- y con ello se afecte su esfera jurídica de manera directa, o en virtud de su especial situación frente al orden jurídico.

A través de la incorporación del concepto de interés legítimo, en los términos arriba indicados, se protege a los gobernados de afectaciones a sus derechos subjetivos, pero además frente a violaciones a su esfera jurídica que no lesionan intereses jurídicos, ya sea de manera directa o indirecta, debido, en este último caso. A su peculiar situación en el orden jurídico; así también se tutelan los llamados intereses difusos o colectivos. Es obvia la enorme amplitud proteccionista que adquiriría el juicio de amparo a partir de un nuevo criterio de Iegitimación,"7

[...]

"Es importante puntualizar algunos aspectos que dibujen los elementos del concepto en cuestión:

No es un mero interés por la legalidad de la actuación de la autoridad; requiere la existencia de un interés personal, individual o colectivo que, de prosperar la acción, se traduce en un beneficio jurídico en favor del accionante.

Está garantizado por el derecho objetivo, pero no da lugar a un derecho subjetivo, no hay potestad frente a otro.

Debe haber una afectación a la esfera jurídica en sentido amplio, ya sea económica, profesional o de otra índole. Lo contrario es la acción popular, en la cual no se requiere afectación alguna a la esfera jurídica.

Los titulares tienen un interés propio distinto del de cualquier otro gobernado, consistente en que los poderes públicos actúen de acuerdo con el ordenamiento cuando con motivo de la persecución de fines de carácter general incidan en el ámbito de ese interés propio.

Se trata de un interés cualificado, actual y real, no potencial o hipotético; en suma, es un interés jurídicamente relevante.

La anulación produce efectos positivos o negativos en la esfera jurídica del gobernado."

53. Sobre el problema jurídico tratado, es menester acudir a la definición que da la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en lo que hace al interés legítimo; Es aquel interés personal, individual o colectivo, actual y jurídicamente relevante que puede traducirse, en caso de concederse el amparo en un beneficio jurídico a favor del quejoso derivado de una afectación a su esfera jurídica en sentido amplio, que puede ser de índole profesional, económico, de salud pública y de cualquier otra.

54. Para mayor ilustración, conviene reproducir la parte que interesa de la ejecutoria pronunciada en el amparo en revisión 366/2012:

"El interés legítimo se traduce en una legitimación intermedia entre el interés jurídico y el interés simple. El primero de ellos ha sido desarrollado de manera abundante por la jurisprudencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación. Como muestra representativa, se cita a continuación un pasaje del Amparo en Revisión 315/2010, resuelto por el Tribunal Pleno el 28 de marzo de 2011, en donde se recupera el concepto de interés jurídico a partir de su evolución desde la Quinta Época del Semanario Judicial de la Federación (se añade énfasis):
Finalmente, en la Novena Época tenemos un criterio que -siguiendo un precedente de la Octava- destaca, por ejemplo, que la tutela de un derecho que puede obtenerse en el amparo sólo cubre la protección de bienes jurídicos reales y objetivos: las afectaciones del interés jurídico deben ser susceptibles de apreciarse en forma objetiva para que puedan constituir un perjuicio; el interés jurídico, ha dicho la Primera Sala, debe acreditarse de forma fehaciente, no puede inferirse con base en presunciones: “la naturaleza intrínseca del acto o la ley reclamados es la que determina el perjuicio o afectación en la esfera jurídica del particular, sin que pueda hablarse entonces de agravio cuando los daños o perjuicios que una persona puede sufrir no afecten real y efectivamente sus bienes jurídicamente amparados” La Segunda Sala ha destacado, por su parte, que para acreditar el interés jurídico, el promovente debe ser titular del derecho que se aduce violado con el acto reclamado y que éste produzca una afectación a su esfera jurídica. Haciéndose eco de los precedentes históricos ha subrayado que el interés jurídico es considerado por la doctrina como un derecho subjetivo, el cual supone una facultad de exigir y una obligación correlativa que se traduce en el deber jurídico de cumplir dicha exigencia -la tesis lo ejemplifica con una apelación al caso concreto: "los alumnos del curso para ingresar a la institución del Ministerio Público de la Federación cuentan con interés jurídico para impugnar en amparo la declaratoria de baja o separación del citado curso, en cuanto ello trae como consecuencia la pérdida de su calidad de alumnos, pues el derecho a la permanencia en aquél deriva del cumplimiento de los requisitos exigidos para su aceptación y los relativos a su desarrollo". 

Del recorrido anterior se desprende que el entendimiento del concepto de interés jurídico no ha sufrido una gran variación en su interpretación. Lo que ciertamente ha cambiado en lo que se entiende que está detrás de los conceptos jurídicos a los que hacen referencia las tesis sobre interés jurídico y, en particular, el entendimiento de la situación en la cual podemos hablar de la existencia de un derecho “objetivo” conferido por las normas del ordenamiento jurídico, en contraposición a una situación de la que simplemente los individuos derivan lo que las tesis denominan “un beneficio”, una ventaja "fáctica" o “material" (como hemos visto hay referencias reiteradas a los beneficios económicos). Ese es el primer gran criterio definicional, estimamos, que recorre la noción clásica de interés jurídico". El segundo consideramos que puede sintetizarse en la apelación a la necesidad de que exista un daño individualizado susceptible de ser remediado mediante la adaptación de una medida individualizada por parte de las autoridades responsables (…)".

Luego de la reforma del artículo 107 constitucional, del 6 de junio de 2011, el concepto de interés jurídico fue sustituido por el de interés legítimo, para quedar de la siguiente manera:

“Artículo 107. Las controversias de que habla el artículo 103 de esta Constitución, con excepción de aquellas en materia electoral, se sujetarán a los procedimientos que determine la ley reglamentaria, de acuerdo con las bases siguientes:
I. El juicio de amparo se seguirá siempre a instancia de parte agraviada, teniendo tal carácter quien aduce ser titular de un derecho o de un interés legítimo individual o colectivo, siempre que alegue que el acto reclamado viola los derechos reconocidos por esta Constitución y con ello se afecte su esfera jurídica, ya sea de manera directa o en virtud de su especial situación frente al orden jurídico.

(…)”


Naturalmente, este cambio cualitativo abre el abanico de posibilidades para acudir al juicio de amparo, pues han quedado proscritas exigencias tales como la acreditación, a cargo del quejoso, de la existencia de un derecho objetivo conferido por las normas del ordenamiento jurídico, o la necesidad de probar un daño individualizado susceptible de ser remediado mediante la concesión del amparo.
No obstante lo anterior, la reforma constitucional señalada no puede ser traducida en una apertura absoluta para que cualquier persona por cualquier motivo acuda al juicio de amparo. Dicho en otras palabras, al constituyente permanente introdujo un concepto jurídico mediante el cual se exige al quejoso que demuestre algo más que un interés simple o, si se quiere, mantuvo la prohibición de que tan solo con este tipo de interés pueda acudirse al juicio de amparo.

El interés legítimo puede definirse, pues, como aquél interés personal -individual o colectivo-cualificado, actual, real y jurídicamente relevante, que pueda traducirse, si llegara a concederse el amparo, en un beneficio jurídico en favor del quejoso. Dicho interés deberá estar garantizado por un derecho objetivo, sin que dé lugar a un derecho subjetivo; debe haber una afectación a la esfera jurídica del quejoso en sentido amplio, que puede ser de índole económica, profesional, de salud pública, o de cualquier otra índole.

Por su parte, el interés simple o jurídicamente irrelevante, es aquél que puede tener cualquier persona por alguna acción u omisión del Estado pero que, en caso de satisfacerse, no se traduce en ningún tipo de beneficio personal para el interesado. Por la misma razón, el interés simple no supone afectación alguna a la esfera jurídica del quejoso en ningún sentido.”

55. Sobre el tema, la Segunda Sala del máximo tribunal de la República ha establecido que en virtud de la reforma constitucional, por parte quejosa debe entenderse, quien cumpla, con las siguientes condiciones: 

56. Aduzca ser titular de un derecho subjetivo o de un interés legítimo individual o colectivo;
57. Que el acto u omisión reclamados viole los derechos humanos reconocidos y las garantías otorgadas para su protección por la Carta Magna, así como por los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte; 

58. Demuestre una afectación a su esfera jurídica de manera directa o en virtud de su especial situación frente al orden jurídico; y,

59. Tratándose de actos o resoluciones provenientes de tribunales Judiciales, administrativos, agrarios o del trabajo, aduzca la titularidad de un derecho subjetivo que se afecte de manera personal y directa.
60. La Segunda Sala para explicar el alcance del concepto "interés legítimo individual o colectivo", señaló que tanto e/ jurídico como el legítimo suponen que existe una tutela jurídica del interés en que se apoya la pretensión del promovente, a diferencia del interés simple que no cuenta con esa tutela, porque el acto u omisión reclamados no le causa un agravio jurídico. Aunque le cause alguno de diversa naturaleza como puede ser, por ejemplo, uno meramente económico.
61. Y concluyó: "el igual  que  el  interés  jurídico el  interés legítimo  debe quedar   plenamente  acreditado para  que la  acción  de  amparo  resulte procedente." (amparo  en  revisión  553/2012,  resuelto el 14 de noviembre de 2012).

Argumentos que aparecen recogidos en la tesis de la Segunda Sala publicada en la Décima   Época, del Semanario Judicial de la Federación,  Libro  XVIII,  Marzo de 2013, Tomo 2, páginas 1736, que dice:


“INTERES LEGÍTIMO.  ALCANCE  DE ESTE CONCEPTO EN EL JUICIO DE AMPARO…” (TRANSCRIBE)
Y en la Tesis de la Primera Sala publicada en la Décima Época, del Semanario Judicial de la Federación, Libro XVII, Febrero de 2013, Tomo 1, página 822, que dice:

“INTERÉS LEGÍTIMO EN EL AMPARO. SU DIFERENCIA CON EL INTERES SIMPLE…” (TRANSCRIBE)
62. Por tanto, si el sindicato quejoso no acreditó plenamente que dentro de su agremiados haya quienes laboren en regímenes atinentes a la relación de trabajo para obra o tiempo determinado, por temporada, de capacitación inicial o por tiempo indeterminado, o con sujeción a período de prueba; que tenga agremiados con nacionalidad mexicana contratados en territorio nacional para prestar su servicios fuera de la República; trabajadores con una edad que oscile entre los catorce y dieciséis años; que haya entre sus afiliados trabajadores de campo, trabajadores eventuales del campo, trabajadores estacionales del campo o jornaleros; trabajadores a domicilio; o que desarrollen trabajo doméstico; que laboren para desarrollos mineros; que cuente con agremiados que hayan recibido indemnización por salarios vencidos hasta por un período máximo de doce meses; que se le negó ser patrocinado por persona que no tenga el título de abogado o licenciado en derecho; y que ha comparecido a juicio laboral en  el que se haya señalado solo audiencia bifásica y no trifásica; todo ello redunda en que la acción de amparo resulta improcedente por los artículos en cuestión.

63. Con fundamento en la parte final del artículo 73 de la Ley de Amparo, se advierte oficiosamente la actualización de una causal de improcedencia, como se evidenciará en el parágrafo 69.

64. En el concepto de violación octavo el sindicato quejoso sostiene: (TRANSCRIBE)
65. Mientras que en el concepto de violación noveno se aduce: (TRANSCRIBE)
66. Como se ve, la impugnación de inconstitucionalidad vertida en el motivo de disentimiento octavo versa en que, a criterio de la quejosa, los artículos 2 y 3-bis reformados de la Ley Federal del Trabajo carecen de mecanismos y acciones afirmativas para alcanzar la igualdad sustantiva, así como el derecho al acceso a la justicia, seguridad y certeza jurídica a favor de las mujeres, tan es así, que la inconstitucionalidad alegada radica en que los artículos mencionados "son  declarativos de derechos y no efectivos mientras adolezcan de éste defecto".

67. En tanto que en el concepto noveno se alega que el artículo 153-C es inconvencional, porque el  mismo no contempla los mecanismos de prevención para los riesgos de trabajo a que está expuesta la parte obrera, así, el combate de inconstitucionalidad es porque en opinión del quejoso, "el Estado Mexicano omite garantizar una política nacional coherente en materia de seguridad y salud de los trabajadores y medio ambiente adecuado".

68. Por tanto, resulta palmario que lo que subyace en la demanda de amparo es una acción por  omisión legislativa y respecto de este tipo de actos, es improcedente el amparo, como se evidencia en el amparo en revisión 663/2012 de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que en la parte que interesa establece:

"Ahora bien, a partir de las reformas constitucionales publicadas en el Diario Oficial de la  Federación el seis de junio de dos mil once, el artículo 103, establece en su fracción I, la atribución para los Tribunales jurisdiccionales de la Federación de resolver por la vía del amparo toda controversia que se suscite no sólo por normas generales y actos de autoridad, sino también respecto de omisiones en que ésta incurra, ya que esta reforma permite al gobernado combatir a través de la vía del amparo las omisiones de la autoridad.

El numeral 103 constitucional vigente, establece:

"Artículo. 103.- Los Tribunales de la Federación resolverán toda controversia que se suscite:

I. Por normas generales, actos u omisiones de la autoridad que violen los derechos humanos reconocidos y las garantías otorgadas para su protección por esta Constitución, así como por los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte;

II. Por normas generales o actos de la autoridad federal que vulneren o restrinjan la soberanía de los estados o la esfera de competencia del Distrito Federal, y

III. Por normas generales o actos de las autoridades de los Estados o del Distrito Federal que, invadan la esfera de competencia de la autoridad federal."

De la fracción I del artículo 103 transcrito, se advierte que, si bien, el legislador estableció la posibilidad de impugnar actos u omisiones de la autoridad, esto no puede entenderse en el sentido de que es procedente el juicio de amparo respecto de omisiones legislativas, toda vez que dicha fracción determina, en primer lugar, la procedencia del juicio de amparo "por normas generales"; separa esta expresión con una coma, lo cual indica que este supuesto de procedencia está referido a normas generales emitidas, a actos de carácter positivo.

El siguiente supuesto de procedencia, refiere a "actos u omisiones de la autoridad que violen los derechos humanos reconocidos y las garantías otorgadas para su protección por la Constitución Federal, así como por los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte".

Las omisiones aludidas en esta hipótesis de procedencia, solamente pueden entenderse referidas a actos de autoridades administrativas o jurisdiccionales, pero no legislativas, pues el primer supuesto relacionado con las normas generales no contempla las omisiones legislativas. De ahí que resulte improcedente la demanda de garantías por reclamarse en ella una omisión legislativa, concretamente la omisión de expedir las reformas a la Ley de Amparo."

69. Por tanto, es improcedente el amparo al tenor del artículo 73, fracción XVIII, de la Ley de la Materia, en relación con el artículo 107, fracción II, párrafo primero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Consideración que se apoya en la tesis de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Décima Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XVII, Febrero de 2013, Tomo 2, página 1164, que tiene por epígrafe y texto:

“OMISIÓN LEGISLATIVA. ES IMPROCEDENTE EL JUICIO DE AMPARO EN SU CONTRA, CONFORME AL ARTÍCULO 73, FRACCIÓN XVIII, DE LA LEY DE LA MATERIA, EN RELACIÓN CON EL ARTÍCULO 107, FRACCIÓN II, PÁRRAFO PRIMERO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS…” (TRASCRIBE) 
70. No se pasa por alto que, el Presidente de la República en su informe justificado también invoca como causal de improcedencia que "el juicio de amparo es improcedente de conformidad con lo previsto en el artículo 73, fracción XVIII, de la Ley de Amparo, porque la demanda de amparo no satisface el requisito que señala el artículo 116, fracción V, del mismo ordenamiento... En efecto, de la lectura de la demanda que inicia el presente juicio constitucional se constata que el quejoso omitió expresar algún concepto de violación tendiente a demostrar la inconstitucionalidad de los actos reclamados... Incluso en el capítulo de conceptos de violación, la quejosa no establece con claridad las supuestas violaciones a sus garantías individuales o derechos humanos, por lo tanto, no se reúnen las características de auténticos conceptos de violación..."

71. Tal razonamiento del Presidente de la República es jurídicamente inconducente, toda vez que la parte quejosa indicó que los preceptos constitucionales violados son: 1°, 4°, 5, 9, 14, párrafos primero y segundo, 16, párrafo primero, 17, párrafos segundo, cuarto y quinto, 25, 26, apartado A, 123 apartado A, fracción III, VI, XVI y XXVI, así como el 133; además, expresó como los derechos humanos que en su concepto viola la reforma a la Ley Federal del Trabajo impugnada los siguientes:

72. Equidad (concepto de violación primero); dignidad (conceptos de violación segundo, tercero y décimo quinto); libertad sindical (conceptos de violación cuarto y décimo sexto); estabilidad en el trabajo (conceptos de violación quinto y sexto); bilateralidad de las relaciones laborales (concepto de violación séptimo); igualdad y equidad (conceptos de violación octavo, décimo primero y décimo segundo); seguridad jurídica y tutela judicial efectiva (conceptos de violación décimo y décimo tercero); e interés superior del menor (concepto de violación décimo cuarto).

73. En consecuencia resulta contraria a la redacción de la demanda de amparo, la causa de improcedencia que se contesta.

74. Máxime, que aun siendo correcta la apreciación de la autoridad responsable, lo cierto es que ella pierde de vista que se está en presencia de un amparo en el que opera la suplencia de la queja, al tenor del artículo 76 bis, fracción IV, de la Ley de Amparo, aun ante la ausencia de conceptos de violación, dado que el sindicato quejoso defiende derechos laborales de sus agremiados, respecto de la reforma a la Ley Federal del Trabajo, que data del treinta de noviembre de dos mil doce, por trascender ésta directamente a los derechos laborales de sus afiliados.

Decisión que se sustenta en la jurisprudencia 2a/J. 42/2003, de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, consultable en la Novena Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XVII, Junio de 2003, página 285, que dice:

“SINDICATOS DE TRABAJADORES. CASOS EN QUE SE LES DEBE SUPLIR LA QUEJA DEFICIENTE EN LOS JUICIOS DE AMPARO. (TRASCRIBE) 
Así como en la jurisprudencia 2a/J. 39/95, de la propia Segunda Sala, publicada en la Novena Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo II, Septiembre de 1995, página 333, que textualmente expone:

"SUPLENCIA DE LA QUEJA EN MATERIA LABORAL A FAVOR DEL TRABAJADOR. OPERA AUN ANTE LA AUSENCIA TOTAL DE CONCEPTOS DE VIOLACION O AGRAVIOS. (TRASCRIBE) 
75. Para culminar este apartado de procedencia, es conveniente dejar definido que en esta sentencia se tomó como directriz el criterio sustentado por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al dirimir el amparo directo en revisión 3103/2012, el pasado veintiocho de noviembre de dos mil doce, en tanto que en la ejecutoria de que se trata, se sostuvo, en líneas generales, que incluso con la existencia de la reforma al artículo 1° de la Constitución Federal, de junio de dos mil once, no es dable asumir que a través del juicio de amparo sea posible dolerse de cualquier acto o ley, sin que se verifiquen ciertos supuestos que permitan el inicio de un medio de defensa, como lo es el hecho de que la demanda de amparo se formule atendiendo a las formalidades procesales, las cuales son la vía que hace, posible arribar a una adecuada resolución; así, concluyó la Primera Sala, que estimar lo contrario significaría modificar el régimen establecido por la Constitución, respecto de los aspectos de procedencia del juicio de amparo, declarando procedente lo improcedente.

76. De la ejecutoria en cuestión derivó la tesis la LXXXIV/2013 (10a), consultable en la Décima Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XVIII, Marzo de 2013, Tomo 1, página 890, que es del tenor siguiente:

"PRINCIPIO PRO PERSONA Y RECURSO EFECTIVO. EL GOBERNADO NO ESTÁ EXIMIDO DE RESPETAR LOS REQUISITOS DE PROCEDENCIA PREVISTOS EN LAS LEYES PARA INTERPONER UN MEDIO DE DEFENSA. (TRASCRIBE) 
77.  En el mismo sentido, se tomó en cuenta que la Corte Interamericana de Derechos Humanos, al resolver el caso Trabajadores Cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros), contra Perú, adujo:

"Consideraciones de la Corte

102. El artículo 1.1 de la Convención dispone:

1. Los Estados partes en esta Convención se comprometen a respetar los derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.

103. El artículo 2 de la Convención establece que:

Si en el ejercicio de los derechos y libertades mencionadas en el artículo 1 no estuviere ya garantizado por disposiciones legislativas o de otro carácter, los Estados partes se comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las disposiciones de esta Convención, las medidas legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos tales derechos y libertades.

104. El artículo 8 de la Convención dispone que:

1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral fiscal o de cualquier otro carácter.

2. Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se establezca legalmente su culpabilidad. Durante el proceso, toda persona tiene derecho, en plena igualdad, a las siguientes garantías mínimas:

a. derecho del inculpado de ser asistido gratuitamente por el traductor o interprete, si no comprende o no habla el idioma del juzgado o tribunal;

b. comunicación previa y detallada al inculpado de la acusación formulada;

c. concesión al inculpado del tiempo y de los medios adecuados para la preparación de su defensa;

d. derecho del inculpado de defenderse personalmente o de ser asistido por un defensor de su elección y de comunicarse libre y privadamente con su defensor;

e. derecho irrenunciable de ser asistido por un defensor proporcionado por el Estado, remunerado o no según la legislación interna, si el culpable no se defendiere por sí mismo ni nombrare defensor dentro del plazo establecido por la ley;

f. derecho de la defensa de interrogar a los testigos presentes en el tribunal y de obtener la comparecencia, como testigos o peritos, de otras personas que puedan arrojar luz sobre los hechos;

g. derecho a no ser obligado a declarar contra sí mismo ni a declararse culpable;

h. derecho de recurrir de falo ante juez o tribunal superior.

105. El artículo 25 de la Convención señala que:

1. Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente Convención, aun cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales.

2. Los Estados se comprometen:

a) a garantizar que la autoridad competente prevista por el sistema legal del Estado decidirá sobre los derechos de toda persona que interponga tal recurso;

b) a desarrollar las posibilidades de recurso judicial, y

c) a garantizar el cumplimiento, por las autoridades competentes, de toda decisión en que se haya estimado procedente el recurso.

106. La Corte ha sostenido que, según la Convención Americana, los Estados Partes están obligados a suministrar recursos judiciales efectivos a las víctimas de violaciones de los derechos humanos (artículo 25), recursos que deben ser sustanciados (sic) que deben ser sustanciados (sic) de conformidad con las reglas del debido proceso legal (artículo 8.1), todo ello dentro de la obligación general, a cargo de los mismos Estados, de garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos reconocidos por la Convención a toda persona que se encuentre bajo su jurisdicción (artículo 1.1) 64. [6 Cfr. Caso Goiburú y otros, supra nota 8, párr. 110; Caso Claude Reyes y otros. Sentencia de 19 de septiembre de 2006. Serie C No. 151, párr. 127, y Caso Ximenes López, supra nota 9, párr. 175.]
107. El Tribunal recuerda que el Derecho Internacional de los Derechos Humanos tiene por fin proporcionar al individuo medios de protección de los derechos humanos reconocidos internacionalmente frente al Estado. En la jurisdicción internacional las partes y la materia de la controversia son, por definición, distintas de las de la jurisdicción intema65. [65 Cfr. Caso de las Masacres de ituango. Sentencia de 1 de julio de 2006. Serie C No. 148, párr. 365; Caso de la 'Masacre de Mapiripán', Sentencia del 15 de Septiembre de 2005. Serie C No. 134, párr. 211, y Caso de las Hermanas Serrano Cruz. Sentencia de 1 de marzo de 2005. Serie C No. 120, párr. 56.] Al establecer si el Estado es responsable internacionalmente por la alegada violación a los derechos consagrados en los artículos 8.1 y 25 de la Convención Americana, el aspecto sustancial de la controversia ante la Corte no es si en el ámbito interno no se emitieron sentencias o resoluciones administrativas, o si se aplicaron o no determinadas disposiciones de derecho interno, en relación con las violaciones que se alega fueron cometidas en perjuicio de las presuntas víctimas de los hechos, sino si los procesos internos permitieron que se les garantizara un verdadero acceso a la justicia, conforme a los estándares previstos en la Convención Americana, para determinar los derechos que estaban en controversia [Cfr. Caso de las Masacres de Ituango, supra nota 65, párr 339; Caso de la Masacre de Pueblo Bello, supra nota 6, párr. 206, y Caso de la Masacre de Mapiripán, supra nota 65, párr. 211.]

La Corte ha interpretado que los términos del artículo 25.1 de la Convención Americana implican la obligación a cargo de los Estados de ofrecer, a todas las personas sometidas a su jurisdicción, un recurso judicial efectivo contra actos violatorios de sus derechos fundamentales [... y] que la garantía allí consagrada se aplica no sólo respecto de los derechos contenidos en la Convención, sino también de aquéllos que esté reconocidos por la Constitución o por la ley.

123. Asimismo, este Tribunal ha considerado que los procedimientos de hábeas corpus y de amparo son aquellas garantías judiciales indispensables para la protección de varios derechos cuya suspensión está vedada por el artículo 27.2 [de la Convención] y sirven, además, para preservar la legalidad en una sociedad democrática.

124. Además de cuestionar los fundamentos de la decisión del Tribunal Constitucional que declaró la improcedencia del amparo, la Comisión alegó, basándose en sus precedentes, que las presuntas víctimas tenían el derecho de que las autoridades judiciales entraran a resolver sobre el fondo del asunto. Por su parte, el Estado citó otros informes de fondo dictados por la Comisión Interamericana y alegó que aunque en esos otros casos los tribunales de justicia no llegaron a pronunciarse sobre el fondo del asunto por razones de procedimiento, aquélla no consideró que el Estado hubiese vulnerado el derecho a un recurso efectivo. 

125. En ese sentido, la Corte ha entendido que para que exista un recurso efectivo no basta con que esté previsto por la Constitución o la ley o con que sea formalmente admisible, sino que se requiere que sea realmente idóneo para establecer si se ha incurrido en una violación a los derechos humanos y proveer lo necesario para remediarla. No obstante, el hecho de que determinado recurso sea resuelto en contra de quien lo intenta, no conlleva necesariamente una violación del derecho a la protección judicial.

126. La Corte considera que en todo procedimiento o proceso existente en el orden interno de los Estados deben concurrir amplias garantías judiciales, entre las cuales se encuentran también las formalidades que deben observarse para garantizar el acceso a las mismas. Por razones de seguridad jurídica, para la correcta y funcional administración de justicia y la efectiva protección de los derechos de las personas, los Estados pueden y deben establecer presupuestos y criterios de admisibilidad de los recursos internos, de carácter judicial o de cualquier otra índole. De tal manera, si bien esos recursos internos deben estar disponibles para el interesado y resolver efectiva y fundadamente el asunto planteado, así como eventualmente proveer la reparación adecuada, no cabría considerar que siempre en cualquier caso los órganos y tribunales internos deban resolver el fondo del asunto que les es planteado, sin que importe la verificación de los presupuestos formales de procedencia del particular recurso intentado.
[...]
128. Cuando un Estado ha ratificado un tratado internacional como la Convención Americana, sus jueces también están sometidos a ella, lo que les obliga a velar porque el efecto útil de la Convención no se vea mermado o anulado por la aplicación de leyes contrarias a sus disposiciones, objeto y fin. En otras palabras, los órganos del Poder Judicial deben ejercer no sólo un control de constitucionalidad, sino también de convencionalidad ex officio entre las normas internas y la Convención Americana, evidentemente en el marco de sus respectivas competencias y de las regulaciones procesales correspondientes. Esta función no debe quedar limitada exclusivamente por las manifestaciones o actos de los accionantes en cada caso concreto, aunque tampoco implica que' ese control deba ejercerse siempre, sin considerar otros presupuestos formales y materiales de admisibilidad y procedencia de ese tipo de acciones.
[...]”
78. Como se ve en los parágrafos 126 y 128 del referido fallo, la Corte Interamericana reconoció que los Estados parte cumplen con establecer un recurso judicial efectivo, cuando el recurso interno está disponible para el interesado, sin embargo, esto no lleva a "considerar que siempre y en cualquier caso los órganos y tribunales internos deban resolver el fondo del asunto que les es planteado, sin que importe la verificación de los presupuestos formales de admisibilidad y procedencia del particular recurso intentado".

79. Asimismo, la Corte Interamericana dejó establecido que si bien los poderes judiciales de los Estados que ratificaron la Convención Americana de Derechos Humanos, están obligados no sólo a ejercer un control de constitucionalidad, sino también de convencionalidad ex​officio, "esta función no debe quedar limitada exclusivamente por las manifestaciones o actos de los accionantes en cada caso concreto, aunque tampoco implica que ese control deba ejercerse siempre, sin considerar otros presupuestos formales y materiales de admisibilidad y procedencia de ese tipo de acciones.”

80. Por consiguiente, queda demostrado que este juzgador no ignoró al sobreseer en el presente juicio, la reforma constitucional en materia de derechos humanos de junio de 2011. 

(el énfasis añadido es mío)

Sobre el particular, se aprecia de manera clara que el sobreseimiento determinado por el Juez A quo en la sentencia que por este medio se combate, es el resultado de haberse excedido al interpretar indebidamente lo dispuesto en la fracción I del artículo 107 Constitucional, luego de la reforma efectuada el 6 de junio de 2011, a través de la cual, el mismo señala que el concepto de interés jurídico fue sustituido por el de interés legítimo, para quedar de la siguiente manera:

“Artículo 107. Las controversias de que habla el artículo 103 de esta Constitución, con excepción de aquellas en materia electoral, se sujetarán a los procedimientos que determine la ley reglamentaria, de acuerdo con las bases siguientes:
I. El juicio de amparo se seguirá siempre a instancia de parte agraviada, teniendo tal carácter quien aduce ser titular de un derecho o de un interés legítimo individual o colectivo, siempre que alegue que el acto reclamado viola los derechos reconocidos por esta Constitución y con ello se afecte su esfera jurídica, ya sea de manera directa o en virtud de su especial situación frente al orden jurídico…”
Reforma que dio un cambio cualitativo en materia de los derechos humanos fundamentales, abriéndose como lo aduce el Juzgador “…el abanico de posibilidades para acudir al juicio de amparo, pues han quedado proscritas exigencias tales como la acreditación, a cargo del quejoso, de la existencia de un derecho objetivo conferido por las normas del ordenamiento jurídico, o la necesidad de probar un daño individualizado susceptible de ser remediado mediante la concesión del amparo…”; más sin embargo, a pesar de esta apreciación que realiza el A quo, en el sentido expresado, posteriormente se advierte, que cambia de opinión de manera incongruente, al señalar que: “No obstante lo anterior, la reforma constitucional señalada no puede ser traducida en una apertura absoluta para que cualquier persona por cualquier motivo acuda al juicio de amparo…”, y asimismo que supuestamente el “…constituyente permanente introdujo un concepto jurídico mediante el cual se exige al quejoso que demuestre algo más que un interés simple o, si se quiere, mantuvo la prohibición de que tan solo con este tipo de interés pueda acudirse al juicio de amparo..”; en ese orden de ideas define al interés legítimo: “…como aquél interés personal -individual o colectivo-cualificado, actual, real y jurídicamente relevante, que pueda traducirse, si llegara a concederse el amparo, en un beneficio jurídico en favor del quejoso…”, concluyendo por tal motivo que “…Dicho interés deberá estar garantizado por un derecho objetivo, sin que dé lugar a un derecho subjetivo…”, por lo que a su consideración entonces sí “…debe haber una afectación a la esfera jurídica del quejoso en sentido amplio, que puede ser de índole económica, profesional, de salud pública, o de cualquier otra índole…”; razonamiento que aparte de incongruente (dado que por una parte señala que ha quedado proscrita la exigencia a cargo del quejoso de acreditar  la existencia de un derecho objetivo conferido por las normas del ordenamiento jurídico; y por la otra señala que el interés legítimo deberá estar garantizado por un derecho objetivo, sin que dé lugar a un derecho subjetivo), por lo que resulta una interpretación notoriamente inconstitucional y equívoca de lo dispuesto en el invocado dispositivo constitucional.

Lo anterior, toda vez que de manera estricta lo único que instruye dicho numeral, para el supuesto que nos ocupa, en que mi representado haya interpuesto su demanda sobre la base de que se violentan sus derechos fundamentales, acreditando de manera suficiente su interés legítimo (y no por afectársele de manera directa su interés jurídico), por lo que en esa virtud, es que si el quejoso, hoy recurrente, formuló su demanda aduciendo que es titular de un interés legítimo (individual y colectivo) alegando que el acto u omisión reclamados violó los derechos humanos reconocidos y las garantías otorgadas para su protección por la Carta Magna, así como por los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano es parte, demostrando la afectación a su esfera jurídica, en virtud de que por su especial situación frente al orden jurídico, la sola expedición del Decreto de Reformas a la Ley Federal del Trabajo, señalado como el acto reclamado, violenta los derechos fundamentales previstos en los artículos 1º, en relación con el 123, Apartado A, de nuestra Ley Suprema, en ese sentido, el Juez A quo al sobreseer el juicio de derechos fundamentales del que deriva el presente recurso de revisión, actuó fuera del marco constitucional, al exigirle a mi representado de manera inconstitucional, que demuestre que debe acreditar para la procedencia de la acción intentada, el acreditar el interés personal, actual, real y jurídicamente relevante, que pueda traducirse, si llegara a concederse el amparo, en un beneficio jurídico en su favor, además de que dicho interés debe estar garantizado por un derecho objetivo, y demostrar asimismo la afectación a esfera su jurídica, o sea, el interés jurídico (en vez del interés legítimo) con el fin de acreditar la procedencia de su acción constitucional. Lo que no resulta válido por tratarse de una indebida y excesiva interpretación de lo dispuesto en la actual fracción I del artículo 107 de nuestra Ley Fundamental, al exigir al hoy recurrente mayores requisitos de los previstos en la misma y que tornan el juicio de amparo en ilusorio, irreal e ineficaz, al requerir al ahora Recurrente acreditar la procedencia de su acción de  amparo fundado en una definición de interés legítimo contradictorio, inconsistente construido sobre una superada definición de interés jurídico. El A Quo olvida que acorde con el artículo 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y el párrafo 77 de su resolución, los recursos judiciales deben ser efectivos a las víctimas de violaciones de los derechos humanos, es decir, son aquellos que permiten la cabal protección de los derechos humanos y, aseguran su debida aplicación por parte de sus autoridades judiciales.
En efecto, el A quo torna el interés legítimo en un galimatías que impide al ahora Recurrente acreditarlo, al construirlo en la serie de contradicciones e impresiones señaladas, que ignoran el control de convencionalidad ex officio relativa al derecho a la tutela judicial efectiva que implica la protección de los derechos humanos mediante recursos efectivos. Es el caso, que el interés legítimo es una recurso de avanzada diseñado para permitir el acceso a la justicia a quienes se afectan sus derechos fundamentales directa o indirectamente, particularmente considerando que el Recurrente es parte de un grupo especial frente al orden jurídico, es decir, la clase trabajadora. La afectación es clara, cuando se realiza un análisis integral de los derechos humanos acorde con el artículo 1° constitucional, el derecho a una vida digna y proyecto de vida sólo es factible cuando se goza de un trabajo decente y se torna inalcanzable cuando se legaliza lo prohibido en la propia Ley Federal del Trabajo y la Declaración de Filadelfia, relativo al principio de que el trabajo no es materia de comercio, como se actualiza al legalizar el outsourcing; asimismo, cuando se restringe el derecho a la estabilidad en el empleo mediante contrataciones sujetas a la discrecionalidad patronal y se fomenta la violación a dicho derecho mediante el abaratamiento de la sanción a su incumplimiento, es decir, al sancionar con doce meses de salarios caídos el despido injustificado fomenta el incumplimiento de la Ley, porque las sanciones deben ser proporcionales al derecho violado.  Más grave aún, el acceso a la justicia es ilusorio pues, los tribunales de trabajo están material y humanamente incapacitados para cumplir con los términos previsto en las propia Ley impugnada. Asimismo, frente a la vulneración al derecho a la estabilidad en el empleo y su fácil violación, la constante es el trabajo inestable, que por sí mismo, es una eliminación de los derechos de asociación, negociación colectiva y huelga, herramientas que permiten el equilibrio entre los factores de la producción.

Sólo la derogación de la norma impugnada garantiza a la clase trabajadora el goce y ejercicio de sus derechos humanos laborales, al restituirnos el derecho a la estabilidad en el empleo, también se restablecen los derechos de asociación, negociación colectiva y huelga, ejes del equilibrio de los factores de la producción, luego entonces, se actualizan el objetivo y finalidad del derecho del trabajo, la justicia social.

Incongruente y contradictoriamente, el A quo aplicó y manipuló de manera negativa la Convención Americana sobre Derechos Humanos y criterios emitidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos para justificar su omisión de análisis de fondo del juicio de garantías promovido por el ahora Recurrente, alegando requisitos de admisibilidad y procedencia del juicio citado y; considerar que la reforma constitucional de derechos humanos de junio de 2011 estaba presente en su revisión, nada más lejano a la realidad, pues sólo hay justicia cuando es completa y promueve, respeta, protege y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. Lo anterior en razón de que, los recursos para acceder a la justicia deben ser, acorde con los artículos 1, 8.1 y 25 de la CADH, sencillos y efectivos y es obligación de toda instancia judicial concretizar dicha prevención acorde con el control convencional ex officio que aplica discrecionalmente el A quo. La Corte Interamericana ha señalado que la efectividad de un recurso judicial que ampare contra actos que violen derechos fundamentales es condición necesaria del Estado de Derecho y una sociedad democrática (Caso Villagrán Morales y otros vs Guatemala, párrafo 34 y 235), incluso que le inefectividad del recurso judicial actualiza una denegación de justicia adjetiva y sustancial.

En el mismo orden de ideas, la Corte Interamericana ha señalado que un recurso es adecuado si su función dentro del sistema interno es idóneo para proteger la situación jurídica infringida, y es efectivo cuando es capaz de producir el resultado para el que ha sido concebido, es decir, si estando contemplados tales recursos los requisitos exigidos para su tramitación los hace inaccesibles o si no se permitió a la persona acudir a ellos (Caso Velásquez Rodríguez, sentencia de fondo, 29 de julio 1988, párrafos 63-64, 66-68). En el caso concreto, el A quo, mediante su retorcida interpretación de interés legítimo, olvida su obligación de garantizar la tutela judicial al convertir en imposible el recurso judicial por excelencia previsto en la norma máxima para combatir la violación de los derechos fundamentales del trabajo del Recurrente; primero, al revertirle probar su calidad de Quejoso debido a su abstención de analizar de forma integral, interdependiente, indivisible, inalienable y progresivo de los derechos violados, nuestra peculiar situación en el orden jurídico, es decir clase trabajadora, y la afectación inmediata y directa que nos causa la Ley impugnada con su simple vigencia. Segundo; es inefectivo, ya que, el A Quo como autoridad competente para conocer del mismo, evade dicha obligación con la definición contradictoria de interés legítimo, así el juicio de garantías promovido por el ahora Recurrente no protege los derechos fundamentales, cuando es su objetivo y finalidad. 

Así las cosas, en virtud de que el criterio del Juzgador constituye una indebida y restrictiva interpretación de lo dispuesto por la actual fracción I del artículo 107 de nuestra Ley Fundamental, se solicita a esa superioridad, revoque la sentencia que se combate y se adentre al estudio de la constitucionalidad de los dispositivos de la Ley Federal del Trabajo que resultaron reformados por efectos del Decreto de Reformas impugnado, los que sin lugar a dudas afectan la esfera jurídica de mi representado, por su especial situación frente al orden jurídico.
SEGUNDO.- Íntimamente ligado con el Agravio precedente, en el análisis que desarrolla el Juzgador en la sentencia que se combate, en cuanto al concepto de violación TERCERO de la demanda de garantías de mi representado, relativo a la impugnación del Decreto de Reformas en cuanto a los nuevos artículos 15-A, 15-B, 15-C, 15-D, 1004-B y 1004-C, de la Ley Federal del Trabajo, que regula la nueva modalidad del contrato individual de trabajo bajo el régimen de subcontratación, el C. Juez a quo, tomando en cuenta el diverso análisis que desarrolló en el CONSIDERANDO CUARTO de la propia sentencia, en lo fundamental aduce que el sindicato quejoso no acredita tener interés legítimo para el ejercicio de la acción en el amparo indirecto, expresando al respecto: 

. . . “CUARTO. Cuestión necesaria para resolver el asunto. Como un aspecto prioritario, resulta pertinente dirimir la legitimación del sindicato para plantear la defensa del interés de sus agremiados, ello como representante del interés colectivo que le subyace a la organización quejosa. 2. En primer orden, es conveniente recordar que conforme a la reforma constitucional de junio de dos mil once: "El juicio de amparo se seguirá siempre a instancia de parte agraviada, teniendo tal carácter quien aduce ser titular de un derecho o de un interés legítimo individual o colectivo" (artículo 107, fracción I, de la Carta Magna). 3. De la exposición de motivos de la reforma en materia de amparo, respecto de la porción normativa del artículo constitucional en cuestión, se advierte el énfasis que hizo el Poder Reformador de la Constitución al resaltar como requisito del interés legítimo la existencia de una afectación indirecta en la esfera jurídica del individuo, para lo cual empleó la frase "especial situación frente al orden jurídico", con un sentido de racionalidad, esto es, refiriéndose a situaciones concretas o excepcionales que guarden características diferentes a las generales en que puedan encontrarse los gobernados frente al orden jurídico. 4. De esta guisa, el interés legítimo exige como requisito mínimo, que el particular resienta un perjuicio real y actual en sus derechos, aun cuando no exista norma que le dé un derecho subjetivo o la potestad para reclamarlo directamente (interés jurídico); así, ello descarta los supuestos en los que el gobernado únicamente busque lograr controles de constitucionalidad, convencionalidad o de legalidad de carácter abstracto, sobre actos de autoridad y requisito del interés legítimo la existencia de una afectación indirecta en la esfera jurídica del individuo, para lo cual empleó la frase "especial situación frente al orden jurídico", con un sentido de racionalidad, esto es, refiriéndose a situaciones concretas o excepcionales que guarden características diferentes a las generales en que puedan encontrarse los gobernados frente al orden jurídico. 4. De esta guisa, el interés legítimo exige como requisito mínimo, que el particular resienta un perjuicio real y actual en sus derechos, aun cuando no exista norma que le dé un derecho subjetivo o la potestad para reclamarlo directamente (interés jurídico); así, ello descarta los supuestos en los que el gobernado únicamente busque lograr controles de constitucionalidad, convencionalidad o de legalidad de carácter abstracto, sobre actos de autoridad y sin pretender un beneficio directo o indirecto en su esfera jurídica individual. 5. Luego, es carga procesal del particular crear en la convicción del juzgador, la noción de qué beneficios le producirá la impugnación en el juicio de amparo del acto de autoridad, así como justificar de qué manera la eventual concesión del amparo lo restituirá en el goce del derecho violado; por tanto, carece de interés legítimo el gobernado que basa su reclamo en aseveraciones hipotéticas y no en una afectación real y actual en su esfera jurídica. Para explicar tal aserto, es menester dejar establecido que la reforma Para explicar tal aserto, es menester dejar establecido que la reforma constitucional que se comenta, no tiene el alcance de proteger y salvaguardar a todos los individuos que les interese la constitucionalidad de los actos realizados por el poder público, pues ello es insuficiente per se, para acudir al juicio de amparo. 7. En este sentido, el derecho en el que se sustente una demanda planteada con base en el reclamo de derechos abstractos y en un mero interés de control de constitucionalidad y legalidad, equivale a un interés simple, que no puede conducir a una declaratoria de inconstitucionalidad, pues, de ser así, todas las personas estarían legitimadas para impugnar cualquier tipo de acto de autoridad y se llegaría al absurdo de permitir un número indeterminable de procedimientos. s. En ese orden, terminológicamente debe entenderse que el interés legítimo es el interés cualificado que ciertos gobernados pueden tener respecto de la constitucionalidad y legalidad de determinados actos u omisiones; y esta cualificación de interés se centra en que puede haber personas para las que la observancia o inobservancia de las normas por parte de las autoridades, redunde en una ventaja o desventaja de modo particular respecto de los demás, como resultado de la particular posición de hecho en que se encuentren esos gobernados frente al orden jurídico, que los haga más "sensibles" que otras personas frente a un determinado acto u omisión de autoridad.”. . . 

(lo destacado en negrillas no aparece así en la sentencia y se resalta para enfatizar)

Continúa el C. Juez a quo, expresando que:

. . . “En cuanto a los intereses colectivos, cabe establecer como, noción de aproximación a éstos, que son los comunes a un "conjunto de personas unidas por un vínculo jurídico, es decir, se refieren a comunidades unificadas determinables en cuanto a sus componentes, en función de las características y aspiraciones comunes de dicho grupo, que les permite asumir una identificación por encima de los intereses puramente particulares. 10. Ergo, en el caso del interés colectivo, éste tiende a identificarse con una organización social o centro de referencia que no supone suma de intereses individuales, sino una calidad de esos intereses que le proporciona una fuerza cohesiva superior y que trasmina a la habilitación de su defensa, por medio de los representantes de dichos grupos, que tengan reconocida la facultad de ejercer acciones en substitución de sus miembros.” . . . 

El C. Juez a quo prosigue en el desarrollo de sus considerandos y analiza las facultades y objetivos estatutarios y legales del quejoso, reconociendo que se trata de una organización de trabajadores constituida para el estudio, mejoramiento y defensa de sus respectivos intereses que puede actuar en el ámbito de sus objetivos mediante la representación que prevén los propios dispositivos estatutarios y legales, declarando en el inciso 22 que: . . .”se está en el caso de reconocer interés a todos los miembros de dicha organización sindical; máxime, que en el artículo 368 de la propia Ley, el registro del sindicato y de su directiva otorgado por la Secretaría de Trabajo y Previsión Social, "produce efectos ante todas las autoridades.”. . . 

Pero no obstante al llegar al CONSIDERNADO QUINTO, en una inexplicable declaración que resulta de grave defecto de raciocinio jurídico, concluye que respecto de estos nuevos dispositivos 15-A, 15-B, 15-C, 15-D, 1004-B y 1004-C, de la Ley Federal del Trabajo, que establecen una nueva especie de contrato individual de trabajo bajo el régimen de subcontratación el sindicato solamente tiene un interés simple y que por ello, carece de interés para incoar el presente juicio por no haber evidenciado probatoriamente que sus agremiados estén sujetos a ese régimen y por tanto, la causal de improcedencia alegada por varias de las autoridades responsables, es parcialmente correcta.

El A Quo, sobresee el juicio de amparo por lo que hace al concepto de violación CUARTO de la demanda de mi representado, de manera por demás incongruente y contradictoria, realiza un estudio de interés simple jurídico y legítimo, concluyendo en una mezcla de requisitos confusos, contradictorios entre sí además de incongruentes, es decir; el Interés con el que el Recurrente promueve el amparo indirecto y con el cual plantea este concepto de violación, es el INTERÉS LEGÍTIMO COLECTIVO, la resolución recurrida se emite sin tomar en cuenta dicho interés del quejoso y los derechos del recurrente reconocidos por la Carta Fundamental, así como por los Tratados Internacionales adoptados por el Estado Mexicano, los cuales integran parte de su esfera de derechos y que se ven afectados en virtud de la especial situación en que está colocado el Recurrente frente al orden jurídico laboral que ha sido modificado, es decir; consiste en que el derecho objetivo que forma parte de su esfera jurídica fue modificado a través de las reformas a los artículos de la Ley Federal del Trabajo impugnados, por tanto dichos actos del Estado, han mermado sus derechos fundamentales, por lo que tiene un interés especial y diferente a cualquier otro ciudadano que no forma parte de la fuerza laboral, un interés legítimo, interés que resulta relevante al ser modificado el derecho objetivo (LFT) que forma parte de su esfera jurídica, en virtud de la especial situación en que está colocado el Recurrente frente al orden jurídico reformado, es decir; por ser el recurrente un Sindicato que representa a los trabajadores agremiados que lo conforman, teniendo ellos una relación de trabajo vigente de conformidad con el artículo 8, 10, 20 de la Ley Federal del Trabajo es decir; cuyas condiciones de trabajo se encuentran pactadas en un contrato colectivo el cual es administrado por su Sindicato (recurrente) lo cual lo hace integrante del factor de la producción correspondiente a la fuerza de trabajo, interés legítimo que tiene su fundamento en la fracción I del artículo 107 Constitucional.
Ahora bien, al formar parte el derecho objetivo hoy reformado (Ley Federal del Trabajo) de la esfera jurídica de derechos del Recurrente, este tiene no solo el derecho sino el deber de accionar los instrumentos legales que prevé la Constitución a su favor para la defensa y velación de los derechos humanos del recurrente con fundamento en los artículos 1, 133, Constitucionales, y artículos 1, 2 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José), así como el Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales “Protocolo de San Salvador”, con la finalidad de solicitar la verificación a través de los Tribunales Expeditos por la Constitución y las Leyes Secundarias Reglamentarias, de que las reformas a dichos artículos se encuentran apegadas a los demás ordenamientos que por jerarquía no pueden ser contrarias a estos, es decir; para poder determinar si son o no inconstitucionales e in-convencionales de conformidad con el artículo 1 y 133 Constitucional, SIN QUE PARA ELLO SE NECESITE DE ACTO ESPECIFICO DE APLICACIÓN O CITAR AUTORIDAD ESPECIFICA ALGUNA QUE NAZCA DE UN DERECHO SUBJETIVO, porque ello implicaría ANULAR AUTOMÁTICAMENTE EL INTERÉS LEGÍTIMO DEL RECURRENTE EN EL ASUNTO QUE NOS OCUPA, toda vez que para ello como ilegalmente lo señala el A Quo se necesitaría de una afectación al derecho subjetivo del recurrente, es decir de un acto de aplicación especifico por parte de una autoridad vinculada por la propia ley, DEJANDO DE OBSERVAR EL A QUO QUE LOS ACTOS QUE SE RECLAMARON, SON INMINENTES Y PROBABLES, DENOMINADOS ACTOS FUTUROS CIERTOS, ACTOS CUYA APLICACIÓN A EL RECURRENTE, ES INMINENTE DESDE LA VIGENCIA DE DICHAS REFORMAS QUE MODIFICARON SU DERECHO OBJETIVO, EL CUAL FORMA PARTE DE SU ESFERA DE DERECHOS POR EL SIMPLE HECHO DE SER SUJETO ACTIVO A QUIEN LE ES APLICABLE LAS REFORMAS A LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, DE DONDE DEVIENE EL INTERÉS LEGÍTIMO COLECTIVO DEL RECURRENTE, ES DECIR; por la especial situación en que está colocado el Recurrente frente al orden jurídico laboral que ha sido modificado, en virtud de que como se manifestó bajo protesta de decir verdad, el Recurrente es integrante del factor de la producción correspondiente a la fuerza de trabajo como SINDICATO, ES DECIR; POR SER PARTE DE LA CLASE TRABAJADORA.
Ahora bien; es importante resaltar que el A Quo no tomó en cuenta el efecto y consecuencia en el propio derecho objetivo del recurrente, el cual fue modificado en virtud de las reformas a los artículos de la Ley Federal del Trabajo que se impugnan en el amparo indirecto, y de la ejecución de la misma ley por parte de los sujetos a quienes es aplicable la misma y por parte de quienes obliga la propia ley aplicar la misma, ya al dejar de observar dicha circunstancia el A Quo sobreseyó ilegal e infundadamente el amparo y protección solicitado, y con ello se causa un daño de difícil reparación al dejarlo en total estado de indefensión ante dichas reformas que en cualquier momento le pueden ser aplicables por el simple hecho de formar parte de la clase trabajadora, en virtud de que la materia de Constitucionalidad y Convencionalidad en el presente asunto no puede analizarse desde un agravio personal y directo creado por el derecho subjetivo (interés jurídico), sino del derecho objetivo, por lo que el interés con el que se promovió el amparo, es el interés legítimo y que en el caso que nos ocupa nace de lo instruido por los artículos 1, 107 fracción I y 133 Constitucionales, consecuentemente existe peligro inminente de que por la nueva situación jurídica derivada de las reformas que se combaten y se tildan de inconstitucionales e in-convencionles, se cause un perjuicio inminente e inmediato desde la vigencia de dichas reformas, siendo este el derecho objetivo reformado, ante el cual es titular de un interés propio, distinto al de los demás individuos por su calidad de Sindicato, por tanto contrario a lo que afirma el A Quo, resulta intrascendente acreditar un interés jurídico que nazca de la afectación de un derecho subjetivo, y por tanto en el caso que nos ocupa es innecesario señalar autoridad y acto reclamado específico respecto de las consecuencias y efectos de los actos que se impugnan por esta vía, como ilegalmente lo determina el A Quo y que por tanto viola la garantía de constitucionalidad, legalidad, seguridad jurídica, certeza jurídica y acceso a la justicia al dejar de observar e interpretar erróneamente el contenido de los artículos 1, 107 fracción I, 133 Constitucionales en relación con los preceptos de la Ley de Amparo. 

Ahora bien; al analizar el asunto que nos ocupa desde el punto de vista del INTERES JURÍDICO o con requisitos de éste para resolver sobre la procedencia del amparo indirecto que nos ocupa, es decir, de que se haya vulnerado un derecho subjetivo del recurrente y por tanto se requiera de la aplicación de los artículos reformados al recurrente y no desde el punto de vista del INTERES LEGITIMO COLECTIVO DEL RECURRENTE, es decir; de que se haya modificado sustancialmente el derecho objetivo del recurrente EL CUAL FORMA PARTE DE SU ESFERA DE DERECHOS POR EL SIMPLE HECHO DE SER SUJETO ACTIVO A QUIEN LE ES APLICABLE LAS REFORMAS A LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, DE DONDE DEVIENE EL INTERÉS LEGÍTIMO COLECTIVO DE EL RECURRENTE, ES DECIR; por la especial situación en que está colocado el Recurrente frente al orden jurídico laboral que ha sido modificado, en virtud de que como se manifestó bajo protesta de decir verdad, el Recurrente es integrante del factor de la producción correspondiente a la fuerza de trabajo como trabajador, ES DECIR; POR SER PARTE DE LA CLASE TRABAJADORA, se deja de observar por el A Quo el Interés Legítimo Colectivo con el que promueve el Recurrente requiriendo requisitos como si se tratara de un interés jurídico, es decir de un agravio personal y directo derivado de un derecho subjetivo, por que con ello se convalida la “suspensión” y “postergación” de la defensa de los derechos humanos del Recurrente, lo cual contraviene lo dispuesto en el artículo 1º Constitucional en cuanto a que no podrán suspenderse ni restringirse las garantías individuales y los derechos humanos del recurrente, salvo en los casos y bajo las condiciones que la Constitución establece, y este no es uno de esos casos a los que se refiere el artículo 29 y 38 de la Constitución, por tanto, al analizar contradictoria, confusa e incongruentemente el A QUO el interés con el que el quejoso promovió el amparo indirecto y sus requisitos se vulnera el Interés Legítimo Colectivo del Recurrente (el cual SE INSISTE es así porque deviene de la afectación de un derecho objetivo y no de un derecho subjetivo) y en consecuencia se colabora en la vulneración de la esfera jurídica de derechos del Recurrente, en su calidad de Sindicato y con lo cual se acredita que con la sola entrada en vigor de dichos artículos reformados, ha sido afectada la esfera jurídica de derechos del recurrente, en especial respecto de la violación a los derechos humanos que la Constitución prevé a su favor, los cuales le son inherentes, y  constituye el Interés Legítimo Colectivo para el estudio de este concepto de violación que ahora se plantea como agravió, por ser el Recurrente un Sindicato constituido por Trabajadores. 

El A Quo, sobresee en forma errónea, incongruente e ilegal y deja en total estado de indefensión al hoy recurrente al privarlo del derecho de impartición a la justicia y seguridad jurídica, y en consecuencia priva al recurrente del derecho a que no sean suspendidos sus derechos humanos y a la vez incumple con su obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad, así como las de prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en virtud de que no provee al recurrente de esas medidas de legalidad y seguridad jurídica y se pueden sin lugar a dudas materializar en perjuicio del recurrente actos que deriven de las consecuencias y efectos de los actos que se impugnan, a pesar de que se cumplen los requisitos del interés legítimo colectivo con el que promueve el amparo indirecto el Sindicato Recurrente ya que dicho interés como se ha señalado nace de la modificación al derecho objetivo del quejoso, siendo parte de esta esfera de derechos las reformas que se combaten y tildan de inconstitucionales e in-convencionles, lo cual causa un perjuicio inminente e inmediato desde la vigencia de dichas reformas sin haberse decretado la constitucionalidad o in-convencionalidad que se reclama, lo cual se debía de determinar mediante el presente juicio de amparo; empero al no ser así, se deja de aplicar en perjuicio del quejoso el contenido de los artículos 1º, 14, 16, 17 y 133 Constitucionales, dejándolo en estado de indefensión frente a la ejecución de los actos inminentes y ciertos (consecuencias y efectos) respecto de la aplicación de las normas de trabajo reformadas por parte de los sujetos que la misma ley autoriza para tal efecto (autoridades y particulares) vulnerándose de esa manera sus derechos humanos laborales.
No es menos importante mencionar, que es una obligación del Estado (entendiendo al Estado como un todo y que incluye al Poder Judicial como parte de él, en su calidad de Autoridad impartidora de Justicia) la de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos del Recurrente, de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad, ya que con ello se prevé que el Sindicato recurrente, no sea objeto de los actos futuros ciertos e inminentes, que deriven de todas las consecuencias de hecho y de derecho derivadas ya en la actualidad y en el futuro, por la aprobación, expedición, promulgación, refrendo y publicación del citado Decreto de reformas a la Ley Federal del Trabajo publicado en el Diario Oficial de la Federación del 30 de noviembre de 2012, en lo que hace a los numerales impugnados de la Ley Federal del Trabajo, respecto de los cuales ha modificado sustancialmente la esfera jurídica de derechos humanos y garantías sociales del Recurrente; por tanto, se solicita el amparo y protección para proceder conforme a derecho, es decir; se impida se materialice la violación de los derechos humanos laborales del recurrente, pero sobre todo porque su violación es intemporal de acuerdo al principio convencional erga omnes, es decir; la violación de derechos humanos es automática al publicarse una ley que no se apega a dichos dispositivos constitucionales e internacionales, esto por mandato del artículo 1° Constitucional, así como por el CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD Y CONVENCIONALIDAD, ya que de lo contrario equivaldría a restringir o suspender las garantías para su protección.

Por tales razones y al resultar evidente que el derecho objetivo el cual forma parte de la esfera de derechos del Recurrente fue modificado a través de las reformas a los artículos de la Ley Federal del Trabajo impugnados, por tanto dichos actos del Estado, causan un agravio personal y directo a el Recurrente, en virtud de que este tiene un Interés Legítimo Colectivo, interés que es relevante en la modificación del derecho objetivo que es parte integrante de la esfera jurídica del Recurrente, en virtud de la especial situación en que está colocado el Recurrente frente al orden jurídico reformado que se combaten, en aplicación del principio pro-homine, de apariencia del buen derecho y peligro en la demora, insto respetuosamente a este H. Tribunal ordene al A QUO dejar sin efectos el auto por el que se sobresee el amparo respecto de este concepto de violación al recurrente y en su lugar dicte otro donde la conmine a estudiar el tema de constitucionalidad y convencionalidad que le ha sido planteado; en razón de que dichas reformas se insiste; modifican la esfera jurídica de derechos del Recurrente, FORMANDO LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO PARTE DE SU ESFERA DE DERECHOS POR EL SIMPLE HECHO DE SER SUJETO ACTIVO A QUIEN LE ES APLICABLE LAS REFORMAS A LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, DE DONDE DEVIENE EL INTERÉS LEGÍTIMO COLECTIVO DEL RECURRENTE, ES DECIR; por la especial situación en que está colocado el Recurrente frente al orden jurídico laboral que ha sido modificado, en virtud de que como se manifestó bajo protesta de decir verdad, el Recurrente es integrante del factor de la producción correspondiente a la fuerza de trabajo como SINDICATO, ES DECIR; POR SER PARTE DE LA CLASE TRABAJADORA.
A mayor abundamiento, en el concepto de violación directamente vinculado a este agravio, se alegó que el nuevo régimen de subcontratación es violatorio de garantías porque además de vulnerar derechos individuales de los trabajadores, ataca los principios fundamentales de la contratación colectiva al romper con el principio de unidad aplicativa del pacto colectivo en la empresa o establecimiento de aplicación del mismo, que solo admite la excepción de no aplicación a los trabajadores de confianza, porque permite que el patrón celebrante del contrato colectivo, mediante esta nueva especie de contrato individual, rompa este principio aplicativo del contrato colectivo al permitírsele contratar por fuera de ese ámbito contractual colectivo a trabajadores ajenos al sindicato titular, afectando a éstos en cuanto a sus garantías constitucionales de igualdad de salario por igualdad de trabajo e introduciendo en perjuicio de sus trabajadores a quienes aplica el pacto colectivo, un mecanismo de competencia desleal que va en perjuicio de sus derechos individuales y colectivos fundamentales y obviamente va en perjuicio también del sindicato titular del contrato colectivo del caso, violando gravemente las garantías constitucionales y convencionales que acuerdan y protegen esos derechos fundamentales de los trabajadores y su sindicato en sus derechos a la contratación colectiva, como se argumentó de manera detallada y debidamente fundada y motivada en el libelo de amparo respecto de estas violaciones que acreditan a plenitud la inconstitucionalidad e in-convencionalidad de estos nuevos artículos que se impugnan, porque está claro y debidamente acreditado que el sindicato quejoso tiene el interés legítimo colectivo aducido y no solamente interés simple como equívocamente lo aduce el C. Juez a quo. 

Luego entonces el C. Juez a quo, no aplicó debidamente la fracción I del artículo 107 constitucional, ni los relativos de la Ley de Amparo vigente hasta el 2 de abril de 2013, de donde es procedente que ese Máximo Tribunal aclare y enderece el entuerto jurídico de mérito y determine la concesión del amparo y protección impetrado por el quejoso por sí y en representación de todos los trabajadores que lo integran.

También resulta evidente que el Juzgador no agotó el principio de exhaustividad que debió haber tomado en consideración al dictarla, puesto que no analizó todos y cada uno de los argumentos que mi representado expuso en su demanda de garantías (que promoviera por sí misma y en defensa de sus agremiados), donde se observa que la interpuso con fundamento en los artículos 1º fracción I, 4º, 5º, 8° y 114 fracción I, de la Ley de Amparo, así como en los artículos 103 fracción I y 107 fracciones I, VII y X de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya que la Organización Sindical Quejosa resultó agraviada por los actos que se reclaman, por ser titular del interés legítimo colectivo a que se refiere la fracción I del artículo 107  de la propia Constitución, toda vez que los actos de autoridad que reclamó en su nombre, violan sus derechos humanos fundamentales reconocidos por nuestra Carta Fundamental, así como por los Tratados Internacionales adoptados por el Estado Mexicano, que integran parte de su esfera jurídica de derechos, en virtud de la especial situación en que está colocado frente al orden jurídico por estar integrado y ser representante del interés profesional de sus miembros, todos ellos trabajadores activos y por consecuencia, el sindicato Quejoso integrado como grupo, por personas trabajadores de uno de los dos factores de la producción, la fuerza de trabajo, asociados para la defensa de sus intereses individuales y como colectividad reconocida por la Ley Federal del Trabajo en sus numerales 356, 357, 359, 360 fracción IV, 374 fracción III y 375.   

Lo anterior, sin obstáculo de los criterios doctrinarios y jurisprudenciales en los que Juzgador pretende sustentar su sentencia, y que por obvias razones de tiempo y economía, se solicita se tengan por reproducidos en esta parte, sustentando la improcedencia del juicio amparo que nos ocupa; lo anterior, en razón de que se trata de interpretaciones notoriamente inconstitucionales e inconvencionales, por lo que se solicita no sean tomadas en cuenta, máxime que en la especie, tenemos que de ninguna forma se trata de disposiciones formalmente expedidas por la autoridad competente para crear normas impersonales, generales y abstractas al respecto, o sea el Congreso de la Unión, y porque tales criterios y tesis contienen y constituyen verdaderos excesos que nuestra Ley Suprema no autoriza, y por no autorizarlos no es posible que a través de los mismos se genere semejante regulación, la que restringe el ejercicio de juicio de derechos humanos fundamentales promovidos sobre la base del interés legítimo, lo que rebaza en mucho lo dispuesto en nuestra Ley Suprema, luego entonces los criterios contenidos en las referidas tesis, en realidad se trata de indebidas interpretaciones, que carecen de sustento constitucional y convencional, y es por ello que no existe base para emitirlas en ese sentido; máxime que se trata de simples tesis aisladas, que indudablemente contienen criterios equivocados (sin opinar sobre el contexto en que se emitieron) y que por fortuna no forman jurisprudencia, y es por tal razón que no resultan ser obligatorias, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 192 de la Ley de Amparo abrogada, el que a la letra dice:

“Artículo 192.- La jurisprudencia que establezca la Suprema Corte de Justicia, funcionando en Pleno o en Salas, es obligatoria para éstas en tratándose de la que decrete el Pleno, y además para los Tribunales  Unitarios y Colegiados de Circuito, los juzgados de Distrito, los tribunales militares y judiciales del orden común de los Estados y del Distrito Federal, y tribunales administrativos y del trabajo, locales o federales.

Las resoluciones constituirán jurisprudencia, siempre que lo resuelto en ellas se sustenten en cinco sentencias ejecutorias ininterrumpidas por otra en contrario, que hayan sido aprobadas por lo menos por ocho ministros si se tratara de jurisprudencia del pleno, o por cuatro ministros, en los casos de jurisprudencia de las salas.

También constituyen jurisprudencia las resoluciones que diluciden las contradicciones de tesis de Salas y de Tribunales Colegiados.”

(El énfasis añadido es mío)

Debiéndose hacer la observación de que, aún en el supuesto de que dichas tesis constituyeran jurisprudencia, y fueran de observancia obligatoria conforme al invocado artículo 192 de la Ley de Amparo, es decir hayan sido sustentadas en cinco sentencias ejecutorias ininterrumpidas por otra en contrario, y en ese sentido su observancia fuese obligatoria para los tribunales, queda claro que no dejarían de ser la interpretación que de la ley hace el órgano jurisdiccional, y es por tal motivo que no podrían tener el alcance de derogarla o reformarla, ni de equipararse a ella, ni mucho menos a la propia Constitución.

Criterios que se reitera no tienen el rango de una ley formalmente expedida por el Congreso de la Unión, ni pueden equiparse a ella, y menos reformarla o adicionarla, ni mucho menos excederse a lo previsto en la Ley de Leyes, quedando por tal situación en meras interpretaciones erróneas que de la ley formulan los tribunales; criterios que precisamente de acuerdo a la propia ley de la materia, son posibles de enmendarse y/o corregirse hacia el campo de lo constitucional; máxime en la especie que como ha quedado debidamente demostrado en el escrito inicial de demanda de mis representados, contradicen los preceptos de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, así como de nuestra propia Constitución.
Por los razonamientos hechos valer en el texto del presente escrito, se solicita no se tomen en cuenta los aludidos criterios jurisprudenciales, y se resuelva aplicando de manera directa los preceptos de nuestra Constitución, por el simple orden jerárquico normativo, de acuerdo al principio de Supremacía Constitucional instruido por el artículo 133 Constitucional, con el fin de que sean analizados a fondo los argumentos vertidos por mi representado y no se le deje en estado de indefensión.

Por otra parte, tampoco el A quo tomó en cuenta que el Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación del día 30 de noviembre de 2012, de acuerdo a su transitorio Primero, entró en vigor el día 1º de diciembre del mismo año (con las salvedades y modalidades establecidas en sus diversos artículos transitorios), que a  la letra dice:

“Primero. El presente entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.”

Por lo que en ese sentido los artículos de la Ley Federal del Trabajo que se impugnan, son autoaplicativos, toda vez que por su sola entrada en vigor se causan agravios y afectaciones al Quejoso, ya que su contenido viola los derechos constitucionales y convencionales como titular de un interés legítimo colectivo, afectando su esfera jurídica propia en virtud de su especial situación frente al orden jurídico protegido por nuestra Constitución, ya que se trata de violaciones que afectan también el interés legítimo individual en materia de derechos humanos laborales que integran la esfera propia de  derecho de todos y cada uno de los trabajadores que lo integran, y que por ministerio de su objeto legalmente establecido le corresponde representar y defender como grupo e integrantes del factor de la producción correspondiente a la fuerza de trabajo.

En esa virtud el Quejoso hizo valer el interés legítimo colectivo que le asiste y las garantías con que se protegen los principios de aplicación e interpretación  de progresividad y pro-homine, que son propios de todos y cada uno de sus integrantes, invocando para tal efecto los siguientes precedentes jurisprudenciales:

[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 2; Pág. 1797

“INTERES LEGÍTIMO EN OBSERVANCIA DEL PRINCIPIO DE SUPREMACÍA CONSTITUCIONAL DEBE APLICARSE LO DISPUESTO EN EL ARTÍCULO 107, FRACCIÓN I, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS (VIGENTE A PARTIR DEL 4 DE OCTUBRE DE 2011), NO OBSTANTE QUE LA LEY DE AMPARO NO HAYA SIDO REFORMADA PARA REGLAMENTAR SU APLICACIÓN. La Ley de Amparo no ha sido reformada para la procedencia del juicio de garantías por afectación del “interés legítimo”, pues únicamente la establece por menoscabo del interés jurídico. Sin embargo, en acatamiento al principio de supremacía constitucional, contenido en el artículo 133 de la Constitución Federal (que excluye la posibilidad de que leyes de jerarquía inferior reduzcan el cumplimiento de los mandamientos supremos), debe atenderse a la disposición que sí prevé la existencia de tal figura jurídica, es decir, el artículo 107, fracción I, de la Carta Magna, pues de lo contrario, su observancia dependería indebidamente de la voluntad del legislador ordinario.”
[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XIV, Noviembre de 2012, Tomo 3; Pág. 1908

“INTERES LEGÍTIMO. EN QUÉ CONSISTE PARA EFECTOS DE LA PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. El interés legítimo, para efectos de la procedencia del juicio de amparo, consiste en el poder de exigencia con que cuenta un sujeto, que si bien no se traduce en un derecho subjetivo, permite reconocerle la facultad de impugnar la actuación o la omisión de una autoridad en orden a la afectación que ello le genera, al no acatar lo previsto por determinadas disposiciones jurídicas que le reportan una situación favorable o ventajosa. Dicho en otras palabras, es la pretensión o poder de exigencia que deriva de una lesión o principio de afectación a la esfera jurídica de un gobernado, generada por un acto de autoridad y sus consecuencias, cuya anulación o declaratoria de ilegalidad trae consigo una ventaja para éste, por hallarse en una situación especial o cualificada.”
[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XIII, Octubre de 2012, Tomo 4; Pág. 2622

“JUICIO DE AMPARO. AL SEGUIRSE CONFORME A LOS ARTÍCULOS 103 Y 107 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL, A PARTIR DE SU REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 6 DE JUNIO DE 2011, PUEDE CONSIDERARSE COMO EL RECURSO EFECTIVO A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 25 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS. El artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos prevé que toda persona tendrá derecho a que se le administre justicia por los tribunales, de manera expedita, pronta, completa e imparcial. Por su parte, el artículo 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos establece que toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los Jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o por dicha convención. De lo anterior se advierte que es obligación de las autoridades judiciales resolver los conflictos que les planteen las partes de manera integral y completa, sin obstáculos o dilaciones innecesarias y evitando formalismos o interpretaciones no razonables u ociosas que impidan o dificulten el enjuiciamiento de fondo y la auténtica tutela judicial. En ese sentido, si bien es cierto que la Ley de Amparo, en su actual redacción, no prevé la posibilidad de que las personas acudan a los tribunales para impedir o reparar la violación a sus derechos humanos, también lo es que a través de las reformas constitucionales en materia de derechos humanos y amparo, publicadas en el Diario Oficial de la Federación el 10 y 6 de junio de 2011, respectivamente, se amplió el espectro de protección del juicio de amparo, al incluir expresamente a los derechos humanos reconocidos y las garantías otorgadas para su protección por la Constitución, así como por los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte; asimismo, se simplificó el acceso al mencionado juicio constitucional, al indicar que podrá promoverlo quien aduzca ser titular de un derecho o de un interés legitimo individual o colectivo, cuando se afecte su esfera jurídica de manera directa o en virtud de su especial situación frente al orden jurídico. Consecuentemente, el juicio de amparo, al seguirse conforme a los reformados artículos 103 y 107 constitucionales, puede considerarse como el recurso efectivo a que se refiere el citado artículo 25, pues se faculta a una autoridad judicial para que, a través de dicho juicio de acceso simple, resuelva efectivamente los conflictos planteados por las personas nacionales o extranjeras que se encuentren en el país, contra cualquier acto u omisión de la autoridad que transgreda sus derechos humanos o los criterios establecidos en las sentencias emitidas por la Corte Interamericana de Derechos Humanos.”
[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 2; Pág. 1796

“INTERÉS LEGÍTIMO EN EL JUICIO DE AMPARO. SE ACTUALIZA SI AL ADELANTAR LA EVENTUAL CONCESIÓN DE LA PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL SE APRECIA QUE SE RESTITUIRÁ AL QUEJOSO EN EL GOCE DE ALGÚN DERECHO CONCRETO. El interés legítimo se basa primordialmente en la existencia de un interés de mayor dimensión que el simple, es decir, en un interés cualificado, actual y real, que se traduce en que el acto reclamado afecte la esfera jurídica concreta del gobernado por virtud de la especial situación que éste guarde en relación con el orden jurídico, de modo que la promoción y, en su caso, resolución favorable del juicio de garantías le reporten un beneficio concreto y real, pues es ésa precisamente la finalidad de dicho medio extraordinario de defensa que, conforme al artículo 80 de la Ley de Amparo -aplicable en todo aquello que no se oponga a la reforma a los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 6 de junio de 2011, en vigor a partir del 4 de octubre siguiente- tiene por efecto restituir al agraviado en el goce de la garantía violada, restableciendo las cosas al estado que guardaban antes de la violación, cuando el acto sea positivo y, cuando sea negativo, su efecto será obligar a la autoridad a que actúe en el sentido de respetar la garantía de que se trate. Por tanto, para que se configure un interés de tal naturaleza se requiere de una afectación por lo menos indirecta -dentro de un parámetro de razonabilidad y no sólo de mera probabilidad- en la esfera jurídica del particular, derivada del acto reclamado, de suerte que si al adelantar la eventual concesión de la protección constitucional en el juicio de amparo se aprecia que se restituirá al quejoso en el goce de algún derecho concreto, se actualiza en su favor un interés legítimo, es decir, éste existe siempre que pueda presumirse que la declaración jurídica pretendida habrá de colocar al accionante en condiciones de conseguir un determinado beneficio.”
En atención a los argumentos, normas y tesis que anteceden, y en contraste con la anacrónicas tesis como: “LEYES AUTOAPLICATIVAS Y HETEROAPLICATIVAS, DISTINCIÓN BASADA EN EL CONCEPTO DE INDIVIDUALIZACIÓN INCONDICIONADA” en virtud de que su interpretación y efectos de aplicación deben operarse (y así se solicitó al C. Juez A quo en el escrito inicial de demanda), con una nueva visión y a la luz de las nuevas reglas que se han imprimido a nuestro orden jurídico (empero, como ya se adujo no fue tomado en cuenta tal pedimento), como consecuencia de las reformas a los artículos 1°, 103 y 107, fracción I, Constitucionales, en relación a la operancia del principio de supremacía constitucional previsto en el numeral 133 de nuestro máximo ordenamiento, esto es, que los anteriores principios que atendieron a la distinción entre los efectos autoaplicativos o heteroaplicativos de las normas legales, se han transformado sustancialmente, de forma que prácticamente y por ministerio de las reformas a nuestro sistema de amparo y del reconocimiento de los derechos humanos y sus garantías previstos en nuestro orden jurídico del que forman parte con jerarquía constitucional los tratados internacionales suscritos por el Estado Mexicano, todos los derechos humanos como lo son los laborales y las normas que los establecen o las normas que los contradicen, como es el caso de las impugnadas, son de naturaleza autoaplicativa, máxime que en el presente juicio de garantías, se hace valer el interés legítimo colectivo que concierne al Quejoso, así como en representación del interés legítimo individual de sus representados, con fundamento en los artículos 1, 2 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José), así como el Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales “Protocolo de San Salvador”, El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales en su artículo 5; Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, en su artículo 5; la Declaración de Philadelphia de 1944 de la Organización Internacional del Trabajo, entre otras. Instrumentos que parte de nuestra normatividad constitucional de conformidad con lo señalado en los artículos 1º y 133 de nuestra Constitución, con base en estos dispositivos, el Estado Mexicano se encuentra obligado a armonizar el sistema jurídico legal interno al internacional y, por tanto, dichos dispositivos son de carácter fundamental y obligatorio, toda vez que la violación de derechos humanos, que como organización social colectiva representa para su debida defensa, no solo se da por acción (heteroaplicabilidad) sino también por omisión (autoaplicabilidad), como en el caso que nos ocupa; porque al aprobar, expedir, promulgar, refrendar, ejecutar y publicar el Decreto que contiene las reformas a los numerales de la Ley Federal del Trabajo que se combaten en el presente juicio de garantías, por parte de las Autoridades que intervienen en sus distintos ámbitos, absteniéndose de observar dichos dispositivos internacionales, se materializa la violación de los derechos humanos laborales de los representados del hoy Quejoso, porque los derechos humanos les son inherentes a sus defensos, pero sobre todo porque su violación es intemporal de acuerdo al principio convencional erga omnes, es decir; la violación de derechos humanos es automática al publicar una ley que no se apega a dichos dispositivos constitucionales e internacionales, esto por mandato del artículo 1° Constitucional, así como por CONTROL DE CONVENCIONALIDAD, ya que de lo contrario equivaldría a restringir o suspender las garantías para su protección, acorde con las tesis que se reproducen:

 [T.A.], Décima Época, Pleno, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro III, Diciembre de 2011, Página: 552, Tesis: P. LXIX/2011(9a.), Materia (s): Constitucional.

“PASOS A SEGUIR EN EL CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD Y CONVENCIONALIDAD EX OFFICIO EN MATERIA DE DERECHOS HUMANOS: La posibilidad de inaplicación de leyes por los jueces del país, en ningún momento supone la eliminación o el desconocimiento de la presunción de constitucionalidad de ellas, sino que, precisamente, parte de esta presunción al permitir hacer el contraste previo a su aplicación. En ese orden de ideas, el Poder Judicial al ejercer un control de convencionalidad ex officio en materia de derechos humanos, deberá realizar los siguientes pasos: a) Interpretación conforme en sentido amplio, lo que significa que los jueces del país -al igual que todas las demás autoridades del Estado Mexicano-, deben interpretar el orden jurídico a la luz y conforme a los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los tratados internacionales en los cuales el Estado Mexicano sea parte, favoreciendo en todo tiempo a las personas con la protección más amplia; b) Interpretación conforme en sentido estricto, lo que significa que cuando hay varias interpretaciones jurídicamente válidas, los jueces deben, partiendo de la presunción de constitucionalidad de las leyes, preferir aquella que hace a la ley acorde a los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los tratados internacionales en los que el Estado Mexicano sea parte, para evitar incidir o vulnerar el contenido esencial de estos derechos; y, c) Inaplicación de la ley cuando las alternativas anteriores no son posibles. Lo anterior no afecta o rompe con la lógica de los principios de división de poderes y de federalismo, sino que fortalece el papel de los jueces al ser el último recurso para asegurar la primacía y aplicación efectiva de los derechos humanos establecidos en la Constitución y en los tratados internacionales de los cuales el Estado Mexicano es parte.”

[T.A.]Décima Época,  Pleno, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro III, Diciembre de 2011, Página: 551, Tesis: P. LXVIII/2011 (9a.), Materia (s): Constitucional

“PARÁMETRO PARA EL CONTROL DE CONVENCIONALIDAD EX OFFICIO EN MATERIA DE DERECHOS HUMANOS: El mecanismo para el control de convencionalidad ex officio en materia de derechos humanos a cargo del Poder Judicial debe ser acorde con el modelo general de control establecido constitucionalmente. El parámetro de análisis de este tipo de control que deberán ejercer todos los jueces del país, se integra de la manera siguiente: a) todos los derechos humanos contenidos en la Constitución Federal (con fundamento en los artículos 1o. y 133), así como la jurisprudencia emitida por el Poder Judicial de la Federación; b) todos los derechos humanos contenidos en tratados internacionales en los que el Estado Mexicano sea parte; c) los criterios vinculantes de la Corte Interamericana de Derechos Humanos derivados de las sentencias en las que el Estado Mexicano haya sido parte, y d) los criterios orientadores de la jurisprudencia y precedentes de la citada Corte, cuando el Estado Mexicano no haya sido parte.”
 [TA]; 10a. Época; Pleno; S.J.F. y su Gaceta; Libro III, Diciembre de 2011, Tomo 1; Pág. 535

“CONTROL DE CONVENCIONALIDAD EX OFFICIO EN UN MODELO DE CONTROL DIFUSO DE CONSTITUCIONALIDAD. De conformidad con lo previsto en el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, todas las autoridades del país, dentro del ámbito de sus competencias, se encuentran obligadas a velar no sólo por los derechos humanos contenidos en la Constitución Federal, sino también por aquellos contenidos en los instrumentos internacionales celebrados por el Estado Mexicano, adoptando la interpretación más favorable al derecho humano de que se trate, lo que se conoce en la doctrina como principio pro persona. Estos mandatos contenidos en el artículo 1o. constitucional, reformado mediante Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación de 10 de junio de 2011, deben interpretarse junto con lo establecido por el diverso 133 para determinar el marco dentro del que debe realizarse el control de convencionalidad ex officio en materia de derechos humanos a cargo del Poder Judicial, el que deberá adecuarse al modelo de control de constitucionalidad existente en nuestro país. Es en la función jurisdiccional, como está indicado en la última parte del artículo 133 en relación con el artículo 1o. constitucionales, en donde los jueces están obligados a preferir los derechos humanos contenidos en la Constitución y en los tratados internacionales, aun a pesar de las disposiciones en contrario que se encuentren en cualquier norma inferior. Si bien los jueces no pueden hacer una declaración general sobre la invalidez o expulsar del orden jurídico las normas que consideren contrarias a los derechos humanos contenidos en la Constitución y en los tratados (como sí sucede en las vías de control directas establecidas expresamente en los artículos 103, 105 y 107 de la Constitución), sí están obligados a dejar de aplicar las normas inferiores dando preferencia a las contenidas en la Constitución y en los tratados en la materia.”
Por tanto, el acto reclamado es violatorio de derechos humanos laborales, que como parte de la obligación que le impone al Estado Mexicano la Constitución y normas internacionales de promover, respetar, proteger y garantizar los Derechos Humanos conforme a los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad ajustándose a dichos dispositivos internacionales y así asegurar al ser humano una adecuada reparación de sus derechos humanos mediante un recurso sencillo, rápido y eficaz, como debe ser el juicio de garantías en el que accionó, con el fin de salvaguardar al Quejoso y a sus representados, de violaciones con motivo de los actos reclamados y que sean efectivamente considerados  violatorios de derechos humanos. De todo ello deviene la autoaplicabilidad de los actos reclamados en virtud del agravio que sufren los quejosos en su esfera jurídica por su situación especial hacia el orden jurídico como clase trabajadora.
Así las cosas, en virtud de que el acto reclamado es de carácter autoaplicativo el Juzgador debió declarar la inconstitucionalidad e in-convencionalidad de las disposiciones combatidas y que, por tanto, deberán quedar sin efecto alguno para el Quejoso, tanto en su aplicación actual como futura, debiendo restituírsele en el goce y ejercicio de sus derechos fundamentales respecto de todos esas disposiciones; lo anterior, con sustento en la siguiente jurisprudencia: 

  Novena Época, Pleno, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, P./J. 112/99 X, Noviembre de 1999, Materia(s): Constitucional, Común, P. 19.

“AMPARO CONTRA LEYES. SUS EFECTOS SON LOS DE PROTEGER AL QUEJOSO CONTRA SU APLICACIÓN PRESENTE Y FUTURA. El principio de relatividad de los efectos de la sentencia de amparo establecido en los artículos 107, fracción II, constitucional y 76 de la Ley de Amparo, debe interpretarse en el sentido de que la sentencia que otorgue el amparo tiene un alcance relativo en la medida en que sólo se limitará a proteger al quejoso que haya promovido el juicio de amparo. Sin embargo, este principio no puede entenderse al grado de considerar que una sentencia que otorgue el amparo contra una ley sólo protegerá al quejoso respecto del acto de aplicación que de la misma se haya reclamado en el juicio, pues ello atentaría contra la naturaleza y finalidad del amparo contra leyes. Los efectos de una sentencia que otorgue el amparo al quejoso contra una ley que fue señalada como acto reclamado son los de protegerlo no sólo contra actos de aplicación que también haya impugnado, ya que la declaración de amparo tiene consecuencias jurídicas en relación con los actos de aplicación futuros, lo que significa que la ley ya no podrá válidamente ser aplicada al peticionario de garantías que obtuvo la protección constitucional que solicitó, pues su aplicación por parte de la autoridad implicaría la violación a la sentencia de amparo que declaró la inconstitucionalidad de la ley respectiva en relación con el quejoso; por el contrario, si el amparo le fuera negado por estimarse que la ley es constitucional, sólo podría combatir los futuros actos de aplicación de la misma por los vicios propios de que adolecieran. El principio de relatividad que sólo se limita a proteger al quejoso, deriva de la interpretación relacionada de diversas disposiciones de la Ley de Amparo como son los artículos 11 y 116, fracción III, que permiten concluir que en un amparo contra leyes, el Congreso de la Unión tiene el carácter de autoridad responsable y la ley impugnada constituye en sí el acto reclamado, por lo que la sentencia que se pronuncie debe resolver sobre la constitucionalidad de este acto en sí mismo considerado; asimismo, los artículos 76 bis, fracción I, y 156, que expresamente hablan de leyes declaradas inconstitucionales por la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; y, finalmente, el artículo 22, fracción I, conforme al cual una ley puede ser impugnada en amparo como autoaplicativa si desde que entra en vigor ocasiona perjuicios al particular, lo que permite concluir que al no existir en esta hipótesis acto concreto de aplicación de la ley reclamada, la declaración de inconstitucionalidad que en su caso proceda, se refiere a la ley en sí misma considerada, con los mismos efectos antes precisados que impiden válidamente su aplicación futura en perjuicio del quejoso. Consecuentemente, los efectos de una sentencia que otorga la protección constitucional al peticionario de garantías en un juicio de amparo contra leyes, de acuerdo con el principio de relatividad, son los de proteger exclusivamente al quejoso, pero no sólo contra el acto de aplicación con motivo del cual se haya reclamado la ley, si se impugnó como heteroaplicativa, sino también como en las leyes autoaplicativas, la de ampararlo para que esa ley no le sea aplicada válidamente al particular en el futuro.

TERCERO.- Lo causa la sentencia que se impugna, toda vez que el A quo en lo relativo a los regímenes laborales, atinentes a la relación de trabajo, para obra o tiempo determinado, por temporada, de capacitación inicial o por tiempo indeterminado, así como la relación con sujeción a período de prueba, pretende sustentar este criterio con un estudio literal de algunos artículos de los Estatutos del Sindicato quejoso y lo pretende relacionar con todos y cada uno de los artículos de la Reforma de la Ley Federal de Trabajo que se combatieron mediante el juicio de amparo fuente, transcribe estos artículos y hace un breve análisis planteando que el Sindicato no evidenció probatoriamente que sus agremiados estén sujetos al régimen de los artículos que refiere.

De la simple lectura de la sentencia que hoy se combate, queda claro que jamás el juez procede a estudiar e interpretar en su sentencia los CONCEPTOS DE VIOLACIÓN de la demanda de amparo de mi representado, en virtud de que se relacionaron las violaciones con la premisa fundamental precisamente del artículo 1° constitucional en vigor.

Con las reformas laborales  las autoridades responsables, contravienen las bases fundamentales del artículo 123 Constitucional de justicia social y equilibrio entre los factores de la producción imponiendo la precarización del empleo, a través de la modalidades de contratación, contrariando así las obligaciones que el propio artículo 1º constitucional le impone y normas internacionales respecto a armonizar su legislación y política. 

El juez en la sentencia que se combate, no toma en cuenta que la dignidad humana es base y fundamento a los derechos humanos debiendo entenderse bajo los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad; con la obligación de toda autoridad de promover, respetar y garantizar los derechos humanos, favoreciendo la protección más amplia posible a favor de la persona, de conformidad con los citados principios, esto en cumplimiento del artículo 1° de las reformas del 11 de junio de 2012 a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en materia de derechos humanos.

Cuando la legislación se emite sin considerar el marco nacional e internacional de protección y garantía de derechos fundamentales se incurre en su vulneración e incumplimiento de sus fines. Más grave aun cuando se pierde de vista que el respeto a la dignidad de todo ser humano prohíbe que el estado trate a una persona como medio para alcanzar un fin.
Siendo aplicable la norma en el marco internacional siguiente:  

a) Protocolo Adicional a la Convención Americana Sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales “Protocolo de San Salvador” en sus artículos 6, 7 incisos a), b) y d), 9, 10

Artículo 6. Derecho al Trabajo

1. Toda persona tiene derecho al trabajo, el cual incluye la oportunidad de obtener los medios para llevar una vida digna y decorosa a través del desempeño de la actividad lícita libremente escogida o aceptada.

b) Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre en su artículo XIV.

Artículo XIV. Toda persona tiene derecho al trabajo en condiciones dignas y a seguir libremente su vocación, en cuanto lo permitan las oportunidades existentes de empleo.

Toda persona que trabaja tiene derecho a recibir una remuneración que, en relación con su capacidad y destreza le asegure un nivel de vida conveniente para sí misma y su familia.

c) Carta Internacional Americana de Garantías Sociales o Declaración de los Derechos Sociales del Trabajador en sus artículos 2 inciso a), b), 6.

Artículo 2. Considérense como básicos en el derecho social de los países americanos los siguientes principios:

a) El trabajo es una función social, goza de la protección especial del Estado y no debe considerarse como artículo de comercio.

b) Todo trabajador debe tener la posibilidad de una existencia digna y el derecho a condiciones justas en el desarrollo de su actividad. 

Artículo 6. La ley regulará el contrato individual de trabajo, a efecto de garantizar los derechos de los trabajadores.
CUARTO.- Asimismo se tiene que en la sentencia que se recurre, el Juzgador incumple con la reforma al artículo 1º constitucional en su párrafo tercero en el cual, establece que toda autoridad en el ámbito de su competencia tiene la obligación de promover, respetar proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principio de universalidad, interdependencia y progresividad y en virtud de estos, la valoración de los derechos fundamentales queda vinculada a la premisa de que deben respetarse en beneficio de todo ser humano sin ninguna distinción, los derechos humanos han de apreciarse como relacionados de forma que no sería posible distinguirlos en orden de importancia como prerrogativas independientes.

Las reformas a la Ley Federal de Trabajo resultan inconstitucionales, en virtud de que son regresiva puesto que eliminan derechos ya conocidos, ejercidos y gozados por los trabajadores mexicanos en su artículo 123 Apartado A, Constitucional de 1917, primera Constitución Social del mundo, pero además la reforma constitucional del 11 de junio del año 2012, eleva los derechos laborales a la condición de derechos humanos.

Las modificaciones legislativas no pueden ser regresivas, sino que deben atender a la justicia social y la equidad, así las autoridades están obligadas a corregir las visibles desigualdades sociales que permitan facilitar la inclusión y la participación de los ciudadanos, frente a la expedición de normas; esta obligación se traduce en que una vez alcanzado cierto nivel de protección, goce y ejercicio de derechos fundamentales, el estado mexicano debe respetar los derechos humanos y armonizar su legislación interna en ese sentido, así el principio de no regresividad se convierte en un pilar del derecho laboral, consagrado en la reforma a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos que reconoce que todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos por la constitución y los tratados internacionales, reconociendo la aplicabilidad de los Tratados Internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte y en ejercicio del principio de convencionalidad, debe aplicar e interpretar la norma en el marco internacional siguiente:  

a) Protocolo Adicional a la Convención Americana Sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales “Protocolo de San Salvador” en sus artículos 6, 7 incisos a), b) y d), 9, 10

Artículo 6. Derecho al Trabajo

2. Los Estados partes se comprometen a adoptar las medidas que garanticen plena efectividad al derecho al trabajo, en especial las referidas al logro del pleno empleo, a la orientación vocacional y al desarrollo de proyectos de capacitación técnico- profesional, particularmente aquellos destinados a los minusválidos. Los Estados partes se comprometen también a ejecutar y a fortalecer programas que coadyuven a una adecuada atención familiar, encaminados a que la mujer pueda contar con una efectiva posibilidad de ejercer el derecho al trabajo.  

Artículo 7. Condiciones Justas, Equitativas y Satisfactorias de Trabajo

Los Estados partes en el presente Protocolo reconocen que el derecho al trabajo al que se refiere el artículo anterior, supone que toda persona goce del mismo en condiciones justas, equitativas y satisfactorias, para lo cual dichos Estados garantizaran en sus legislaciones nacionales, de manera particular

a. una remuneración que asegure como mínimo a todos los trabajadores condiciones de subsistencia digna y decorosa para ellos y sus familias y un salario equitativo e igual por trabajo igual, sin ninguna distinción;

b. el derecho de todo trabajador a seguir su vocación y a dedicarse a la actividad que mejor responda a sus expectativas y …

c. …

d. la estabilidad de los trabajadores en sus empleos, de acuerdo con las características de las industrias y profesiones… En casos de despido injustificado, el trabajador tendrá derecho … a la readmisión en el empleo….

Artículo 9. Derecho a la Seguridad Social

1. Toda persona tiene derecho a la seguridad social que la proteja contra las consecuencias con la vejez y la incapacidad que la imposibilite física o mentalmente para obtener los medios para llevar una vida digna y decorosa…

Artículo 10. Derecho a la Salud.

1. Toda persona tiene derecho a la salud, entendida como el disfrute del más alto nivel de bienestar físico, mental y social.      

b) Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre en sus artículos XVI y XXXVII.

Artículo XVI. Toda persona tiene derecho a la seguridad social que le proteja contra las consecuencias de la desocupación, de la vejez y de la incapacidad que, proveniente de cualquier otra causa ajena a su voluntad, la imposibilite física o mentalmente para obtener los medios de subsistencia.

Artículo XXXVII. Toda persona tiene el deber de trabajar, dentro de su capacidad y posibilidades, a fin de obtener los recursos para su subsistencia o en beneficio de la comunidad.  

d) Carta de la Organización de los Estados  Americanos  en sus artículos 34 inciso g) y 45 inciso b).

Artículo 34. Los Estados miembros convienen en que la igualdad de oportunidades, la eliminación de la pobreza crítica y la distribución equitativa de la riqueza y del ingreso, así como la plena participación de sus pueblos en las decisiones relativas a su propio desarrollo, son, entre otros, objetivos básicos del desarrollo integral. Para lograrlos, convienen asimismo en dedicar sus máximos esfuerzos a la consecución de las siguientes metas básicas:

g) Salarios justos, oportunidades de empleo y condiciones de trabajo aceptables para todos;  

Artículo 45. Los Estados miembros, convencidos de que el hombre sólo puede alcanzar la plena realización de sus aspiraciones dentro de un orden social justo, acompañado de desarrollo económico y verdadera paz, convienen en dedicar sus máximos esfuerzos a la aplicación de los siguientes principios y mecanismos:

b) El trabajo es un derecho y un deber social, otorga dignidad a quien lo realiza y debe prestarse en condiciones que, incluyendo un régimen de salarios justos, aseguren la vida, la salud y un nivel económico decoroso para el trabajador y su familia, tanto en sus años de trabajo como en su vejez, o cuando cualquier circunstancia lo prive de la posibilidad de trabajar; 

e) Protocolo de reformas a la Carta de la Organización de los Estados Americanos (V-31) “Protocolo de Buenos Aires en sus artículos 31 inciso g), 43 inciso b) 

Artículo 31. Los Estados Miembros, a fin de acelerar su desarrollo económico y social de conformidad con sus propias modalidades y procedimientos, en el marco de los principios democráticos y de las instituciones del Sistema Interamericano, convienen en dedicar sus máximos esfuerzos al logro de las siguientes metas básicas:… 

g) Salarios justos, oportunidades de empleos y condiciones de trabajo aceptables para todos.  

Artículo 43. Los Estados Miembros, convencidos de que el hombre solo puede alcanzar la plana realización de sus aspiraciones dentro de un orden social justo, acompañado de desarrollo económico y verdadera paz, convienen en dedicar sus máximos esfuerzos a la aplicación de los siguientes principios y mecanismos:

…

b) El trabajo es un derecho y un deber social, otorga dignidad a quien lo realice y debe prestarse en condiciones que, incluyendo un régimen de salarios justos, aseguren la vida, la salud y un nivel económico decoroso para el trabajador y su familia, tanto en sus años de trabajo como en su vejez, o cuando cualquier circunstancia lo prive de la posibilidad de trabajar;… 

QUINTO.- En cuanto a la afirmación del Juzgador en la sentencia que se recurre, en el sentido de que “queda descartado que el sindicato tenga una especial situación frente al orden jurídico, respecto de los siguientes artículos:  15-A, 15-B, 15-C y Í5-D, 1004-B y 1004-C de la Ley Federal del Trabajo, se manifiesta que es equívoca dicha afirmación, toda vez que el sindicato quejoso es parte de una clase social, la de los trabajadores, tiene un interés difuso y por lo tanto, la subcontratación es una nueva figura jurídica laboral que afecta a todos los trabajadores mexicanos, pues con ella se pretende reducir el costo de la fuerza de trabajo, en menoscabo de la regresión de la totalidad de los derechos individuales, colectivos y de seguridad social de los trabajadores, siendo de explorado derecho que las empresas subcontratistas las más de las veces carecen de los elementos propios suficientes para cumplir con las obligaciones que deriven de las relaciones con sus trabajadores, como es el caso público de los  más de 10 mil trabajadores contratados por 200 empresas subcontratistas que han venido prestando el servicio de energía eléctrica en las cinco entidades federativas en donde la empresa Luz y Fuerza del Centro prestaba dicho servicio, trabajadores subcontratados que padecen la total precariedad, no tienen estabilidad en el empleo, sus salarios es apenas de un tercio del salario que recibían los trabajadores de LYFC, no tienen sindicato, ni contrato colectivo de trabajo y su seguridad social es muy incipiente; en muchos casos ya abarcan la totalidad de las actividades tendientes a la realización del objeto social de las empresas, como son los casos de IBM y BANCOMER; sin que sea cierto que tengan alguna prohibición en cuanto a la realización de iguales o similares en su totalidad de las actividades, que se desarrollen en el centro de trabajo, menos aun no siendo de carácter especializado y comprendiendo tareas iguales o similares a las que realizan el resto de los trabajadores al servicio del contratante; siendo la sanción en caso de incumplimiento ridícula e inequitativa, pues va de 16 mil a 325 mil pesos, eso si hubiera en México Inspectores suficientes y honestos, empero es el caso que difícilmente se pueden encontrar casos excepcionales.

También es equívoca la afirmación del A quo que formulara en el sentido de que el sindicato recurrente, no evidenció probatoriamente que sus agremiados estén sujetos a ese régimen, es decir, que sus trabajadores presten servicios en virtud de una subcontratación a favor de diversa persona física o moral, pues en el presente caso se trata de un amparo contra leyes autoaplicativas, las cuales han sido consideradas así por la jurisprudencia del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación cuando reúnen las siguientes condiciones: a) que desde que las disposiciones de la ley entren en vigor, obliguen al particular, cuya situación jurídica prevé, a hacer o dejar de hacer, y b) que no sea necesario un acto posterior de autoridad para que se genere dicha obligatoriedad.

Apoyan las anteriores consideraciones legales, la siguiente tesis de jurisprudencia:

[J]; 7a. Época; Pleno; S.J.F.; Volumen 181-186, Primera Parte; Pág. 250 

“LEY AUTOAPLICATIVA. Para considerar una ley como autoaplicativa deben reunirse las siguientes condiciones: a) que desde que las disposiciones de la ley entren en vigor, obliguen al particular, cuya situación jurídica prevé, a hacer o dejar de hacer, y b) que no sea necesario un acto posterior de autoridad para que se genere dicha obligatoriedad.”

[TA]; 9a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXIV, Septiembre de 2011; Pág. 2136

INTERESES DIFUSOS O COLECTIVOS. SU TUTELA MEDIANTE EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. En torno a los derechos colectivos la doctrina contemporánea ha conceptualizado, de manera general, al interés supraindividual y, específicamente, a los intereses difusos y colectivos. Así, el primero no debe entenderse como la suma de intereses individuales, sino como su combinación, por ser indivisible, en tanto que debe satisfacer las necesidades colectivas. Por su parte, los intereses difusos se relacionan con aquellas situaciones jurídicas no referidas a un individuo, sino que pertenecen a una pluralidad de sujetos más o menos determinada o indeterminable, que están vinculados únicamente por circunstancias de hecho en una situación específica que los hace unificarse para acceder a un derecho que les es común. Mientras que los colectivos corresponden a grupos limitados y circunscritos de personas relacionadas entre sí debido a una relación jurídica, con una conexión de bienes afectados debido a una necesidad común y a la existencia de elementos de identificación que permiten delimitar la identidad de la propia colectividad. Sin embargo, sea que se trate de intereses difusos o colectivos, lo trascendental es que, en ambos, ninguno es titular de un derecho al mismo tiempo, pues todos los miembros del grupo lo tienen. Ahora, debido a la complejidad para tutelarlos mediante el amparo, dado que se advierte como principal contrariedad la legitimación ad causam, porque pudiera considerarse que rompe con el sistema de protección constitucional que se rige, entre otros, por los principios de agravio personal y directo y relatividad de las sentencias, el Constituyente Permanente, mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 29 de julio de 2010, adicionó un párrafo tercero al artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y ordenó la creación de leyes y procedimientos para que los ciudadanos cuenten con nuevos mecanismos de tutela jurisdiccional para la defensa de sus intereses colectivos, sin que se haya expedido el ordenamiento que reglamente las acciones relativas. No obstante, la regulación formal no constituye una condición para determinar la legitimación procesal de los miembros de la colectividad cuando precisan defender al grupo al que pertenecen de un acto autoritario que estiman afecta algún interés supraindividual. Consecuentemente, todos los miembros de un grupo cuentan con interés legítimo para promover el juicio de garantías indirecto, en tanto que se hace valer un interés común y la decisión del conflicto se traducirá en un beneficio o, en su caso, en un perjuicio para todos y no sólo para quienes impugnaron el acto.

[TA]; 9a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXVII, Abril de 2008; Pág. 2381

INTERESES COLECTIVOS O DIFUSOS EN PROCESOS JURISDICCIONALES COLECTIVOS O INDIVIDUALES. CARACTERÍSTICAS INHERENTES. El ejercicio de las acciones colectivas ante los órganos jurisdiccionales, exige al Juez adecuar el procedimiento, para adoptar los principios del proceso jurisdiccional social. En principio, el juzgador debe despojarse de la idea tradicional de los límites impuestos para la defensa de los intereses individuales o el derecho subjetivo de cada individuo, para acudir a una interpretación jurídica avanzada, de vanguardia, en la cual potencialice las bases constitucionales con los criterios necesarios para preservar los valores protegidos y alcanzar los fines perseguidos, hacia una sociedad más justa. Sólo así se pueden tutelar los intereses colectivos o difusos, pues si su impacto es mucho mayor, se requiere el máximo esfuerzo y actividad de los tribunales y considerable flexibilidad en la aplicación de las normas sobre formalidades procesales, la carga de la prueba, allegamiento de elementos convictivos, su valoración, y el análisis mismo del caso. Asimismo, se requiere de una simplificación del proceso y su aceleración, para no hacer cansada o costosa la tutela de estos derechos, a fin de que los conflictos puedan tener solución pronta, que a su vez sirva de prevención respecto de nuevos males que puedan perjudicar a gran parte de la población. Estas directrices deben adoptarse, a su vez, en los procesos individuales donde se ventile esta clase de intereses, mutatis mutandi, porque ponen en juego los mismos valores, aunque en forma fragmentaria, mientras que las dificultades para sus protagonistas se  multiplican.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO

Amparo directo 75/2008. Gabriel Juan Eduardo Andrade Sánchez. 21 de febrero de 2008. Unanimidad de votos. Ponente: Leonel Castillo González. Secretaria: Mónica Cacho Maldonado.

SEXTO.- Causa agravios al quejoso, la sentencia que se combate, en razón de  violentar los artículos 1º y 123 Apartado "A" fracciones XXI y XXII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al sobreseer el juicio con respecto al artículo 47, fracción II, párrafos antepenúltimo, penúltimo y último, que a la letra dispone: 

"Artículo 47. Son causas de rescisión de la relación de trabajo, sin responsabilidad para el patrón:

II. Incurrir el trabajador, durante sus labores, en faltas de probidad u honradez, en actos de violencia, amagos, injurias o malos tratamientos en contra del patrón, sus familiares o del personal directivo o administrativo de la empresa o establecimiento, o en contra de clientes y proveedores del patrón, salvo que medie provocación o que obre en defensa propia; El aviso deberá entregarse personalmente al trabajador en el momento mismo del despido o bien, comunicarlo a la Junta de Conciliación y Arbitraje competente, dentro de los cinco días hábiles siguientes, en cuyo caso deberá proporcionar el último domicilio que tenga registrado del trabajador a fin de que la t

La prescripción para ejercer las acciones derivadas del despido no comenzará a correr sino hasta que el trabajador reciba personalmente el aviso de rescisión. La falta de aviso al trabajador personalmente o por conducto de la Junta, por sí sola determinará la separación no justificada y, en consecuencia, la nulidad del despido.

Al considerar el Juzgador que  el sindicato quejoso no acreditó que alguno de sus afiliados haya sufrido la rescisión de la relación laboral, sin responsabilidad para la industria en que presten sus servicios y asimismo no probó que para ese caso, la mencionada Industria haya entregado el aviso de rescisión a la Junta de Conciliación y Arbitraje competente, sin comunicarlo primero al trabajador; y que ante esa omisión se consideró la nulidad del despido, mas no que el despido fue injustificado (como establecía el último párrafo del artículo 47, antes de la reforma legal impugnada).

Artículos 48, segundo párrafo, y 50, fracción III, que a la letra dicen:

"Artículo 48. [...]

Si en el juicio correspondiente no comprueba el patrón la causa de la rescisión, el trabajador tendrá derecho, además, cualquiera que hubiese sido la acción intentada, a que se le paguen los salarios vencidos computados desde la fecha del despido hasta por un período máximo de doce meses, en términos de lo preceptuado en la última parte del párrafo anterior.

"Artículo 50. Las indemnizaciones a que se refiere el artículo anterior consistirán:

I…]

III. Además de las indemnizaciones a que se refieren las fracciones anteriores, en el importe de tres meses de salario y el pago de los salarios vencidos e intereses, en su caso, en los términos previstos en el artículo 48 de esta Ley.

Y así también que el sindicato no comprobó plenamente que alguno de sus agremiados haya recibido indemnización por salarios vencidos hasta por un periodo máximo de doce meses

El A quo al analizar los conceptos de violación esgrimidos en la demanda de amparo que presentara el hoy recurrente, como si se tratara del cuestionamiento de una ley heteroaplicativa,  sin tomar en cuenta que éste está demandando el amparo por pertenecer a la clase trabajadora, por lo tanto en el presente caso se trata de un amparo contra leyes autoaplicativas, las cuales han sido consideradas así por la jurisprudencia del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al reunirse las siguientes condiciones: a) que desde que las disposiciones de la ley entran en vigor, obligan al particular, cuya situación jurídica prevé, a hacer o dejar de hacer, y b) que no sea necesario un acto posterior de autoridad para que se genere dicha obligatoriedad. Es decir, cuando las obligaciones derivadas de la ley nacen con ella misma, independientemente de que no se actualice condición alguna, se estará en presencia de una ley autoaplicativa.
En esa virtud, el sindicato quejoso no estaba obligado a acreditar que alguno de sus afiliados haya sufrido la rescisión de la relación laboral; ni  probar que para ese caso, la mencionada Industria haya entregado el aviso de rescisión a la Junta de Conciliación y Arbitraje competente, sin comunicarlo primero al trabajador; y que ante esa omisión se consideró la nulidad del despido, mas no que el despido fue injustificado (como establecía el último párrafo del artículo 47, antes de la reforma legal impugnada); ni comprobar que alguno de sus agremiados haya recibido indemnización por salarios vencidos hasta por un período máximo de doce meses

SÉPTIMO.- La fuente de este agravio es la negativa que determinó el Juez A quo para conceder a mi representado el amparo y protección de la justicia de la Unión, en el punto segundo resolutivo de la sentencia que por este medio se impugna, por lo que versa a los artículos 56 bis, 101, párrafo segundo, 153-D, 153-E, 153-I, 153-U, 153-V, primer párrafo, 154, 159 y 371, fracción IX, de la referida Ley Federal del Trabajo; lo anterior, con sustento en los razonamientos que realiza en el considerando sexto de la sentencia que se combate, que a la letra se transcribe en su parte conducente:

“82. SEXTO. Problemática jurídica a resolver.

83. En primer orden, recuérdese que:

"La emisión de una disposición de observancia general tiene como finalidad esencial regular la incorporación y el ejercicio de los derechos y obligaciones que asisten a todos los sujetos de derecho que se someten al respectivo orden jurídico. Sin embargo, la trascendencia o individualización de un acto de esa naturaleza a la esfera jurídica de esos sujetos puede ser de diverso grado, será de individualización incondicionada cuando con motivo de su entrada en vigor modifique necesaria e indefectiblemente la esfera jurídica de los gobernados a los que se dirige y será de individualización condicionada cuando los derechos y obligaciones de los gobernados' que pretende regir no se sufra una afectación inmediata, sino que esté sujeta a la realización de un acto o hecho jurídico, diverso a la conducta que provoca esa afectación".

Sobre el problema jurídico, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, emitió la jurisprudencia P.L.J. 55/97, consultable en la Novena Época, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo VI, Julio de 1997, página 5, que es del tenor siguiente:

LEYES AUTOAPLICATIVAS Y HETEROAPLICATIVAS. DISTINCIÓN BASADA EN EL CONCEPTO DE INDIVIDUALIZACIÓN INCONDICIONADA…” (TRASCRIBE) 
84. Por consiguiente, para distinguir si las normas reclamadas respecto de las cuales no se sobreseyó en el juicio en el considerando anterior, se apreciará si con su entrada en vigor, modifican necesaria e indefectiblemente la esfera jurídica de los agremiados del sindicato peticionario del amparo.

85. La parte quejosa en su concepto de violación cuarto aduce: (TRASCRIBE) 
86. De acuerdo a lo expuesto en el motivo de disentimiento transcrito, aun cuando al principio se mencionan tanto las fracciones IX y XIII del artículo 371, lo cierto es quo, la razón, de inconstitucionalidad quo arguye el sindicato quejoso, es porque en la fracción IX, se prevé que la elección de la directiva es mediante la votación indirecta y, en este sentido, la peticionaria de amparo afirma que el voto debe ser directo porque incide en un derecho que no es transferible; luego conforme a tal causa de pedir, resulta palmario que solo se reclama la citada porción normativa, mas no la fracción XIII.

87. Previamente, debe establecerse que la porción normativa en cuestión, con su sola entrada en vigor modifica el régimen de los estatutos de los sindicatos, al obligarlos a adoptar una modalidad para el procedimiento de elección de sus directivas, de ahí, su naturaleza autoaplicativa.

88. Ahora, a pesar de lo acertado que pudiere resultar la argumentación del sindicato, respecto del derecho humano a que el voto sea directo, lo cierto es que el concepto de violación debe declararse inoperante.

89. Para arribar a tal conclusión, es necesario remitirse al texto del artículo cuestionado:

“Artículo 371. Los estatutos de los sindicatos contendrán:

[...]

IX. Procedimiento para la elección de la directiva y número de miembros, salvaguardando el libre ejercicio del voto con las modalidades que acuerde la asamblea general; de votación indirecta y secreta o votación directa y secreta;

[...]”

90. En este orden de ideas, la quejosa pierde de vista que la modalidad de votación indirecta es una opción y que como alternativa a esta, el legislador conservó la "votación directa y secreta", porque en la redacción de la porción normativa combatida el legislador empleó la disyunción "o".

91. De esta suerte, si conforme a la Real Academia de la Lengua Española la disyunción "o", denota diferencia, separación o alternativa entre dos o más personas, cosas o ideas; y el legislador empleó esa disyunción en la redacción del precepto, en función de las dos modalidades que pueden adoptar los sindicatos en sus estatutos, para el procedimiento de elección de la directiva, esto significa que no es obligatorio para los sindicatos establecer la votación indirecta, pues, valga la insistencia, el legislador deja abierta la opción de la votación directa. Luego, al no ser imperativa la adopción de la votación indirecta, deviene inoperante el cuarto concepto de violación.

92. Ahora, en el décimo séptimo motivo de disenso el sindicato sostiene: (TRASCRIBE)
93. De acuerdo a tal motivo de disentimiento, este se endereza para cuestionar la constitucionalidad del segundo párrafo del artículo 101, que tiene por contenido:

“Artículo 101. [...]

Previo consentimiento del trabajador, el pago del salario podrá efectuarse por medio de depósito en cuenta bancaria, tarjeta de débito, transferencias o cualquier otro medio electrónico. Los gastos o costos que originen estos medios alternativos de pago serán cubiertos por el patrón."

94. Dicha norma, con su entrada en vigor preceptúa una modalidad de pago del salario, que modifica la esfera jurídica de su destinatario, por eso, su naturaleza autoaplicativa.

95. Así las cosas, en el concepto de violación reproducido, el sindicato quejoso vuelve a incurrir en el yerro de apreciar que el legislador dejó sin efectos la disposición que obligaba a pagar el salario en efectivo, porque parte de la false, premisa de que el salario se costeará indefectiblemente mediante depósito en tarjetas electrónicas.

96. Ciertamente, la reforma que sufrió el artículo 101 dejó incólume su primer párrafo, en el que precisamente se establece:

“El salario en efectivo deberá pagarse precisamente en moneda de curso legal, no siendo permitido hacerlo en mercancías, vales, fichas o cualquier otro signo representativo con que se pretenda substituir la moneda."

97. Al tenor de conservarse la expresión "el salario en efectivo deberá pagarse precisamente en moneda de curso legal"; y considerando que cínicamente adicionó un segundo párrafo en el que se establece el pago electrónico, deviene patente que el concepto que se contesta, parte de una lectura sesgada del artículo 101; máxime que la parte final del segundo párrafo del propio precepto establece: "Los gastos o costos que originen estos medios alternativos de pago serán cubiertos por el patrón." Lo que descarta lo sostenido por el sindicato quejoso, en el sentido de que los pagos electrónicos redundan en una merma económica al salario, por las cuotas y comisiones bancarias.

98. En este sentido, resulta necesario subrayar que el pago electrónico es exclusivamente una opción de cubrir el salario, mas no la única; y además, es una alternativa que solo puede cobrar vigencia "previo consentimiento del trabajador"; entonces, que el salario pueda cubrirse electrónicamente, únicamente tendrá lugar si el trabajador voluntariamente se acoge a este, por ello, no es vinculativa para las partes de la relación laboral esta modalidad de pago.

99. De ahí la inoperancia del décimo séptimo concepto de violación.

100. El sindicato quejoso, sin emitir concepto de violación directo, reclama los artículos 153-D, 153-E, 153-I, 153-U, 153-V, primer párrafo, 154 y 159 de la Ley Federal del Trabajo, que son del tenor siguiente: (TRASCRIBE)
101. Artículos que con su entrada en vigor, modifican el régimen de capacitación y adiestramiento de los trabajadores, al imponerle a los mismos, la obligación de asistir a los programas correspondientes; por tanto, son de naturaleza autoaplicativa.

102. Ahora, los artículos 153-D, 153-E, 153-I, 153-U, 153-V, primer párrafo, transcritos, forman parte del sistema normativo concerniente al Capítulo III BIS, que norma lo relativo a la productividad, formación y capacitación de los trabajadores, que tiene como norma nuclear el artículo 153-A, que a la letra dice:

“Artículo 153-A. Los patrones tienen la obligación de proporcionar a todos los trabajadores, y éstos a recibir, la capacitación o el adiestramiento en su trabajo que le permita elevar su nivel de vida, su competencia laboral y su productividad, conforme a los planes y programas formulados, de común acuerdo, por el patrón y el sindicato o la mayoría de sus trabajadores. 

Para dar cumplimiento a la obligación que, conforme al párrafo anterior les corresponde, los patrones podrán convenir con los trabajadores en que la capacitación o adiestramiento se proporcione a éstos dentro de la misma empresa o fuera de ella, por conducto de personal propio, instructores especialmente contratados, instituciones, escuelas u organismos especializados, o bien mediante adhesión a los sistemas generales que se establezcan. 

Las instituciones, escuelas u organismos especializados, así como los instructores independientes que deseen impartir formación, capacitación o adiestramiento, así como su personal docente, deberán estar autorizados y registrados por la Secretaría del Trabajo y Previsión Social.

Los cursos y programas de capacitación o adiestramiento, así como los programas para elevar la productividad de la empresa, podrán formularse respecto de cada establecimiento, una empresa, varias de ellas o respecto a una rama industrial o actividad determinada. 

La capacitación o adiestramiento a que se refiere este artículo y demás relativos, deberá impartirse al trabajador durante las horas de su jornada de trabajo; salvo que, atendiendo a la naturaleza de los servicios, patrón y trabajador convengan que podrá impartirse de otra manera; así como en el caso en que el trabajador desee capacitarse en una actividad distinta a la de la ocupación que desempeñe, en cuyo supuesto, la capacitación se realizará fuera de la jornada de trabajo.”

103. Conforme al marco normativo de referencia, la capacitación o adiestramiento en el trabajo se erige como un deber de la parte patronal y concomitantemente, como es natural, se instituye en un derecho de la parte obrera, y tiene como objetivo toral permitirle a ésta elevar su nivel de vida, competencia laboral y productividad; de esta suerte, los normativos periféricos del sistema normativo de trato (artículos 153-D, 153-E, 153-I, 153-U, 153-V, primer párrafo), redundan en los siguientes efectos en la esfera jurídica de los trabajadores:

> Obligación de participar en el proceso de capacitación y adiestramiento;

> Deber de presentar exámenes de evaluación de conocimiento y de aptitud o de competencia laboral;

> Necesidad de las empresas que tengan más de 50 trabajadores, de constituir Comisiones Mixtas de Capacitación, Adiestramiento y Productividad, integradas por igual número de representantes de los trabajadores y patrones;

> Facultades de las Comisiones Mixtas mencionadas, de vigilancia, instrumentación, operación y mejora, de los sistemas y programas de capacitación y adiestramiento; así como de las cuestiones relacionadas con la productividad;

> Concurrencia de patrones, trabajadores, sindicatos, gobiernos y academia, para el establecimiento de los acuerdos y sistemas para medir e incrementar la productividad;

> Opción de los trabajadores de oponerse a un programa de capacitación, cuando acrediten que tienen los conocimientos necesarios para el desempeño de su puesto y del inmediato superior; y,

> Derecho de contar con la constancia de competencias o habilidades laborales.

104. En cuanto a los artículos 154 y 159, estos, topográficamente" hablando, radican en la familia normativa de los derechos de preferencia, antigüedad y ascenso, e implican:

La obligación de los patrones de preferir, en igualdad de circunstancias y entre otros casos, a los trabajadores sindicalizados respecto de quienes no lo sean; y,

> El derecho de los trabajadores de ocupar vacantes definitivas y provisionales con duración mayor a treinta días, a los trabajadores que tengan la categoría o rango inmediato inferior, a los que cuenten con mayor capacitación, mayor antigüedad en el puesto aptitud y productividad.

105. Como se ve, los artículos en cuestión redundan en beneficios para los trabajadores, pues instrumentan un sistema de escalafón laboral, con base en el cual, los patrones están obligados a efectuar las contrataciones y realizar los ascensos o promociones; luego, incorpora en la esfera jurídica de la parte obrera, una verdadera expectativa de elevar su nivel de vida, partiendo de la base primaria de la capacitación y desempeños labores, con lo que se descartan las contrataciones y ascensos arbitrarios; máxime, que en la fase de implementación y evaluación de la capacitación y productividad, los trabajadores tienen una participación equitativa respecto de la parte patronal.

106. Por tanto, es menester declarar inoperante el reclamo de inconstitucionalidad de los normativos 153-D, 153-E, 153-I, 153-U, 153-V, primer párrafo, 154 y 159 de la Ley Federal del Trabajo, porque de concederse el amparo se causarían perjuicios a los agremiados del sindicato quejoso.

107. El anterior criterio se apoya en la tesis 2a CCII/2002, de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación editada en la Novena Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XVII, Enero de 2003, página 726, que es del tenor siguiente:

“CONCEPTOS DE VIOLACION INOPERANTES. DEBEN DECLARARSE ASÍ Y NEGAR EL AMPARO, CUANDO DE CONCEDERSE ÉSTE, SE CAUSEN PERJUICIOS AL OUEJOSO…” (TRANSCRIBE)

108. La inoperancia advertida se robustece porque el artículo 154 conservó los párrafos segundo y tercero, que dicen:

"Si existe  contrato  colectivo  y éste  contiene  cláusula  de admisión, la preferencia para ocupar las vacantes o puestos de nueva creación se regirá por lo que disponga el contrato colectivo y el estatuto sindical.

Se entiende por sindicalizado a todo trabajador que se encuentra agremiado a cualquier organización sindical legalmente constituida."

109. Lo que redunda, en que el derecho de los sindicalizados para ser preferidos respecto de la contratación para ocupar plazas vacantes o puestos de nueva creación, permanece incólume, al seguir regido por lo que disponga el estatuto sindical.

110. A ello se suma, qua la reforma al dispositivo 153-V impugnado, deja intocados los párrafos segundo y tercero, que tienen por contenido:


“Las empresas están obligadas a enviar a la Secretarla del Trabajo y Previsión Social para su registro y control, listas de las constancias que hayan expedido a sus trabajadores.

Las constancias de que se trata surtirán plenos efectos, para fines de ascenso, dentro de la empresa en que se haya proporcionado la capacitación o adiestramiento."

111. Entonces, dada la obligación de la parte patronal de informar a la Secretaria de Trabajo y Previsión Social, lo relativo a las constancias de capacitación; en virtud a que esa Secretaría sigue siendo la encargada de llevar el registro y control de esas constancias; en atención a que las constancias de mérito, se elaboran con base en los procedimientos en los que tiene injerencia la parte obrera, en la misma proporción que la parte patronal; y a que las constancias de que se trata, conservan la calidad de servir de instrumento para la evaluación de los ascensos; todo ello redunda, en que la reforma impugnada, apreciándola en su contexto sistémico, en realidad no se traduce en la causación de un agravio a los derechos de los afiliados al sindicato quejoso; con lo que es dable desestimar la parte final del concepto de violación séptimo, que enseguida se contesta.

112. En el concepto de violación séptimo se arguye: (TRANSCRIBE)
113. En la parte inicial del motivo de disentimiento transcrito, se plantea la
inconstitucionalidad del artículo 56 bis de la Ley Federal del Trabajo,
que a la letra dice:

"Artículo 56 bis. Los trabajadores podrán desempeñar labores o tareas conexas o complementarias a su labor principal, por lo cual podrán recibir la compensación salarial correspondiente.

Para los efectos del párrafo anterior, se entenderán como labores o tareas conexas o complementarias, aquellas relacionadas permanente y directamente con las que están pactadas en los contratos individuales y colectivos de trabajo o, en su caso las que habitualmente realice el trabajador.”

114. Precepto que es de esencia autoaplicativa, porque al facultar al patrón a establecer labores  o tareas conexas o complementarias, los trabajadores ven modificado su régimen laboral, al estar obligados a desempeñar tales actividades.

115. Así, el reclamo se sustenta, en esencia, en que, a criterio del sindicato quejoso, con el artículo en cuestión se socava la estabilidad laboral, porque se obliga a los trabajadores a realizar funciones para las que no fueron expresamente contratados, sin la percepción del salario correspondiente".

116. Tal señalamiento es infundado, pues basta la interpretación lingüística del normativo impugnado, para advertir que el legislador condicionó la realización de las labores o tareas conexas o complementarias, al siguiente requisito fundamental:
> Dichas actividades deben estar estrictamente relacionadas con las pactadas en los contratos individuales y colectivos de trabajo.

117. Luego, no es verdad que queden sujetas al capricho o arbitrio de la parte patronal, como lo aduce la peticionaria, así como tampoco resulta correcto que la norma autorice al patrón a exigirle a sus trabajadores que desempeñen funciones para los (sic) cuales no han sido capacitados, toda vez que las actividades en cuestión han de vincularse "permanente y directamente", con las labores para las que fue contratado el trabajador, tan es así, que el legislador las circunscribió a las obligaciones pactadas en los  contratos de trabajo.

118. Por tanto, no se trata de una norma permisiva para el patrón, que lo faculte a disponer arbitrariamente de la fuerza de trabajo, a imponer funciones no especificadas en el contrato de trabajo y a rotar de adscripción indiscriminadamente, pues, valga la reiteración, el límite de las labores o tareas conexas o complementarias, será indefectiblemente, lo que esté pactado "en los contratos individuales y colectivos de trabajo".
119. A lo dicho se suma, que el legislador si previó que la realización de labores o tareas conexas o complementarias, sea motivo de "la compensación salarial correspondiente". Por ende, es infundado lo que arguye el sindicato quejoso, en el sentido de que la imposición de dichas actividades, no conlleve responsabilidad alguna para el patrón.

120. De esta suerte, en virtud a que el artículo 56 bis no presenta problemas
de ambigüedad sintáctica, porque el modo en que las palabras de la disposición se vinculan entre sí, permite colegir diáfanamente, que no es irrestricta la facultad del patrón de fijar labores o tareas conexas o complementarias; así como que es desacertado el quejoso al afirmar, que en su determinación no hay pago de por medio o responsabilidad patronal.

121. En consecuencia, es inaceptable la atribución de significado que le da al artículo 56 bis el sindicato peticionario, porque la misma vacía de contenido a tal disposición, al ignorar deliberadamente la condición toral y las responsabilidades del patrón, que si definió el legislador.

> Por otra parte y como se adelantó al analizar la constitucionalidad de los artículos 153-D, 153-.E, 153-I, 453-U, 153-V, primer párrafo, 154 y159 de la Ley Federal del Trabajo, quedó demostrado que: 1. Si es necesario que las empresas que tengan más de 50 trabajadores, constituyan Comisiones Mixtas de Capacitación, Adiestramiento y Productividad, integradas por igual número de representantes de los trabajadores y patrones; y, 2. Deben concurrir patrones, trabajadores, sindicatos, gobiernos y academia, para el establecimiento de los acuerdos y sistemas para medir e incrementar la productividad.

122. Bajo esa tesitura de interpretación sistémica, resulta palmario que en los procedimientos de implementación y evaluación de la capacitación y productividad, los trabajadores tienen una participación equitativa respecto de la parte patronal, con lo que se garantiza el equilibrio en la
toma de decisiones, así como objetividad e imparcialidad al desarrollarse esos dos rubros.

123. He ahí, entonces, la razón para desestimar por infundado el séptimo concepto de violación.

124. A modo de corolario, ante lo inoperante e infundado de los conceptos
de violación, se impone negar la protección de la Justicia de la Unión solicitada, en relación con la reforma de treinta de noviembre de dos mil doce, a los artículos 56 bis, 101, párrafo segundo, 153-D, 153.2, 153-I, 153-U, 153-V,  primer  párrafo, 154, 159  y 371,  fracción IX, de la Ley Federal del Trabajo…”
(el énfasis añadido es mío)

Sobre el particular se manifiesta que causa agravios a mi representado la sentencia que se combate, porque viola los artículos 1°, el proemio relativo al trabajo digno, fracciones X y XXVII inciso h) del 123 Apartado "A" de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como los artículos 3, 5, 6, 8, 9 y 13 del Convenio 95 de la Organización Internacional del Trabajo relativos a la protección del salario, al señalar en los párrafos del 92 al 99 de la misma, lo siguiente:
“92. Ahora, en el décimo séptimo motivo de disenso el sindicato sostiene:

"DÉCIMO SÉPTIMO.- El nuevo artículo 101 de la Ley Federal del Trabajo causa agravio a los trabajadores en virtud ser contrario al artículo 1°, el proemio relativo al trabajo digno, fracciones X y XXVII inciso h) del apartado "A", fracciones IV y VI del apartado "B", ambos del artículo 123 constitucional, así como los artículos 3, 5, 6, 8, 9 y 13 del Convenio 95 relativo a la protección del salario de la Organización Internacional del Trabajo, Trabajo Decente.

Aunque la disposición impugnada en comento señala que "Previo consentimiento del trabajador, el pago del salario podrá efectuarse por medio de depósito en cuenta bancaria, tarjeta bancaria, tarjeta de débito, transferencias o cualquier medio electrónico", no se establece en el nuevo texto la preeminencia de la obligación del patrón de cubrir el salario en efectivo al trabajador, lo que anula de facto esa obligación constitucional.

Si bien es cierto la omisión de las disposiciones reglamentarias no retira las obligaciones enmarcadas en la Constitución, está reforma que se impugna deja sin efecto lo que señalaba el anterior artículo 101 que se reformó que decía lo siguiente: "Artículo 101. El salario en efectivo deberá pagarse precisamente en moneda de curso legal, no siendo permitido hacerlo en mercancías, vales, fichas o cualquier otro signo representativo con que se pretenda substituir la moneda.

El texto que contiene la reforma del artículo 101 de la Ley Federal del Trabajo trae como consecuencia que el manejo de los salarios de los trabajadores sea para beneficio de las instituciones bancarias.

La reforma únicamente protege a los trabajadores de los gastos o costos, no así de los intereses, comisiones o cargos o cualquier otro concepto que se genere con motivo del pago del salario. No hay protección al trabajador si hace uso del sistema de red de cajeros compartidos de otra institución de crédito diferente a la titular de la tarjeta de débito al trabajador se le descuenta también dicha cantidad por cada disposición o consulta que realice de su cuenta de depósito. Tampoco cuando el trabajador hace uso de los cajeros en distintas ocasiones lo que motiva también el pago de recargos en perjuicio del salario del trabajador.

El pago del salario que ahora pretende hacerse través de tarjetas electrónicas, como lo establece el artículo 101 reformado de la Ley Federal del Trabajo viola el marco jurídico constitucional e internacional, en razón de que el salario debe de pagarse en moneda de curso legal, no siendo permitido hacerlo en efectivo con mercancías, ni vales, fichas o cualquier otro signo representativo, con que se pretenda sustituir la moneda, salvo que exista consentimiento escrito del trabajador, tampoco están permitidas las retenciones y descuentos, lo contrario significaría trastocar el principio constitucional de irrenunciabilidad de derechos.

93. De acuerdo a tal motivo de disentimiento, éste se endereza para cuestionar la constitucionalidad el segundo párrafo del artículo 101, que tiene por contenido:

"Artículo 101.[...]

Previo consentimiento del trabajador, el pago del salario podrá efectuarse por medio de depósito en cuenta bancaria, tarjeta de débito, transferencias o cualquier otro medio electrónico. Los gastos o costos que originen estos medios alternativos de pago serán cubiertos por el patrón."

94. Dicha norma, con su entrada en vigor preceptúa una modalidad de pago del salario, que modifica la esfera jurídica de su destinatario, por eso, su naturaleza autoaplicativa.

95. Así las cosas, en el concepto de violación reproducido, el sindicato quejoso vuelve a incurrir en el yerro de apreciar que el legislador dejó sin efectos la disposición que obligaba a pagar el salario en efectivo, porque parte de la falsa  premisa de que el salario se costeará indefectiblemente mediante depósito en tarjetas electrónicas.

96. Ciertamente, la reforma que sufrió el artículo 101 dejó incólume su primer párrafo, en el que precisamente se establece:

"El salario en efectivo deberá pagarse precisamente en moneda de curso legal, no siendo permitido hacerlo en mercancías, vales, fichas o cualquier otro signo representativo con que se pretenda substituir la moneda."

97. Al tenor de conservarse la expresión "el salario en efectivo deberá pagarse precisamente en moneda de curso legal"; y  considerando que únicamente adicionó un segundo párrafo en el que se establece el pago electrónico, deviene patente que el concepto que se contesta, parte de una lectura sesgada del artículo 101; máxime que la parte final del segundo párrafo del propio precepto establece: "Los gastos o costos que originen estos medios alternativos de pago serán cubiertos por el patrón." Lo que descarta lo sostenido por el sindicato quejoso, en el sentido de que los pagos electrónicos redundan en una merma económica al salario, por las cuotas y comisiones bancarias.

98. En este sentido, resulta necesario subrayar que el pago electrónico es exclusivamente una opción de cubrir el salario, mas no la única; y además, es una alternativa que sólo puede cobrar vigencia "previo consentimiento del trabajador"; entonces, que el salario pueda cubrirse electrónicamente, únicamente tendrá lugar si el trabajador voluntariamente se acoge a éste, por ello, no es vinculativa para las partes de la relación laboral esta modalidad de pago.

99. De ahí la inoperancia; del décimo séptimo concepto de violación.”

En primer lugar se manifiesta que de acuerdo a la fracción X de apartado “A” constitucional, los patrones están obligados de manera imperativa a pagar el salario en efectivo, lo cual anula al establecer la ley reglamentaria que puede ser vía tarjeta electrónica, la que al usarse en los hechos implica descuentos al salario de los trabajadores por los servicios bancarios, pues los bancos no administran gratuitamente las nóminas de salarios de las empresas.

El problema es que en los hechos los patrones están imponiendo el pago electrónico del salario o sueldo a los trabajadores, a los que se les condiciona el pago de su salario en efectivo, si no están de acuerdo con esa modalidad de pago, obligándolos a  expresar su consentimiento por escrito, ante la imperiosa y vital necesidad del salario, por lo que no es exclusivamente una opción de cubrir el salario, pues basta con preguntar a los trabajadores privados y públicos como se les paga su salario para constatar lo anterior, lo cual, aunado con otras disposiciones legales como el Presupuesto de Egresos de la Federación de 2011 a la fecha y otros ordenamientos legales, hace obligatorio el pago electrónico.

Por lo tanto el A quo estaba obligado a realizar una investigación para constatar él acertó de este agravio, pues cuenta con todas las facultades para ello, con fundamento en el artículo 1º constitucional, pidiendo informes a los bancos establecidos en México para que informen de que empresas, dependencias e instituciones manejan la nómina de los salarios, requiriendo los convenios o contratos respectivos y si es requisito para ello, comprobar los empleadores que cuentan con el consentimiento de los trabajadores correspondientes para que se le pague su salario por vía electrónica, así como a cuanto equivalen las comisiones por uso de tarjeta de débito y si las  paga el patrón y requerir  a la Secretaria de Hacienda y Crédito Público y a la Tesorería de la Federación, los contratos celebrados entre las dependencias y entidades y la totalidad de bancos mediante el cual se pactó que estos administren la nómina de salarios y prestaciones de su personal.

Además, el A quo estaba obligado a realizar el control constitucional y el control de convencionalidad,  porque las autoridades responsables ordenadoras confesaron que es cierto el acto reclamado, esto es, estaba obligado a responder dentro del ámbito de su competencia, si los actos reclamados respetaban los derechos humanos garantizados en la constitución y en los tratados internacionales de conformidad con el principio de control de convencionalidad ex officio.

El A quo no estudio si las autoridades responsables cumplieron con la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad.

El A quo incumplió con la obligación de prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en este caso las relativas a la protección del salario.

El A quo se abstuvo de cumplir con el principio pro persona que lo obligan a aplicar la constitución y los tratados internacionales por sobre leyes ordinarias,  esto es, aun a pesar de las disposiciones en contrario que se encuentren en cualquier norma inferior, como lo es en este caso la Ley de Amparo, favoreciendo en todo tiempo a la quejosa con la protección más amplia.

Apoyan las anteriores consideraciones legales, la siguiente tesis de jurisprudencia:

[J]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XX, Mayo de 2013, Tomo 2; Pág. 1106

CONTROL DE CONVENCIONALIDAD EX OFFICIO. LOS TRIBUNALES DE ALZADA ESTÁN OBLIGADOS A RESPONDER DENTRO DEL ÁMBITO DE SU COMPETENCIA LOS AGRAVIOS RELATIVOS A LA VIOLACIÓN DE PRECEPTOS CONSTITUCIONALES.

El sistema jurídico mexicano sufrió modificación a raíz de la interpretación efectuada por la Suprema Corte de Justicia de la Nación en el expediente varios 912/2010, publicado en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro I, Tomo 1, octubre de 2011, página 313. El modelo de control constitucional actual adoptó, junto con la forma concentrada -propia de los tribunales de la Federación- la modalidad difusa. Ahora, cualquier órgano jurisdiccional del país puede, en ejercicio de su potestad y de manera oficiosa, inaplicar leyes que considere contrarias a la Constitución o a los tratados internacionales relacionados con los derechos humanos. Por tanto, aun cuando no puede hacer declaratorias de inconstitucionalidad y expulsar del ordenamiento normas generales, sí puede considerar en los casos concretos los argumentos donde se aduce que algún acto o norma vulnera esos derechos fundamentales. Esta consideración se adecua a los parámetros establecidos en la tesis P. LXVII/2011 (9a.), consultable en la página 535 del Libro III, Tomo 1, diciembre de 2011, Décima Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, de rubro: "CONTROL DE CONVENCIONALIDAD EX OFFICIO EN UN MODELO DE CONTROL DIFUSO DE CONSTITUCIONALIDAD.". Por tanto, actualmente ya no encuentra respaldo legal la respuesta que los tribunales de alzada dan a los agravios de apelación cuando sostienen que no pueden atender planteamientos relativos a la violación de preceptos constitucionales.

Por otra parte, la sentencia que se combate también violenta los artículos 1º y 123 Apartado "A"  fracciones XVII inciso h) de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como del Convenio 158 de la Organización Internacional del Trabajo, relativos a irrenunciabilidad de derechos y a la estabilidad en el empleo, al sostener el Juzgador en los párrafos 114 al 120 de la misma (los que han quedado debidamente transcritos), la constitucionalidad del artículo 56 bis de la Ley Federal del Trabajo, que a la letra dice:

"Artículo 56 bis. Los trabajadores podrán desempeñar labores o tareas conexas o complementarias a su labor principal, por lo cual podrán recibir la compensación salarial correspondiente.

Para los efectos del párrafo anterior, se entenderán como labores o tareas conexas o complementarias, aquellas relacionadas permanente y directamente con las que estén pactadas en los contratos individuales y colectivos de trabajo o, en su caso, las que habitualmente realice el trabajador.”
(el énfasis añadido es mío)
Lo anterior, sin considerado el Juzgador que la palabra “podrán” faculta al patrón para obligar al trabajadores a realizar funciones para las que no fueron contratados y no fueron especificadas en el contrato, opción de la cual  todos los patrones harán uso, pues el fundamento del sistema capitalista es la plusvalía generada por el trabajador, que se traducirá en una mayor ganancia al imponer al trabajador mayores cargas de trabajo. 

El A quo parece desconocer la realidad del mundo de trabajo en México, que se caracteriza por el total incumplimiento de las normas legales laborales por parte de los patrones, máxime cuando desde hace más de 80 años, el gobierno y los patrones han usurpado los sindicatos, con el llamado sindicalismo corporativo y sindicalismo blanco, lo que ha derivado que los trabajadores pertenecientes a la población económicamente activa se vean realmente impedidos a ejercer sus derechos colectivos del trabajo, de sindicación huelga y contratación colectiva, ante lo cual se hayan en total estado de indefensión, y considerando que los patrones imponen siempre los términos de los contratos individuales de trabajo de manera unilateral, aprovechando el estado de necesidad de los trabajadores y la alta tasa de desempleados que se padece en México. El contexto económico, político y social, es fundamental considerarlo al resolver los juicios de amparo, tomando en cuenta que la relación jurídica expresa la relación económica, máxime cuando el juzgador está obligado a investigar la violación de los derechos humanos en este caso laborales, de conformidad con el artículo 1º constitucional.

Por lo tanto, contrario a lo que afirma, el A quo, el mencionado artículo carece de imperatividad, al señalar que los trabajadores por las labores o tareas conexas o complementarias a su labor principal que desempeñen “podrán” recibir la compensación salarial correspondiente, es decir, es alternativo, no es obligatorio, pueden o no recibir pago alguno, por parte de sus patrones, quienes en su mayoría no se caracterizan por ser buenos pagadores, e incluso se tiene conocimiento que algunos de ellos desprecian a sus trabajadores, en razón de que tienen intereses, no principios, pero además, no se establecen las bases para fijar el monto de dicha compensación ni quien o quienes lo determinarán, lo que posibilitará la sobreexplotación de los trabajadores, pues se les incrementarán las cargas de trabajo, lo que permitirá al patrón obtener más ganancias, situación totalmente inequitativa e injusta. 

A mayor abundamiento, el Juzgador en el considerando sexto en relación con el concepto de violación CUARTO de la demanda de garantías de mi representado, relativo a la impugnación de la reforma en cuanto a la fracción IX del artículo 371 de la Ley Federal del Trabajo que regula el procedimiento a seguir en la elección de la directiva sindical, así como el número de integrantes de ésta, como se estima en el numerales 86 a 91, que: 

. . . “86 De acuerdo a lo expuesto en el motivo de disentimiento transcrito, aun cuando al principio se mencionan tanto las fracciones IX y XIII del artículo 371, lo cierto es que, la razón de inconstitucionalidad que arguye el sindicato quejoso, es porque en la fracción IX, se prevé que la elección de la directiva es mediante la votación indirecta y, en este sentido, la peticionaria de amparo afirma que el voto debe ser directo porque incide en un derecho que no es transferible; luego conforme a tal causa de pedir, resulta palmario que sólo se reclama la citada porción normativa, mas no la fracción XIII. 87 Previamente, debe establecerse que la porción normativa en cuestión, con su sola entrada en vigor modifica el régimen de los estatutos de los sindicatos, al obligarlos a adoptar una modalidad para el procedimiento de elección de sus directivas, de ahí, su naturaleza autoaplicativa. 88 Ahora, a pesar de lo acertado que pudiere resultar la argumentación del sindicato, respecto del derecho humano a que el voto sea directo, lo cierto es que el concepto de violación debe declararse inoperante. 89. Para arribar a tal conclusión, es necesario remitirse al texto del artículo cuestionado: "Artículo 371. Los estatutos de los sindicatos contendrán: IX. Procedimiento para la elección de la directiva y número de miembros, salvaguardando el libre ejercicio del voto con las modalidades que acuerde la asamblea general; de votación indirecta y secreta o votación directa y secreta; En este orden de ideas, la quejosa pierde de vista que la modalidad de votación indirecta es una opción y que como alternativa a ésta, el legislador conservó la "votación directa y secreta", porque en la redacción de la porción normativa combatida el legislador empleo la disyunción "o". 90. En este orden de ideas, la quejosa pierde de vista que la modalidad de votación indirecta es una opción y que como el legislador conservó la "votación directa y secreta", porque en la redacción de la porción normativa combatida el legislador empleo la disyunción "o". 91. De esta suerte, si conforme a la Real Academia de la Lengua Española la disyunción "o", denota diferencia, separación o alternativa entre dos o más personas, cosas o ideas; y el legislador empleó esa disyunción en la redacción del precepto, en función de las dos modalidades que pueden adoptar los sindicatos en sus estatutos, para el procedimiento de elección de la directiva, esto significa que no es obligatorio para los sindicatos establecer la votación indirecta, pues, valga la insistencia, el legislador deja abierta la opción de la votación directa. Luego, al no ser imperativa la adopción de la votación indirecta, deviene inoperante el cuarto concepto de violación.”.

La argumentación del C. Juez A Quo para sustentar su declaración de inoperancia de este concepto de violación, honestamente no resiste el rigor de la lógica jurídica elemental, ya que soslayar la procedencia y fundamentación del mismo, que por cierto el C. Juez reconoce en principio al decir: “Ahora, a pesar de lo acertado que pudiere resultar la argumentación del sindicato, respecto del derecho humano a que el voto sea directo,” con el improcedente argumento de que se dejó la posibilidad de que se optara por el voto indirecto, ello no sustenta razón alguna para reconocer constitucionalidad y convencionalidad a esta modalidad establecida en la reforma a este numeral, porque en la ley no puede reconocerse como válida una opción evidentemente contraria a normas fundamentales como alternativa jurídica de otra opción manifiestamente acorde con esta normatividad constitucional y ahora convencional, porque los derechos fundamentales no son ilimitados, en tanto que los poderes constituidos pueden emitir legítimamente normas que regulen su ejercicio, aunque ello debe efectuarse dentro de los límites establecidos por el necesario respeto a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Ahora bien, los derechos fundamentales gozan de una estructura interna principal en virtud de la cual, cuando el ejercicio de uno entra en conflicto con el ejercicio de otros, debe atenderse a su peso relativo a la luz de la totalidad de los intereses y bienes jurídicamente relevantes en una particular categoría de casos, y determinar cuál debe considerarse prevaleciente a los efectos de evaluar la razonabilidad constitucional del acto o norma reclamados. 

La libertad de expresión y el derecho a votar son derechos funcionalmente centrales en un estado constitucional y democrático, teniendo una doble faceta: por un lado, aseguran a las personas espacios esenciales para el despliegue de su autonomía y, por otro, gozan de una libertad para que en la vida pública, colectiva o institucional sean piezas básicas para el adecuado funcionamiento de la democracia representativa. Como señaló la Corte Interamericana en el caso Herrera Ulloa, se trata de la primera de ellas de una libertad que tienen tanto una dimensión individual como una dimensión social, y que al estar íntimamente relacionada con el derecho a votar, exigen no sólo que los individuos no vean impedida la posibilidad de manifestarse libremente, sino también que se respete su derecho como miembros de un colectivo a elegir libremente a sus directivas e inclusive a ser electos y formar parte de ellas. 

Así, tener plena libertad para expresar y votar, son imprescindibles no solamente como instancia esencial de autoexpresión y desarrollo individual, sino como condición para ejercer plenamente otros derechos fundamentales -el de asociarse y reunirse pacíficamente con cualquier objeto lícito y sobre todo el derecho a votar y ser votado- y como elemento determinante de la calidad de la vida democrática no solo de una organización o colectivo sino de un país, pues si los ciudadanos en su calidad de trabajadores no tienen plena seguridad de que el derecho los protege en su posibilidad de expresar libremente su voto, será imposible avanzar en la obtención de un cuerpo extenso de ciudadanos comprometidos con los asuntos sindicales, atentos al comportamiento y a las decisiones de los directivos, capaces de cumplir la función que les corresponde en un régimen democrático sindical. 

Por consiguiente, el A quo no sólo afecta las pretensiones del Sindicato quejoso, sino también el grado al que en un país quedará asegurada la libertad de expresar sus ideas y opiniones, así como el más amplio acceso al elemento de la democracia por parte de la sociedad en su conjunto que es el derecho a votar directamente, sin intermediario alguno, condiciones todas ellas indispensables para el adecuado funcionamiento de la democracia representativa, y para ello, deben proteger la confidencialidad, autenticidad y libertad de la voluntad de los trabajadores agremiados al sindicato quejoso, evitando influencias externas a los sufragantes o simulaciones que puedan hacer variar su decisión y poner en peligro su integridad al ejercer su voto dentro del sistema de vida democrático y de libertad sindical, que es una garantía social íntimamente ligada a las libertades de expresión y asociación, lo que supone que cada persona pueda determinar sin presión, intromisión o suplantación alguna su decisión. Así las cosas no puede ser contemplada como una opción constitucional para el ejercicio del derecho de expresión, votación y asociación la votación de forma indirecta, porque ésta en sí misma se contrapone a dichos derechos fundamentales, es decir, es inconstitucional, y por tanto no tiene cabida una opción inconstitucional en la ley reglamentaria del artículo 123 Constitucional, hecho que deja de observar el A Quo y que consecuentemente no cumple con su obligación esencial que es la de verificar el respeto que las autoridades del Estado deben a la Ley Fundamental (control de constitucionalidad) y a los tratados o convenciones internacionales (control de convencionalidad), que se encuentra contemplada en los artículos 1o., 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Sirve de apoyo el criterio jurisprudencial siguiente:

Época: Décima Época

Registro: 2003615

Instancia: QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO

TipoTesis: Jurisprudencia

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Localización:  Libro XX, Mayo de 2013, Tomo 2

Materia(s): Común

Tesis: I.5o.C. J/1 (10a.)

Pag. 1305

[J]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XX, Mayo de 2013, Tomo 2; Pág. 1305

“JUICIO DE AMPARO. ES UN MEDIO PARA EL CONTROL DE LA LEGALIDAD, CONSTITUCIONALIDAD Y CONVENCIONALIDAD DE LOS ACTOS DE AUTORIDAD.

Conforme a los artículos 1o., 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, reformados mediante decretos publicados en el Diario Oficial de la Federación de 10 y 6 de junio de 2011, respectivamente, el juicio de amparo es un medio de control que sirve para que los órganos competentes verifiquen el respeto que las autoridades del Estado deben a las normas generales ordinarias que regulan su actuación (control de legalidad), a la Ley Fundamental (control de constitucionalidad) y a los tratados o convenciones internacionales (control de convencionalidad). Esto es, el juicio protector de los derechos fundamentales de los gobernados, conocido como juicio de amparo, tiene como parámetro de control esos tres tipos de normas jurídicas, y su objeto (de control) son los actos de autoridad -lato sensu-. Tal medio de defensa debe tramitarse y resolverse conforme a lo que establecen los referidos artículos 103 y 107 constitucionales (y su ley reglamentaria), favoreciendo, desde luego, los principios interpretativos de los derechos humanos contenidos en el propio artículo 1o. constitucional. De esta manera, todos los órganos del Estado Mexicano, en el ámbito de sus competencias, al resolver los problemas en los que se involucren los derechos humanos, deben atender, en principio, a los que consagra la Carta Magna, como también a los contenidos en los tratados o convenciones internacionales suscritos en esa materia y, desde luego, al cumplimiento del control de legalidad que no debe apartarse de los principios precisados.”

QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO

Amparo directo 372/2012. María Teresita de Jesús Sánchez Martínez. 14 de junio de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: María Soledad Hernández Ruiz de Mosqueda. Secretario: Ricardo Mercado Oaxaca.

Amparo en revisión 198/2012. Erick Carvallo Yáñez. 21 de junio de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: María Soledad Hernández Ruiz de Mosqueda. Secretario: Ricardo Mercado Oaxaca.

Amparo en revisión (improcedencia) 202/2012. Modesta Rodríguez Molina. 21 de junio de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: María Soledad Hernández Ruiz de Mosqueda. Secretario: Ricardo Mercado Oaxaca.

Amparo en revisión 109/2012. Roberto Eduardo Trad Aboumrad. 12 de julio de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Fernando Rangel Ramírez. Secretario: Sergio Iván Sánchez Lobato.

AMPARO DIRECTO 559/2012. 30 de agosto de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Walter Arellano Hobelsberger. Secretario: Enrique Cantoya Herrejón.

En ese orden de ideas la obligación de analizar oficiosamente la infracción de dichos derechos humanos trae como consecuencia el impedimento de acceso a la justicia por parte del recurrente, porque como se ha señalado, la reforma que se combate es contraria a la finalidad de lograr la protección más amplia de la persona. Esto es, que la aplicación de la norma en la resolución judicial debe obedecer a un ejercicio de ponderación en el que exista la mayor aproximación a la finalidad de lograr la protección más amplia de la persona, y si esto no es así, queda claro que existe la razón para concluir que ha habido una violación manifiesta de la Ley de amparo que ha dejado sin defensa al recurrente, y se debe de proceder a suplir y analizar oficiosamente la cuestión procesal o de fondo, que de acuerdo al nuevo principio constitucional es lograr la protección más amplia de la persona, lo que permite justificar la búsqueda de la solución que más se aproxima a tal objetivo, que es la libertad de expresión y el derecho a votar, pues es en ese ámbito donde necesariamente se inscribe el tema de la violación manifiesta de la Carta Magna en perjuicio del quejoso, tanto en el ámbito individual como en el colectivo, sin que sea obstáculo para ello que el quejoso sea una Organización Sindical.

Sirve de apoyo la Jurisprudencia que a continuación se inserta:

Época: Décima Época

Registro: 2003520

Instancia: TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA SEGUNDA REGION 

TipoTesis: Jurisprudencia

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Localización:  Libro XX, Mayo de 2013, Tomo 2

Materia(s): Común

Tesis: VI.3o.(II Región) J/4 (10a.)

Pag. 1092

[J]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XX, Mayo de 2013, Tomo 2; Pág. 1092

”CONTROL DE CONVENCIONALIDAD EX OFFICIO. DEBE ORIENTARSE A LA TUTELA DE LAS PERSONAS JURÍDICAS, CUANDO SE PROTEJAN LOS DERECHOS Y LIBERTADES DE ACCESO A LA JUSTICIA, SEGURIDAD JURÍDICA Y LEGALIDAD DE SUS SOCIOS, INTEGRANTES O ACCIONISTAS.

Aun cuando en el ámbito jurídico no se han reconocido derechos humanos a las personas jurídicas, lo cierto es que en el caso Cantos vs. Argentina, cuyas sentencias preliminares y de fondo se dictaron el 7 de septiembre de 2001 y 28 de noviembre de 2002, respectivamente, la Corte Interamericana de Derechos Humanos determinó que el individuo puede invocar violación a sus derechos protegidos por la Convención Americana sobre Derechos Humanos, incluso cuando ésta derive, a su vez, de la afectación a personas jurídicas; en este sentido, dicho criterio orientador pone de manifiesto que, bajo determinados supuestos, el individuo puede acudir a dicho órgano para defender sus derechos fundamentales, aun cuando estén cubiertos por una figura o ficción jurídica creada por el propio sistema jurídico. En esas condiciones, el control de convencionalidad ex officio no sólo puede estar orientado a la tutela de las personas físicas, sino también a las jurídicas, cuando se protejan derechos que sean compatibles con su naturaleza, como los derechos y libertades de acceso a la justicia, seguridad jurídica y legalidad de sus socios, integrantes o accionistas, atento al segundo párrafo del artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que establece que las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con ésta y con los tratados internaciones de la materia, favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia, y acorde con los artículos 8, numeral 1 y 25 de la citada convención, en relación con los preceptos 14 y 17 constitucionales.”

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA SEGUNDA REGION

Amparo directo 334/2012, del índice del Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito (expediente auxiliar 492/2012). Materias del Comercio Exterior, S.A. de C.V. 6 de julio de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: José Luis Moya Flores. Secretario: Guadalupe González Vargas.

Amparo directo 424/2012, del índice del Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito (expediente auxiliar 693/2012). Distribuidora de Tiendas C.R., S.A. de C.V. 30 de agosto de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: José Luis Moya Flores. Secretario: Roberto Javier Sánchez Rosas.

Amparo directo 463/2012, del índice del Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito (expediente auxiliar 719/2012). Servicios en Polietileno Excelente, S.A. de C.V. 30 de agosto de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Miguel Mendoza Montes. Secretario: Hipólito Alatriste Pérez.

Amparo directo 468/2012, del índice del Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito (expediente auxiliar 721/2012). Faske, S.A. de C.V. 6 de septiembre de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Myriam del Perpetuo Socorro Rodríguez Jara. Secretaria: Enriqueta Velasco Sánchez.

Amparo directo 506/2012, del índice del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito (expediente auxiliar 825/2012). 4 de octubre de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: José Luis Moya Flores. Secretario: Guadalupe González Vargas.

El Interés con el que el recurrente promovió el amparo indirecto, consiste en que el derecho objetivo, el cual forma parte de la esfera de derechos del Sindicato Recurrente fue modificado a través de las reformas a los artículos de la Ley Federal del Trabajo impugnados, por tanto dichos actos del Estado, causan un agravio personal y directo al recurrente, y por tanto el recurrente tiene un interés legítimo, interés que es relevante en la modificación del derecho objetivo, en virtud de la especial situación en que está colocado el Sindicato Recurrente frente al orden jurídico reformado, es decir; por estar integrado y ser representante del interés profesional de sus miembros, todos ellos trabajadores activos, quienes se encuentran asociados para la defensa de sus intereses individuales y como colectividad reconocida por la Declaración Universal de Derechos Humanos en su artículo 23 en especial en su numeral 4 y por la Ley Federal del Trabajo en sus numerales 356, 357, 359, 360 fracción IV, 374 fracción III y 375, y que por ministerio de su objeto legalmente establecido le corresponde representar y defender como grupo e integrantes del factor de la producción correspondiente a la fuerza de trabajo, interés legítimo que tiene su fundamento en la fracción I del artículo 107 Constitucional.

[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XIV, Noviembre de 2012, Tomo 3; Pág. 1908

“INTERES LEGÍTIMO. EN QUÉ CONSISTE PARA EFECTOS DE LA PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. El interés legítimo, para efectos de la procedencia del juicio de amparo, consiste en el poder de exigencia con que cuenta un sujeto, que si bien no se traduce en un derecho subjetivo, permite reconocerle la facultad de impugnar la actuación o la omisión de una autoridad en orden a la afectación que ello le genera, al no acatar lo previsto por determinadas disposiciones jurídicas que le reportan una situación favorable o ventajosa. Dicho en otras palabras, es la pretensión o poder de exigencia que deriva de una lesión o principio de afectación a la esfera jurídica de un gobernado, generada por un acto de autoridad y sus consecuencias, cuya anulación o declaratoria de ilegalidad trae consigo una ventaja para éste, por hallarse en una situación especial o cualificada.”
[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XIII, Octubre de 2012, Tomo 4; Pág. 2622

“JUICIO DE AMPARO. AL SEGUIRSE CONFORME A LOS ARTÍCULOS 103 Y 107 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL, A PARTIR DE SU REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 6 DE JUNIO DE 2011, PUEDE CONSIDERARSE COMO EL RECURSO EFECTIVO A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 25 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS. El artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos prevé que toda persona tendrá derecho a que se le administre justicia por los tribunales, de manera expedita, pronta, completa e imparcial. Por su parte, el artículo 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos establece que toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los Jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o por dicha convención. De lo anterior se advierte que es obligación de las autoridades judiciales resolver los conflictos que les planteen las partes de manera integral y completa, sin obstáculos o dilaciones innecesarias y evitando formalismos o interpretaciones no razonables u ociosas que impidan o dificulten el enjuiciamiento de fondo y la auténtica tutela judicial. En ese sentido, si bien es cierto que la Ley de Amparo, en su actual redacción, no prevé la posibilidad de que las personas acudan a los tribunales para impedir o reparar la violación a sus derechos humanos, también lo es que a través de las reformas constitucionales en materia de derechos humanos y amparo, publicadas en el Diario Oficial de la Federación el 10 y 6 de junio de 2011, respectivamente, se amplió el espectro de protección del juicio de amparo, al incluir expresamente a los derechos humanos reconocidos y las garantías otorgadas para su protección por la Constitución, así como por los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte; asimismo, se simplificó el acceso al mencionado juicio constitucional, al indicar que podrá promoverlo quien aduzca ser titular de un derecho o de un interés legítimo individual o colectivo, cuando se afecte su esfera jurídica de manera directa o en virtud de su especial situación frente al orden jurídico. Consecuentemente, el juicio de amparo, al seguirse conforme a los reformados artículos 103 y 107 constitucionales, puede considerarse como el recurso efectivo a que se refiere el citado artículo 25, pues se faculta a una autoridad judicial para que, a través de dicho juicio de acceso simple, resuelva efectivamente los conflictos planteados por las personas nacionales o extranjeras que se encuentren en el país, contra cualquier acto u omisión de la autoridad que transgreda sus derechos humanos o los criterios establecidos en las sentencias emitidas por la Corte Interamericana de Derechos Humanos.”
Por lo anterior, se solicita a ese elevado Órgano Jurisdiccional, revoque la sentencia que se combate, y conceda a mi representado el amparo y protección de la Justicia Federal que solicita. 
SUPLENCIA EN LA DEFICIENCIA DE LA QUEJA.

Se solicita a sus Señorías la suplencia en la deficiencia de la queja contemplada en la fracción IV del artículo 76 Bis de la Ley de Amparo, en virtud de que el Quejoso es un sindicato de trabajadores, que como tal defiende derechos laborales de sus agremiados, respecto de la reformas a la Ley Federal del Trabajo y habida cuenta que la materia de la queja planteada en el juicio de garantías del que deriva el recurso de revisión que se promueve, no deviene de controversia o juicio con trabajadores o entre organizaciones sindicales. Por tal virtud, y por resultar aplicables se invocan las siguientes tesis jurisprudenciales:

No. Registro: 168545

Novena Época

Instancia: Pleno

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo XXVIII, Octubre de 2008

Página: 63

Tesis: P./J.  105/2008

Materia(s): Constitucional, Laboral

SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN MATERIA DE TRABAJO. OPERA EN FAVOR DEL TRABAJADOR CUANDO EL ACTO RECLAMADO AFECTE ALGÚN INTERÉS FUNDAMENTAL TUTELADO POR EL ARTÍCULO 123 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. Al establecer el artículo 76 bis de la Ley de Amparo las hipótesis en que se aplica la suplencia de la queja deficiente en cada una de las materias en las que procede el juicio de amparo, precisa que en materia de trabajo dicha suplencia sólo opera a favor del trabajador. Así, para establecer cuándo en un juicio de amparo en esta materia debe suplirse la queja deficiente de los planteamientos formulados en los conceptos de violación de la demanda de amparo, o bien, de los agravios expresados en el recurso correspondiente, debe atenderse preferentemente a dos elementos, a saber: 1) a la calidad del sujeto que promueve el amparo o interpone el recurso, quien debe ser trabajador; y, 2) a la naturaleza jurídica del acto reclamado materia de la controversia en el juicio de garantías, que se determina por el bien jurídico o interés fundamental que se lesiona con dicho acto, es decir, debe afectar directa e inmediatamente alguno de los derechos fundamentales consagrados en el artículo 123 de la Constitución Federal que surgen de la relación obrero-patronal y sus conflictos. De esta manera, para que el órgano de control constitucional esté obligado a aplicar la institución de la suplencia de la deficiencia de la queja, sólo debe atenderse a los dos elementos anteriores, sin importar el origen del acto reclamado, es decir, si deriva de un conflicto obrero-patronal, de un acto administrativo, de una ley o de un reglamento, por lo que si en el caso, un trabajador impugna un acto que afecta un bien jurídico o interés fundamental consagrado en su favor por las normas constitucionales, como lo son las garantías mínimas de seguridad social previstas en la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, debe concluirse que procede suplir la deficiencia de la queja.

PLENO

Amparo en revisión 220/2008. Alma Rosa Sandoval Rodríguez y coagraviados. 19 de junio de 2008. Unanimidad de diez votos. Ausente: Genaro David Góngora Pimentel. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Sofía Verónica Ávalos Díaz, María Marcela Ramírez Cerrillo, Carmen Vergara López, Gustavo Ruiz Padilla y Luciano Valadez Pérez.

Amparo en revisión 218/2008. José Luis Olivares Cervantes y coagraviados. 19 de junio de 2008. Unanimidad de diez votos. Ausente: Genaro David Góngora Pimentel. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Sofía Verónica Ávalos Díaz, María Marcela Ramírez Cerrillo, Carmen Vergara López, Gustavo Ruiz Padilla y Luciano Valadez Pérez.

Amparo en revisión 219/2008. José del Carmen de la Torre Mendoza y coagraviados. 19 de junio de 2008. Unanimidad de diez votos. Ausente: Genaro David Góngora Pimentel. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Sofía Verónica Ávalos Díaz, María Marcela Ramírez Cerrillo, Carmen Vergara López, Gustavo Ruiz Padilla y Luciano Valadez Pérez.

Amparo en revisión 221/2008. Socorro Fregoso Fragoso y coagraviados. 19 de junio de 2008. Unanimidad de diez votos. Ausente: Genaro David Góngora Pimentel. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Sofía Verónica Ávalos Díaz, María Marcela Ramírez Cerrillo, Carmen Vergara López, Gustavo Ruiz Padilla y Luciano Valadez Pérez.

Amparo en revisión 229/2008. Rosa Carmina Barrera Salinas y coagraviados. 19 de junio de 2008. Unanimidad de diez votos. Ausente: Genaro David Góngora Pimentel. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Sofía Verónica Ávalos Díaz, María Marcela Ramírez Cerrillo, Carmen Vergara López, Gustavo Ruiz Padilla y Luciano Valadez Pérez.

El Tribunal Pleno, el treinta de septiembre en curso, aprobó, con el número 105/2008, la tesis jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a treinta de septiembre de dos mil ocho.

No. Registro: 184,002

Jurisprudencia

Materia(s): Laboral

Novena Época

Instancia: Segunda Sala

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XVII, Junio de 2003

Tesis: 2a./J. 42/2003

Página: 285

SINDICATOS DE TRABAJADORES. CASOS EN QUE SE LES DEBE SUPLIR LA QUEJA DEFICIENTE EN LOS JUICIOS DE AMPARO. Del análisis de la evolución histórica de la institución de la suplencia de la queja, prevista en el artículo 76 bis, fracción IV, de la Ley de Amparo, se advierte que el legislador, basado en el principio de justicia distributiva, la instituyó, exclusivamente, en favor de la clase trabajadora que acude al juicio de garantías, ya sea como persona física o moral constituida por un sindicato de trabajadores, en defensa de sus derechos laborales consagrados en el artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en la legislación reglamentaria, para lograr el equilibrio procesal de las partes que intervienen en dicho juicio, y con la única finalidad de velar por el apego de los actos de autoridad al marco constitucional para garantizar a ese sector de la sociedad el acceso real y efectivo a la Justicia Federal. En consecuencia, la referida institución opera a favor de los sindicatos de trabajadores, cuando defienden derechos laborales que han sido vulnerados por cualquier acto de autoridad sin importar su origen, siempre y cuando éste trascienda directamente a los derechos laborales de sus agremiados, y no intervengan diferentes organizaciones sindicales como partes quejosa y tercero perjudicada, toda vez que esta peculiaridad procesal implica que ninguna de las partes se coloque en una situación de desigualdad jurídica que requiera ser equilibrada y dé lugar a la obligación de suplir la queja en tanto las dos partes, al ser sindicatos, deben estimarse parte trabajadora en igualdad de condiciones. En otras palabras, cuando un sindicato acude al juicio de garantías y su contraparte es también un sindicato al que le interesa que subsista el acto reclamado con el fin de tutelar los derechos del propio sindicato, significa que no subsiste la desventaja técnico procesal que tanto el Poder Revisor de la Constitución como el legislador ordinario tomaron en cuenta para establecer tal obligación.

Contradicción de tesis 123/2002-SS. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Sexto Circuito, y los Tribunales Colegiados Tercero en Materia Administrativa, Octavo en Materia Civil y Sexto en Materia de Trabajo, todos del Primer Circuito, Primero en Materia Administrativa y Primero en Materia Civil, ambos del Segundo Circuito, Primero en Materia de Trabajo del Tercer Circuito, Primero del Quinto Circuito, Primero del Octavo Circuito y el Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito. 9 de mayo de 2003. Mayoría de tres votos. Disidentes: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia y Juan Díaz Romero. Ponente: Genaro David Góngora Pimentel. Secretaria: María Marcela Ramírez Cerrillo.

Tesis de jurisprudencia 42/2003. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del dieciséis de mayo de dos mil tres.”

Por lo expuesto y fundado, a Ustedes CC. Ministros atentamente pido:

   PRIMERO.- Tenerme por presentado con la personalidad que ostento, interponiendo en nombre y representación de los hoy quejoso, el recurso de revisión que se contiene en el presente escrito.

   SEGUNDO.- Tener por señalado como domicilio para oír y recibir notificaciones, y por autorizados a los profesionales que se expresan al inicio de este escrito para tales efectos en términos amplios de la primera parte del segundo párrafo del artículo 27 de la Ley de Amparo vigente hasta el 2 de abril de 2013.

   TERCERO.- Previos los trámites de Ley, revocar la sentencia que se combate y otorgar a mi representado el amparo y protección de la justicia federal que solicita.

PROTESTO LO NECESARIO
_____________________________________

(NOMBRE DE LA PERSONA QUE PROMUEVE A NOMBRE DEL QUEJOSO SECRETARIO GENERAL O AUTORIZADO,), 
(SECRETARIO GENERAL O AUTORIZADO) DEL SINDICATO (NOMBRE DEL SINDICATO QUEJOSO QUE CORRESPONDA).
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